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Capitulo I

ORGANIZACION DEL PERIODO DE SESIONES

1. La Comisión de Derecho Internacional. creada
en cumplimiento de la resolución 174 (JI) de la Asam­
blea General. de 21 de noviembre de 1947, en conformi­
dad con lo d'ispuesto en su Estatuto, unido como anexo
a dicha resolución y reformarlo posteriormente, celebró
su 16° período de sesiones en la Oficina Europea de las
Naciones Unidas, en Ginebra. El período de sesiones,
que había de durar del 11 de mayo al 17 de julio. fue
prolongado hasta el 24 de julio por decisión de la
Comisión, adoptada en su 728a. sesión, celebrada el 21
de mayo de 1964. En el presente informe se expone la
labor realizada por la Comisión durante este período
de sesiones. En el capítulo JI del informe figuran
diecinueve artículos sobre la aplicación, los efectos, la
modificación y la interpretación de lOS tratados. En el
capítulo nI figuran dieciséis artículos sobre las misiones
especiales. El capítulo IV trata del programa de trabaJo
v la org-anización de los futuros períodos de sesiones de
la Comi!'ión. El capítulo V se refiere a algunas cues­
tiones administrativas y de otro orden.

A. Composición de la Comisión y participaci6n
en el período de sesiones

2. La Comisión se compone de las siguientes per-
sonas:

Sr. Roberto ActO (Italia)
Sr. Gilberto AMADO (Brasil)
Sr. Milan BARTOS (Yugoslavia)
Sr. Herbert W. BRIGGS (Estados Unidos de Amé-

rica)
Sr. Marcel CADIEUX (Canadá)
Sr. Erik CASTRÉN (Finlandia)
Sr. AbdulIah EL-ERIAN (República Arabe Unida)
Sr. Taslim O. ELIAs (Nigeria)
Sr. Eduardo JIMÉNEZDE ARÉcHAGA (Uruguay)
Sr. Victor KANGA (Camerún)
Sr. Manfred LAcHs (Polonia)
Sr. Lru Chieh (China)
Sr. Antonio DE LUNA (España)
Sr. Radhabinod PAL (India)
Sr. Angel M. PAREDES (Ecuador)
Sr. Obed PESSOU (Dahomey)
Sr. Paul REuTER (Francia)
Sr. Shabtai RosENNE (Israel)
Sr. José María RUDA (Argentina)
Sr. Abdul Hakim TABIBI (Afganistán)
Sr. Senjin 'irsURUOKA (Japón)
Sr. Grigory I. TUNKIN (Unión de Repúblicas So­

cialistas Soviéticas)
Sr. Alfred VERDROSS (Austria)
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Sir Humphrey WALDOCK (Reino Unido de Gran
Bretaña e Irlanda del Norte)

Sr. Mustafá KamiI YASSEEN (Irak)

3. El 12 de mayo de 1964, la Comisión eligió al Sr.
Paul Reuter (Francia) y al Sr. José María Ruda
(Argentina) para cubrir las vacantes producidas por la
elección del Sr. André Gross (Francia) y del Sr. Luis
Padilla Nervo (México) como magistrados de la Corte
Internacional de Justicia.

B. Mesa

4. En su 722a. sesión, celebrada el 11 de mayo de
1964, la Comisión eligió a las siguientes personas para
constituir la. Mesa:

Presidente: Sr. Roberto Ago
Primer Vkepresidente: Sr. Herbert W. Briggs
Segundo Vicepresidente: Sr. Grigory I. Tunkin
Relator: Sr. Mustafá Kamil Yasseen

S. En su 727a. sesión, celebrada el 20 de mayo de
1964, la Comisión designó un Comité de Redacción
compuesto de la siguiente manera:

Presidente, el Primer Vicepresidente de la Comisión:
Sr. Herbert W. Briggs;

Miembros: Sr. Taslim O. Elias, Sr. Eduardo Jiménez
de Aréchaga, Sr. Antonio de Luna, Sr. Paul Reuter,
Sr. Shabtai Rosenne, Sr. Grigory I. Tunkin, Sir Hum­
phrey Waldok, Sr. Mustafá Kamil Yasseen. El Sr.
Milan Bartos participó en los trabajos del Comité, en
su calidad de Relator Especial del tema de las misiones
especiales, cuando se estudiaron los artículos relativos
a dicho tema. Además, en su 762a. sesión, celebrada
el 9 de julio de 1964, la Comisión designó al Sr. Obed
Pessou miembro del Comité. En su 727a. sesión, la
Comisión decidió también pedir al Comité de Redacción
que se encargara de preparar, además de los textos
francés e inglés, el texto español de los proyectos de
artículos.

6. El Secretario General de las Naciones Unidas
asistió a la 767a. sesión, celebrada el 16 de julio de
1964. En esa ocasión hicieron declaraciones el Presi­
dente de la Comisión y el Secretario General.

7.. El Presidente puso de manifiesto que, cuando se
fundaron las Naciones Unidas, nadie podía darse cuenta
de la amplitud y urgencia que habría de tener la labor
de la Comisión de Derecho Internacional, instituida
en virtud del Artículo 13 de la Carta. Ello no obstante,
se produce actualmente en la sociedad mundial, con los
auspicios y el estímulo de las Naciones Unidas, una gran
revolución que ha dado la emancipación a un gran
número de Estados. Este acontecimiento ha puesto en
primer plano la apremiante necesidad de una codifica­
ción y una evolución del derecho de la comunidad de
Estados. La Comisión se consagra a la revisión, aclara­
ción y codificación de las principales materias del dere-



cho internacional, donde los principios han de ser rea..
firmados sobre la base del más amplio acuerdo posible
de los Estados y'sobre fundamentos sólidos y científicos,
particularmente en materia de derecho de los tratados y
de responsabilidad de los Estallos. El Presidente ex­
presó su convencimiento de que, si la Comisión lograba
terminar su ambicioso programa y los Estados com­
pletaban esta labor en conferencias diplomáticas, se
alcanzaría un progreso sin precedentes desde la época
de Grocio.

8. El Secretario General, en respuesta al Presidente
de la Comisión de Derecho Internacional, dijo que la
labor de la Comisión era sumamente importante desde
todo punto de vista. Hizo hincapié en que uno de los
principios fundamentales de la Carta exige que todos
los Estados MieL bros practiquen la tolerancia, vivan
como buenos vecinos y se unan para el logro de objeti­
vos comunes. Estaba seguro de que los que instituyeron
la Carta tuvieron la intención de armonizar todas las
actividades de las Naciones Unidas: políticas, económi­
cas, sociales y jurídicas.

9. El Asesor Jurídico, Sr. Constantin A. Stavro­
poulos, asistió a la 760a. sesión, celebrada el 7 de julio
de 1964. El Sr. Yuen-Li Liang, Director de la División
de Codificación de la Oficina de Asuntos J uridicos,
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representó al Secretario General y ejerció las funciones
de Secretario de la Comisión.

c. Programa

10. La Comisión aprobó para su 16° período de
sesiones un programa que comprendía los temas
siguientes:

1. Provisión de vacantes ocurridas después de la elección
(artículo 11 del Estatuto)

2, Cuestión de la prolongación del presente período de
sesiones

3. Derecho de los tratados
4. Misiones especiales
5. Relaciones entre los Estados y las organizaciones inter­

gubernamentales
6. Cuestión de la organización de los futuros períodos de

sesiones
7. Fecha y lugar del decimoséptimo período de sesiones
8. Colaboración con otros ~rganismos

9. Otros asuntos

11. Durante este período de sesiones la Comisión
celebró cincuenta y tres sesiones públicas y cuatro
sesiones a puerta cerrada. Además, el Comité de Re­
dacción celebró diez sesiones. La Comisión examinó
todos los temas del programa.



Capítulo n

DEREcno DE LOS TRATADOS

A. Introducción

RESUMEN DE LAS DELIBERACIONES DE LA COMISIÓN

12. En su 14° y en su 15° períodos de sesiones la
Comisión aprobó provisionalmente la parte I (artículos
1 a 29) Y la parte II (artículos 30 a 54) de su proyecto
de ~rt!culos sobr~ el derecho de l?s tratados, que
conslstlan, respectIvamente, en 29 artIculas relativos a
la celehración, la entrada en vigor y el registro de
los tratados y 25 artículos relativos a la falta de validez
y a la extinción de los tratados. Al aprobar las partes I
y U, la Comisión decidió, de conformidad con los
artículos 16 y 21 de su Estatuto, remitirlas a los go­
biernos por conducto del Secretario General para que
formularan sus observadones. En su 15° período de
sesiones, de la Comisión decidió proseguir el estudio del
derecho de los tratados en el período de sesiones
siguiente, dar prioridad a este tema y proceder en ese
período d~, sesiones al examen de la aplicación, la
mterpretaclOn y los efectos de los tratados.

13. En el actual período de sesiones de la Comisión,
el Relator Especial, presentó, en consecuencia. un in­
forme (A/CN.4/167 y Add.1 a 3) sobre la aplicación,
los efectos, la revisión y la interpretación de los tra­
tados. La Comisión estudió dicho informe en sus
726a. a 755a., 759a. 760a., 764a. a 767a. y 770a. sesiones,
y aprobó un anteproyecto de artículos sobre los temas
?1encionados, que se reproduce en el presente capítulo
Jlmto con los comentarios a esos artículos. Estos ar­
tículos (artículos 55 a 73) constituyen la parte nI y
última del proyecto de la Comisión sobre el derecho de
los tratados.

14. La modificación y la interpretación de los tra­
tados son temas que no han sido objeto de informe
de ninguno de los tres anteriores Relatores Especiales
del derecho de los tratados designados por la Comisión.
En cambio, el tema de la aplicación y efectos de los
tratados fue objeto del estudio efectuado por Sir GemId
Fitzmaurice en sus informes cuarto y quinto (1959 y
1960)1. La Comisión tuvo muy en cuenta esos informes
en el actual período de sesiones.

15. Como se indica en el párrafo 18 de su informe
de 19622 y se repite en eí párrafo 12 de su informe de
19633, la Comisión estudiará más adelante si las tres
partes del proyecto sobre derecho de los tratados han
de ser reunidas en un solo proyecto de convención o si
la codificación del derecho de los tratados ha de adoptar
la forma de una serie de convenciones relacionadas
entre sí. De conformidad con las decisiones adoptadas
en los dos períodos de sesiones anteriores, la Comisión

1 Anuario de la Comisión de Derecho ltltertlacional 1959
vol. n, pág. 40, Y 1960, vol. n, pág. 67. "

2 Doctttnentos Oficiales de la Asamblea General decimo­
séptimo período de sesiones, Sltplemento No. 9 (A/5209 y
Corr.!).

3 [bid., decimoctavo período de sesiones, S1tplCmc'lto No. 9
(A/5509).
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ha preparado provisionalmente el presente anteproyecto
en fo.rma de un tercer grupo de artículos estrechamente
relaCIOnado con las partes I y n que ya fueron remiti­
d.as a los gobiernos para que formulen sus observa­
c!ones." Por ello, el presente anteproyecto lleva por
t!tulo Derecho de los tratados-Parte IlI". Al mismo
tIe~lpo, de con~or'll1idad c~n la d~cisión adoptada en el
perlado de sesIOnes anterIor y sm prejuzO'ar con ello
en modo. alguno la _decisión relativa a la f~rma en que
su trabajO sobre el derecho de los tratados será pre­
sentado en definitiva, la numeración de los artículos de
la parte In sigu~ la del (~ltimo artículo de la parte U,
por 10 cual el primer articulo lleva el número 55. La
Comisión se propone iniciar en su período de sesiones
de ~965 el nuevo estudio de todo el proyecto de artículos
tel11~ndo presentes las observaciones que formulen los
gobl~r!l?s. Durante. el actual período de sesiones, la
Comlslon ha advertIdo que, aparte de las cuestiones de
fondo 9ue puedan plantearse en. 1? futuro, algunos de
los artIculas ya apro?ados proVISIOnalmente requieren
nuevo examen con objeto de lograr su adecuada coordi­
nación con ?t.r,os artículos. También advirtió que, si bien
!,~ yuxtaposlclO.n de algunos asuntos era conveniente para
nnes de estudIO, tal vez no resulte del todo adecuada
en la ordenación definitiva del proyecto de artículos y
que, en consecuencia, acaso sea conve;':ente efectuar
algún reajuste en la distribución de la materia del
p~oyect~ entre las diferentes partes y secciones. Al
mlsm? tIempo,. !a Comisión reconoció que debía prestarse
espeCIal atenclan a lograr en el proyecto definitivo la
mayor uniformidad de la terminología que sea posible.

16. De conformidad con los artículos 16 y 21 de su
Estatuto, la Comisión decidió enviar su proyecto sobre
los ef;~tos, la aplicación, la modificación y la inter­
pretaclon de los tratados, por conducto del Secretario
Get?eral, a los gobiernos para que presenten sus obser­
vacIOnes. A este propósito, la Comisión desea recordar
su decisión de 19584 de que la Comisión no habrá de
ela?orar e~ p~oyecto final hasta el segundo período de
se~lOnes stgttlente a aquel en que haya redactado el
primer proyecto. No obstantt, la Comisión expresa la
esperanza de que podrá disponer de las observaciones
de los gobiernos sobre la parte nI de su proyecto rela­
tivo al derecho de los tratados antes de la apertura
de su 18° período de sesiones, que se celebrará en 1966.

Alcance del presente grupo de artículos

17. El presente grupo del proyecto de artículos
comprende las cuestiones generales de la aplicación, los
efectos, la modificación y la interpretación de los tra­
tado~.. pe ccnformidad con la decisión que tomó la
ComlslOn en 1963 de aplazar el examen de la cuestión
de la incompatibilidad entre las disposiciones de tra­
tados hasta su 16° período de sesiones la Comisión
volvió a estudiar este problema y estimó'que guardaba

4 [bid., decimotercer período de ,resipnes, Sl~plemento No. 9
(A/3859), párrs. 60 r 61, ,



estrecha relación sobre todo cún las normas relativas a
la modificación e interpretación de los tratados. Por
ello ha incluido sobre esta cuestión el artículo 63 en el
presente proyecto de articulas. Al mismo tiempo, la
Comisión reiteró la decisión pi ovisional de 1963, a la
que se hace referencia en el pli.rrafo 2 del comentario
al articulo 41, de mantener por el momento este articulo
en la parte U.

18. Los asuntos de que se trata en la parte IU
guardan cierta relación con dos temas que la Comisión
va a estudiar por separado y que, en 1963, se asignaron
a otros dos relatores especiales, a saber, la responsa­
bilidad de los Estados y la sucesión de Estados y go­
biernos. En cuanto a la responsabilidad de los Estados,
la Comisión estudió hasta qué punto debería formular
disposiciones sobre la responsabilidad jurídica derivada
del incumplimiento de las obligaciones impuestas por
los tratados. Esta cue~tión hace intervenir no sólo los
principios generales que rigen la reparación debida
por la infracción de un tratado sino también las razones
que pueden invocarse en justificación del incumplimento
de un tratado. L'l Comisión decidió excluir de su
codificación del derecho de los tratados las cuestiones
relacionadas con el tema de la responsabilidad de los
Estados y examinarlas cuando pase a estudiar este
tema concret05• En el caso de la sucesión de Estados y
gobiernos, se trataba de saber si se debia estudiar este
tema en relación con el ámbito de aplicación territorial
de los tratados y con los efectos de los tratados con
respecto a terceros Estados, La Comisión decidió no
incluir esta cuestión en el presente proyecto de articulas.
Como se indica en la decisión que figura en el párrafo
58 de su informe de 1963, la Comisión tiene asimismo
la intención de estudiar la cuestión basándose en un
informe que ha de presentar el Relator Especial del
tema de la sucesión de Estados y gobiernos.

19. Al estudiar la cuestión de la aplicación territorial
de los tratados, la Comisión examinó si convendria o
no incluir disposiciones sobre la posibilidad de extender
un tratado al territorio de un tercer Estado con auto­
rización de éste. La Comisión llegó a la conclusión de
que, aun cuando se encuentran casos de esta práctica,
son muy raros y se deben a circunstancias especiales, de
suerte que no se justificaría que en el proyecto de
artículos de la parte nI se hiciese especial referencia
a ellos.

20. La Comisión estudió también si se debería o no
incluir un artículo relativo a la celebración de tratados
por un Estado en nombre de otro o por una organiza­
ción internacional en nombre de un Estado miembro.
Por 10 que se refiere a este último raso, algunos miem­
bros estimaron que estaba demasiado estrechamente re­
lacionado con el problema general de las relaciones entre
una organización internacional y sus Estados miembros
para que se pudiese tratar como parte del derecho gene­
ral de los tratados. Otros miembros opinaron que los
casos, que existen efectivamente en la práctica, en que
una organización internacional entra a formar parte de
un tratado no sólo en nombre propio sino también en
nombre de sus miembros, pueden determinar que éstos
lleguen a ser efectivamente partes en el tratado, por
lo cual deberían estar previstos en el derecho ge;neral
de los tratados. En cuanto al primer caso, en el que un
Estado autoriza a otro a concertar un tratado en su
nombre y a que, por 10 tanto, le convierta en parte en

5 No obstante, en el párrafo 5 del artículo 63 se hace una
salvedad expresa sobre esta materia, por las razones que se
indican en el comentario al artículo,
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el tratado, algunos miembros señalaron que, mm cuando
se dan ejemplos, son muy poco frecuentes y estos mismos
miembros expresaron dudas de que conviniera incluir
disposiciones concretas sobre esta práctica desde el
punto de vista del principio de la igualdad y de la
independencia de los Estados. Otros miembros señala­
ron que dicha pn\ctica, aun cuando no se halle muy
extendida, tiene lUla cierta importancia respecto de las
uniones económicas, como la Unión Económica Belgo­
Luxemburguesa, en la que un Estado puede concertar
un tratado en nombre de la Unión. Estos miembros
opinaron asimismo que la mayor amplitud de las
actividades diplomáticas y comerciales de los Estados y
la diversidad de las asociaciones que forman entre si
pueden conducir a un aumento de estos casos y que, en
definitiva, convenía referirse a ellos en el proyecto de
articulas. La Comisión decidió que, en todo caso, la
cuestión correspondia en realidad a la parte 1 del
proyecto de articnlos, ya que estaba relacionada mús
bien con la celebración de' los tratados que con su apli­
cación. Por lo tanto, acordó aplazar su decisión sobre 1a
inclusión de tUl artículo a este respecto hasta su
próximo período de sesiones, en el que tiene la intención
de volver a examinar la parte I de su proyecto.

21. Al estudiar la cuestión de los tratados en rela­
ción con los ter.:eros Estados. la Comisión examinó la
propuesta de que se incluyera untl disposición en virtud
de la cual quedara formalmente excluida de la aplica­
ción de los artículos 58 a 61 la llamada "cláusula de
la nación más favorecida". En apoyo de esta opinión
se indicó que los términos amplios y generales en que
habian sido aprobados provisionalmente dichos ar­
tículos tal vez hicieran poco precisa la distinción entre
las disposiciones a favor de terceros Estados y la apli­
cación de la cláusula de la nación más favorecida, y que
esa distinción podia ser de especial importancia en rela­
ción con el artículo 61, relativo a la revocación o modi­
ficación de las disposiciones concernientes a las obliga­
ciones o derechos de terceros Estados. Sin embargo, la
Comisión, sin dejar de reconocer la importancia de no
prejuzgar la aplicación de la cláusula de la nación mús
favorecida, estimó que los artículos 58 a 61 no influían
en modo alguno en dicha cláusula y por esta razón
estimó que no hacía falta incluir una salvedad como
la propuesta. Respecto de las cláusulas de la nación
más favorecida en general, la Comisión no creyó
oportuno que figurara en la presente codificación del
derecho general de los tratados aunque estimaba que en
lo futuro acaso conviniera que fuese objeto de un
estudio especial.

22. La Comisión examinó también la aplicación de
los tratados que prevén obligaciones o derechos que
han de cumplir o gozar personas particulares. Algunos
miembros de la Comisión querían que se incluyera una
disposición sobre esta materia en el presente proyecto
de artículos, pero otros miembros estimaban que esa
disposición exedería el ámbito actual del derecho de
los tratados, y dada la divergencia de opiniones el Re­
lator Especial retiró la propuesta.

23. Los articulas del proyecto han sido agrupados
provisionalmente en tres secciones: i) aplicación y
efectos de los tratados; ii) modificación de los tratados,
y iii) interpretación de los tratados. Las definiciones
que se dan en el artículo 1 de la parte I son también
aplicables a la parte IU y no se estimó necesario añadir
más definiciones para los fines de esta parte. Los ar­
tículos formulados por la Comisión en la presente parte,
lo mismo que en las partes I y U, contienen tanto



elementos de desarrollo progresivo como elementos de
codificación del derecho,

24, El texto de los articulas 55 a 73 del proyecto
)' los comentarios aprobados por la Comisión n pro­
puesta del Relator Especial figuran a continuación:

n, PrO)'CclO ae articulos sobrc cl derecho ae
los trnla<los

Parte III

AN.TCACIÓN, EFECTOS, MODIFICACIÓN E INTERPRETA­
CIÓN DE T.OS TR,\TAPOS

SEccrON J. APJ.TCACTON y EFECTOS DE T.OS TRATADOS

Articulo SS

Pacta sunt servanda

Todo tratado en vigor oblil;a a las partes y éstas
deben ejecutarlo de buena fe.

Cometltario

1) L1. regla pacta. s1mt serva?lda6, segtm la cual los
tratados obligan a las partes y deben ser ejecutados de
buena fe. es el principio fundamental del derecho de
los tratados. Su importancia se ve realzada por el hecho
de estar consagrado en el preárrh1110 de la Carta de las
Naciones Unidas. En 10 que respecta a las obligaciones
nacidas de la Carta, el párrafo 2 del Artículo 2 dispone
expresamente que los Miembros "cumplirán de buena
fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad
con esta Carta".

2) Existen en la jurisprudencia de los tribunales
internacionales muchos precedentes en apoyo de la
tesis de que, en el presente contexto, el principio de la
buena fe es un principio jurídico que forma parte
integrante de la regla pacta. Sltnt servandaT• En su
opinión sobre la Admisión de lIn Estado en las Naciones
Unidas (Artículo 4 de la Carta)8, la Corte Interna­
cional de Justicia, sin referirse al párrafo 2 del Artículo
2. dijo que las condiciones de admisión estahlecidas en el
Artículo 4 no impedían a ningún Estado Miembro tener
en cuenta al votar "cualquier factor que se puede rela­
cionar ra7.0nab!cmente y de buena fe con las condiciones
establecidas en este Artículo". Asimismo. en al aS1mto de
los derechos de los nacionales de los Estados Unidos
en Marruecas (fallo de 27 de agosto de 1952)9, la Corte,
refiriéndose a ciertas evaluaciones previstas en los ar­
tículos 95 y % del Acta de Algeciras, dijo lo siguiente:
"L1. potestad de efectuar la evaluación corresponde a
las autoridades de Aduanas pero es una potestad que
se ha de ejercer razonablemente y de buena fe". De
igual modo, la Corte Permanente de Justicia Interna­
cional, al aplicar las cláusulas de tratado que prohibian
la discriminación contra las minorías, insistió en varios

6 Para un estudio completo del principio pacta srmt sel'vallda,
véase el comentario al artículo 20 de la parte In (Law ol
Treaties) del Rascare/¡ in blternatiOllal Law, de la Harvard
Law Schoo!, en AmcricG1l. Joumalo! IlItmlatiallal Law (1935)
Supplement No. 4, pág-. 977; J. L. Kunz, "The Meaning G/Id fhe
Rmlge ol tlze NOl'llt Paeta SUllt Senmnda", en American Jon/'­
lzal of Internatiollal Law, vol. 39 (1945). págs. 180 a 197; al.
Rousseau. "P"illcipes générau.~ dll droü infl'rlzatianal public"
(1944), págs. 355 a 364.

7 Véase en particular Bin Cheng, Gel/eral Principies of Law
(1953), capítulo In.

81.CJ. Reports, 1948, pág. 63.
91.C.l. Reports, 1952, pág. 212.
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casos10 en que esas cláusulas debían aplicarse de tal
manera que quedara descartada toda discriminación
tanto de hecho como de derecho; en otros términos, la
obligación no debe ser eludida mediante una aplicación
meramente literal de las cláusulas. En la jurisprudencia
de los tribunales arbitrales pueden encontrarse también
otros muchos precedentes. Por ejemplo, en el arbitraje
relativo al asunto de las Pesquerías de la. Costa. del
Atlántico del Norte, el Tribunal, refiriéndose al derecho
de la Gran Bretaña a reglamentar la pesca en aguas
canadienses en las que por el Tratado de Gante había
concedido ciertos derechos de pesca a los nacionales
de los Estados Unidos, dijo lo siguiente:

"... del Tratado resulta una relación obligatoria
en virtud de la cual el derecho de la Gran Bretaña
a ejercer su derecho de soberanía dictando regla­
mentos se limita a los reglamentos dictados de buena
fe y sin violar las disposiciones del Tratado."l1

3) En consecuencia, el artículo dispone que "todo
tratado en vigor obliga a las partes y éstas deben eje­
cutarlo de buena fe". Algunos miembros abrigaban
dudas respecto de la inclusión de las palabras "en vigor"
por el temor de que pudieran prestarse a interpreta­
ciones que debilitaran la clara enunciación de la norma.
Sin embargo, otros miembros estimaron que con dichas
palabras se daba expresión a un elemento que forma
parte integrante de la norma y que, habida cuenta de
otras disposiciones del proyecto de artículos, era nece­
sario incluirlas por razones de pura lógica. La Comisión
había aprobado una serie de artículos referentes a la
entrada en vigor de los tratados, la entrada en vigor
provisional, determinadas obligaciones que incumben
a los Estados contratantes antes de la entrada en vigor
del tratado, la nulidad de los tratados y su extinción.
En consecuencia, desde el punto de vista de la redac­
ción del texto, se estimaba necesario especificar que
la regla pacta s1mt servanda se aplica a los tratados en
vigor de conformidad con las disposiciones de los
presentes artículos.

4) Algunos miembros estimaron que pudiera ser con­
veniente enunciar también que las partes deben abste­
nerse de ejecutar todo acto encaminado a frustrar el
objeto y fin del tratado. Sin embargo, la Comisión
estimó que ese aspecto estaba implícito en la obligación
de aplicar el tratado de buena fe y que la norma debía
enunciarse en la forma más positiva y sencilla posible.

Artículo 56

Aplicación de un tratado en el ti'lmpo

1. Las cláusulas de un tratado no se aplicarán
a una parte en lo que se refiere a hechos o actos
anteriores a la fecha de entrada en vigor del mismo
respecto a dicha parte, ni a una situación que hu­
biere dejado de existir con anterioridad a dicha
fecha, salvo que del propio tratado no resultare lo
contrario.

2. Salvo lo dispuesto en el artículo 53, las cláu­
sulas de un tratado no se aplicarán a una parte en

~'\.f~;~5~

10 Véase, por ejemplo, Treatment of Polish Nationals and
other PCI'SOIlS of Polish o/'igúz or spccch in the DalUJig terri­
fory, P.C.!J. (1932), Series AIB, No. 44, pág. 28; Minority
ScllOols in AlbG/;ia, P.C.!.!. (1935), Series AIB, No. 64, págs.
19 y 20.

11 Rcports ol Inlenzatianal Arbitral Awards (1910), vol. XI,
pág. 188. El Tribunal también mencionó expresamente el
"principio de derecho internacional según el cual las obliga­
ciones de los tratados se han de ejecutar con perfecta buenll f~",



relación a los hechos acaecidos, a los actos reali­
zadoso a las situaciones existentes después que el
tratado hliya cesado de estar en vigor respecto a
dicha parte, a menos que el tratado no disponga
otra cosa.

COlllc'1ltario

1) El presente articulo se refiere al alcance tem­
poral de las disposiciones de un tratado. En el concepto
mismo de tratado en vigor está implícito que debe reg-ir
las relaciones de· las l)artes con respecto a todos los
hechos, actos o situaciones. que ocurran o se presenten
durante el período en que se halle en vigor y que sean
objeto de sus disposiciones. Pero cabe preguntarse si
se puede aplicar un tratado, y en qué medida, a hechos.
actos o situaciones que han ocurrido o se han presentado
antes de su entrada en vigor. o que ocurren o se pre­
sentan después de su extinción.

2) Hechos, actos o situaciones anteriores. Nada
impide a las partes dar a un tratado. o algunas de sus
disposiciones. efecto retroactivo si 10 estiman conve­
niente. La cuestión. esencialmente. es determinar su
intención. No obstante, la norma general es que no
ha de considerarse que un tratado tenga efecto retro­
activo sino cuando esta intención se halla expresada
en el tratado o pueda inferirse claramente de sus esti­
pulaciones. Esta norma fue sancionada y aplicada por la
Corte Internncional de Tusticin en el asunto Ambotirlos
(jurisdicción )12. en qlie el Gobierno griego sostuvo
que. en virtud de un tratado de 1926. tenía derecho a
presentar unn rednmación hasada en actos realizados
en 1922 y 1923. Dicho Gobierno. reconociendo que su
pretensión era contraria al principio general de que un
tratado no tiene efectos retroactivos. trató de iustificar
su reclamación aduciendo que se trnt;¡bn de" un caso
especial poroue durante los años 1922 y 1923 hahía
estado en vigor entre las partes un tratado anterior
de 18R6. en el que fir'uraban disposiciones análogas a
las del tratado de 1926. Esta ar~umentación fue recha­
zada por la Corte. que dijo 10 siguiente:

"Aceptar esta teorín si~nificarín dar efecto retro­
activo al artículo 29 rIel Tratndo de 1926. siendo así
que su artículo 32 dispone que el Tratado. 10 cual
ha de significar todas las disposiciones del mismo.
entrará en vigor inmediatamente después de su rati­
ficación. Estn conclusión noclía refutarse si hubiese
habido una cláusula o una razón especial que exigiese
una interpretación retronctiva. En el presente caso,
no existen tal cl{\t1sula ni tal razón. Por consiguiente.
es imposible admitir que deba considerarse que una
cualquiera de sus disposiciones estaba en vigor en
una fecha anterior."

Un buen ejemplo de un tratado que, por entrañar tal
"cláusula especial" o tal "razón especial", exig-ía una
interpretación en sentido retroactivo 10 ofrece el asunto
de las ConCeSiOl1l'S Mmwolllotis de Pall'stina13• El Reino
Unido impugnó la jurisdicción de la Corte fundándose.
entre otras cosas. en que los actos a que se refería la
reclamación habían ocnrrido unos meses antes de la
entrada en vigor del Protocolo XII del Tratado de
Lausana, pero la Corte declaró lo siguiente:

"El Protocolo XII se concertó con el fin de esta­
blecer las condiciones que deben regular el recono­
cimiento por las Partes Contratantes de ciertas con­
cesiones otorgadas por las autoridades otomanas

12 Fallo de 10 de julio de 1952, I.C.!. Reports 1952, pág. 40.
13 P.C.U. (1924) Serie A, No. 2, pág. 34.
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antes de la celebración del Protocolo, así como el
régimen de las mismas. Por consiguiente, una carac­
terística esencial del Protocolo es que sus efectos
se extienden a situaciones jurídicas que datan de
una fecha anterior a su propia existencia. Si las c1:1u­
sulas del Protocolo no hubiesen previsto la protec­
ción de los derechos reconocidos en el mismo contra
violaciones cometidas antes de la entrada en vigor
de este instrumento. el Protocolo habría sido ineficaz
por 10 que respecta al período en que más necesaria
era la protección de estos derechos. La Corte estima,
por consiguiente. que el Protocolo garantiza los dere­
chos reconocidos en él contra cualquier violación
independientemente de la fecha en que pueda haberse
producido."
3) El principio de la no retroactividad ha sido con­

siderado por tribunales internacionales sobre todo en
relación con climsulas .iurisdiccionales que preveían que
se sometieran a un tribunal internacional las "contro­
versias". o determinadas categorías de "controversias",
entre las partes. Por consiguiente, la palabra "contro­
versias" puede designar cualquier controversia que
exista entre las partes después de la entrada en vigor
del tratado. Es indiferente que la controversia se refiera
a hechos ocurridos con anterioridad a esa fecha, o
incluso que la propia controversia se origine antes,
ya que las partes han convenido en someter a arbitraje
o arreglo judicial todas sus controversias existentes.
sin más calificación. En el asunto de las Concesio1!cs
Mm'romotis dc Pal('stimr. la Corte Permanente dijo:

"La Corte opina que. en caso de duda, la juris­
dicción basada en un acnerdo internacional abarca
todas las controversil1s que le son sometidas después
de establecido el acuerdo. '" La reserva formulada
en muchos tratados de arbitraje en relación con Ins
controversias originadas en hechos anteriores a la
celebración del tratado parece demostrar la necesidad
de que cualquier limitación de la jurisdicción conste
de manera explícita y, por consiguiente, la exactitud
de la norma de interpretación antes enunciada."14

Cuando una cláusula jurisdiccional forma parte inte­
grante de las cláusulns de fondo de un tratado, con
objeto de garantiznr su debida aplicación. el principio
ele no retroactividad puede. intervenir indirectamente
para limitar ratio1!c temporis la aplicación de la cláu­
sula jurisdiccional. En muchos casos comprendidos en
las disposicionl.'s de la Convención Europea para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Liber­
tades Fundamentales. la Comisión EuroPea de Derechos
Humanos se ha declarado incompetente para conocer
de reclamaciones relativas a supuestas violaciones de
derechos humanos ocurridas con anterioridad a la en­
trada en vigor de la Convención con respecto al Estado
interesado1/;.

14 lbid., pág. 35; d. el asunto de los Fosfatos dc Ma,rrllccos
(P.C.U. (1938), Series AIB, No. 74, pág. 24). La aplicación
de los diferentes tipos de c!ánsulas que limitan ratiollc tcmporis
la aceptación de la jurisdicción de los trihunales internacionales
no ha estado exenta de dificultades, y las actuaciones de la
Corte Permanente de Justicia Internacional y de la Corte Inter­
nacional de Justicia ofrecen una abundante jurisprudencia sohre
esta materia. Por importante que sea esta jurisprudencia
con respecto a la jurisdicción del tribunal. ella se refiere a la
aplicación de cláusulas particulares de determinados tratados,
y la Comisión no considera que sea necesario examinarla en
detalle dentro del contexto del derecho de los tratados en
J{eneral.

lI;Véase Yearbook of 11Ie Europcall COIIVClltiol1 of HlIlIIall
!<i,r¡/¡ts (1955-1957), págs. 153 a 159; (1958-1959) págs. 214,
376, 382, 407. 412, 492 a 494; (1960) págs. 222, 280, 444; y
(1961) págs. 128, 132 a 145, 240, 325.



4) No obstantc) si un hecho) acto o situación que
ha ocurrido 'l se ha presentado por primera vez con
anterioridad a la entrada en vigor de un tratado) sigue
ocurriendo o existicse después de la entrada en vigor
del tratado) quedar{t sometido a las disposiciones del
tratado. No se infringe el principio dc la no retroac­
tividad por aplicar un tratado o asuntos que ocurren
o existen cuando el tratado está en vigor) aunque hayan
empezado con anterioridad. Así) si bien ta Comisión
Europea de Derechos Humanos no se ha considerado
competente para investigar la procedencia de actos
legislativos) administrativos o judiciales cumplidos y
declarados definitivos antes de la entrada en vigor de
la Convención Europea) se ha declarado competente
en el caso de nuevos procedimientos o de ejecución
repetida de dichos actos después de la entrada en vigor
de la Convención16.

5) En consecuencia) el párrafo 1 del artículo estipula
que "las cláusulas de un tratado no se aplicarán a una
parte en lo que se refiere a hechos o actos anteriores
a la fecha de entrada en vigor del mismo respecto a
dicha parte, ni a una situación que hubiere dejado de
existir con anterioridad a dicha fecha, salvo que del
propio tratado no resultare lo contrariou

• Dicho de
otro modo, el tratado no se aplicará a los hechos o actos
concluidos o a las situaciones que hayan cesado (y no
se repitan) antes de que el tratado entre en vigor. Se
utiliza la frase más general "salvo que del propio tra­
tado no resultare lo contrario" con preferencia a "salvo
que el tratado dispusiere lo contrariou

, para tener en
cuenta los casos en los cuales la naturaleza misma del
tratado indique que está destinado a tener determi­
nados efectos retroactivos.

6) Hechos, actos o situaciones posteriores. Un tra­
tado no se aplica ex J¡~"potllesia ningún hecho o acto
que ocurra después de su extinción, ni a ninguna
situación que se produzca o exista entonces; tampoco
a un hecho, acto o situación que entonces ocurra o exista
se le podrá aplicar el tratado simplemente por ser una
repetición o una continuación de un hecho, o acto ocu­
rrida o de una situación existente durante el período
en que el tratado estaba en vigor. Aún más, únicamente
en muy contados casos, como en el artículo XIX de la
Convención sobre la responsabilidad por la utilización
de buques nucleares, se enuncia una disposición de
modo que sea aplicable después de la extinción de!
tratado. En cambio, e! tratado sigue teniendo efectos
para determinar la legalidad o ilegalidad de todo acto
realizado durante e! período de vigencia del tratado o
de toda situación resultante de su aplicación; en otras
palabras, los derechos adquiridos en virtud del tratado,
como consecuencia de su cumplimiento o de su violación,
no cesan por el hecho de la extinción de éste17• Este
aspecto de la cuestión se trata en e! artículo 53, relativo

16 Asunto de De Becker, véase Yearbook 01 the Ettropeall
COI!Vention 01 Human Rights (1958-1959), págs. 230 a 235.
Petición No. 655/659; Yearbook 01 tire Europeall Convelltioll
01 HI/I/HIn Rights (1960), pág. 284.

17 Así, en el asunto del Call/el'lín Septentriollal (l.CJ. Re­
ports, 1963, pág. 15), la Corte Internacional partió del supuesto
de que un Estado sigue siendo responsable después de la extin··
ción de un tratado de .oda violación que pudo tener lugar
durante el período de vigencia. No obstante, en este asunto no
se pidió una reparación y, teniendo en cuenta las circunstan­
cias especiales, la Corte, después de la expiración del Acuerdo
de Administración Fiduciaria, se negó a pronunciarse sobre la
cuestión de si se había infringido o no.

7

a las consecuencias juridicns de la extinción de un
tratado18•

7) En consecuencia) el párrafo 2 del presente artículo
estipula q1.1e "Salvo lo dispuesto en el articulo 53) las
cláusulas de tm tratado no se aplicarán a una parte
en relación ::t los hechos acaecidos) a los actos reali­
zados o a las situaciones e:-eistentes después que el
tratado haya cesado de estar en vigor respecto a dicha
parte, a menos que el tratado no disponga otra cosau

•

Al volver a examinar e! artículo 53, en relación con la
redacción del presente artículo, la Comisión señaló que
quizá fuese necesario modificar su redacción con vistas
a tener en cuenta los derechos adquiridos como conse­
cuencia de la ilegalidad de actos realizados durante la
vigencia del tratado.

Articulo 57

Ambito de aplicación territorial de un tratado

El ámbito de aplicación territorial de un tratado
se extiende· a todo el territorio de cada una de las
partes, salvo que del propio tratado no resultare
lo contrario.

eo1Jumtario

1) Ciertos tipos de tratados, por la materia que es
objeto de ellos, se prestan muy poco a la aplicación
territorial en el sentido corriente de la expresión. Pero
la mayoría de los tratados surten efectos en un terri­
torio y puede plantearse entonces la cuestión de saber
cuál es su ámbito de aplicación territorial exacto. En
algunos casos las disposiciones del tratado se refieren
expresamente a un territorio o zona determinados,
por ejemplo, el Tratado de 21 de octubre de 1920
por el que se reconoce la soberania de Noruega sobre
Spitzberg19 y el Tratado Antártico de 1. o de diciembre
de 19592°. En otros casos, los términos del tratado o
las circunstancias en que se lo-concluyó indican que
se refiere a zonas determinadas. Así, algunos tratados
del Reino Unido sobre cuestiones internas están limi­
tados expresamente a Gran Bretaña e Irlanda del Norte
y no se refieren a las Islas Anglonormandas ni a la
Isla de Man:!1. Asimismo, después de la creación de
la República Arabe Unida se concertaron algunos tra­
tados cuyo ámbito quedaba limitado desde un punto
de vista territorial a una parte de esa República. Del
mismo modo, los Estados cuyo territorio incluye una
zona franca pueden considerar ventajoso excluir a esa
zona del ámbito de un tratado comercial. Otro ejemplo
es el de un tratado de límites que se aplica a zonas
detenllinadas y regula problemas que origina la exis­
tencia de una población mixta, como el de los idiomas
que han de utilizarse con fines oficiales. En cambio,
muchos tratados que tienen aplicación territorial no
contienen indicación alguna de restricciones en cuanto
a su ámbito territorial, como por ejemplo los tratados
de extradición o de ejecución de sentencias.

18 DocllmL'tI·tos Oficia/es de la Asamblea. Getwral, decimoctavo
período de sesiolles, SlIplemento No. 9 (A/5509), pág. 30.

19 League 01 Natiolls Trea/y Series, Vol. 11, pág. 8.
20 United Natiolls Trea./y Series, Vol. 402, pág. 71.
21 Por ejemplo, el Acuerdo entre el Gobierno de Gran Bre­

taña e Irlanda del Norte y la URSS sobre las relaciones en
los campos científico, tecnológico, educativo y sociall 1963­
1965 (Ullited Killgdom, Treaty Series, No. 42 de 1963). En
una Convención de 1961. entre Austria y G,-an Bretaña sobre
reconocimiento y ejecuci6n recíprocos de las decisiones judi­
ciales en materia civil y comercial, se define al Reino Unido
como integrado por Inglaterra y Gales, Escocia e Irlanda del
Norte (Ut~ited Kingdom Trea/y Series, No. 70 de 19(2).



2) La Comisión estima que el iUllbito de aplicación
territorial de un tratado depende de la intención de
las partes y que en los presentes articulos basta for~

mular una norma general que hn de aplicarse cuando
el tratado no contenga disposición o indicación concreta
en cuanto a su 11mbito de aplicación territorial. L'\
práctica de los Estados, la jurisprudencia de los tri~

bunales internacionales y los escritos de los tratadistas
parecen confirmar la opinión de que debe presumirse
que un tratado se aplica a todo el territorio de cada
una de las partes, salvo que del tratado se dedlt~ca la
intención contraria~2. Por consiguiente, en el presente
artículo se enuncia esn norma.

3) L1. expresión <la todo territorio de cada una de
las partes" se entiende en un sentido amplio que abarca
todo el territorio y las aguas territoriales y el espacio
aéreo correspondientes que constituyen el territorio del
Estado. L1. Comisión prefirió esta e."(presión a la frase
"a todo el territorio o a todos los territorios de que
sean internacionalmente responsables las partes", que
se encuentra en algunas convenciones multilaterales
concertadas en fecha reciente. Quiso evitar las distin­
ciones y divergencias que resultan de la asociación de
esa frase con la denominada "cláusula colonial". Opinó
que su labor, en cuanto a la codificación del moderno
derecho de los tratados, debía limitarse a formular la
norma general sobre el ámbito de aplicación territorial
de los tratados.

4) Durante el debate se dijo que el ámbito de apli­
cación territorial de un tratado podía verse modificado
por cuestiones relativas a la sucesión de Estados. La
Comisión, según ya antes se indica en el párrafo 18,
decidió reservar este aspecto de la cuestión del ámbito
de aplicación territorial de los tratados, a fin de exa­
minarla cuando efectúe el estudio del tema de la sucesión
de Estados y gobiernos.

Artículo 58

Norma general que limita los efectos de los
tratados a las partes

Un tratado sólo se aplica entre las partes y no
impone obligaciones ni confiere derechos a un ter­
cer Estado sin el consentimiento de este último.

Comentario

1) Parece que se está de acuerdo en reconocer que
la norma enunciada en este artículo -la de que un
tratado es aplicable únicamente entre las partes - es
la norma fundamental que rige los efectos de los tra­
tados con respecto a terceros Estados23. Tiene su origen

22 Véase Lord McNair, Law 01 Treaties (1961), págs. 116 y
117; S. Rosenne, United Nations Treaty Practice; Recueil
eles Cortrs de l'Aeadémic de droit illtematlDllal, vol. 86 (1954),
págs. 374 y 375; SUlIllllary 01 Practice 01 t/IC Secretary­
Ge/leral as Depositary 01 Multilateral Agreelllellt, ST/LED/7,
párrs. 102 y 103; La sl/cesióll de Estados y los tratados multi­
laterales gellerales de los que es depositario el Secretario Ge­
Ileral (A/eNA/I50), párrs. 73, 74 y 138. (AllIwrio de la Co­
misióll de Derec/¡o lntenraciollal, 1962, vol. n, págs. 134 y 140).

23 El PWfl'!'Or G. Scelie, al destacar las diferencias entre el
carácter de ln~ tratados y el de los contratos de derecho pri­
vado, llegó incluso a protestar contra la aplicación entre los
Estados del principio pacta tertiis "ec /locellt tlec prosrmt,
principio establecido para las relaciones contractuales de de­
recho privado entre individuos (Précis de droit des gells,
(1934), tomo 11, pág. 345-,146 Y 367-368). Pero es el único
autor que discute la validez en derecho internacional del prin­
cipio pacta tertiis como principio general del derecho de los
tratados.
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en el derecho romano, del que se extrajo en forma de
la conocida nUlxima pacta. tcrtUs tlce 1IOeOtlt tlce prosutlt,
los acuerdos no imponen obligaciones ni confieren de­
recho a terceros, Sin embargo, en derecho internacional,
la justificación de esta norma no l'aJica simplemente
en ese concepto general del derecho contractual, sino
en la soberanía y la independencia de los Estados. Hay
muchas pruebas del reconocimiento de esta norma en
la práctica de los Estados y en las decisiones de los
trib\1tlales inter1mcionales, así como en los escritos de
los tratadistas. En el asunto de los Itlterescs alemaJlC's
en la. Alta. Siles:a. Polaca.~'" la Corte Permanente dijo
que "un tratado sólo crea derecho entre los Estados
que son parte en él; en caso de duda, no puede dedu~

cirse de él ningttn derecho en favor de terceros
Estados".

2) Obligaciot/,·s. Los tribunales internacionales han
sostenido con extl'nordinaria firmeza que, en principio,
los tratados, bilaterales 9 multilaterales, ni imponen
obligaciones a Estados que· no son parte en ellos, ni
modifican en moüo alguno sus derechos legítimos sin
su consentimiento. En el caso de la Isla. de Palmas2r.,
refiriéndose al supuesto reconocimiento de los títulos
de España con respecto a la isla en tratados celebrados
por este país con otros Estados, el magistrado Huber
dijo lo siguiente: "Además, parece evidente que los
tratados concertados por España con terceras Potencias
en los que se reconocía su soberanía sobre las Filipinas
no podían obligar a los Países Bajos"~6. En otro pasaje
dijo lo siguient~7: "Cualquiera que sea el verdadero
sentido de un tratado, no se 10 puede interpretar en
el sentido de que dispone de les derechos de terceras
Potencias independientes"; y en un tercer pasaje28

destacó que "el título imperfecto de los Países Bajos
no pudo haber sido modificado por un tratado firmado
entre terceras Potencias". En resumen, los tratados
concertados por España con otros terceros Estados eran
nlsillter alios acta que, en cuanto tratados, no podían
obligar en modo alguno a los Países Bajos. En el
asunto de las Zonas Francas da la Alta. Sabo}'a. y del
distrito de Ge;r29, se trataba de 1111 importante tratado
multilateral, del Tratado de Paz de Versalles, y la Corte
Permanente sostuvo que el artículo 435 del Tratado
"no obliga a Suiza, que no eS parte en el Tratado,
más que en la medilJa en que este país 10 haya acep­
tado". Análogamente, en el asunto de la Comisión
Internacional del Ode,':io, la Corte Permanente se negó
a considerar un tratado multilateral general, el Con­
venio de Barcelona de 1921 sobre el régimen de las
....ías navegables de interés internacional, como obliga­
torio para Polonia, que no era parte en el Tratado.
Esa misma fue la posición adoptada por la Corte Per­
manente en el asunto de la Carelia Oriental31 con res­
pecto al Pacto de la Sociedad de las Naciones.

3) Derechos. También pueden encontrarse ejemplos
de la aplicación de esta norma a derechos substan-

24P.C.I.J. (1926), Serie A No. 7, pág. 29.
25 Report 01 lllternatio/U;! Arbitral Awards (1928), Voi. n,

pág. 831.
:..'ti lbid., pág. 850.
27 lbid., pág. 842.
28 lbid., pág. 870.
29 P.C.U. (1932) Series A/B, No. 46., pág. 141; Ibid. (1929),

Serie A, No. 22, pág. 17.
30 lbid. (1929), Serie A, No. 23, págs. 19 a 2~.

3l lbid. (1923), Serie B, No. 5, págs. 27 y 28; d. el asunto
un tanto especial del I/lcidente aéreo de 27 de julio de 1955
(l.C.!. Reports 1959, pág. 138).



tivos en la jurisprudencia de los tribunales arbitrales.
En el laudo sobre el asunto de la Isla de Clippcrto'I:l2

el árbitro sostuvo que México no tenia derecho a in­
vocar en contra de Francia la disposición del Acta
de Berlín de 1885 que e.xigia la notificación d~ toda
ocupación de territorio, entre otras cosas, basandose
en que México no era signatario de esa Acta., E!l el
asunto de los Bosques del Ródopr CelltralSS, el arbItro,
si bien reconoció que la reclamación de Grecia estaba
bien fundada a tenor de la disposición del Tratado de
Neuilly, dijo que:

/(... hasta la entrada en vigor del Tratado de
Neuilly el Gobierno helénico, 110 siendo signatario
del Tratado de COllstantinopla, 110 tenía base jurídica
pam hacer una reclamación apoyada en las estipu­
laciones materiales de este Tratado"S4.
4) La cuestión de saber si la llorma pacta tertiis tlCC

'IOCC'lt "cc pros/mt admit~ ,alguna excep~ión en de~e~h~
internacional es una cuestIon controvertIble que ongmo
diverO'encias en la Comisión. Los miembros estuvieron
compietamente de acuerdo en que no cabe excepción
alguna en el caso de las obligaciones; un tratado nunca
crea por sí mismo obligaciones para los Estados que
no sean parte en él. La divergencia radicab~ e!l la
cuestión de saber si un tratado confiere por SI mIsmo
derechos a un Estado que no sea parte en él. Un grupo
de miembros estimaba que, si las partes lo quieren, un
tratado puede tener ese efecto aunque el Estado que
no sea parte no está obligado, desde .luego, a a~eptar

o ejercer el derecho. Otro grupo de nuembros estImaba
que no existe en realidad derecho en favor del Estado
que no sea parte, sino cuando éste lo acepte y sólo
desde ese momento. L1. Comisión consiguió llegar a
UI1 acuerdo sobre una formulación del articulo 60, según
la cual una disposición de un tratado podrá dar origen
a un derecho para un Estado que no sea parte en el
tratado, si ese Estado consiente expresa o tácitamente
en ello. Esta cuestión se estudia más a fondo en el co­
mentario al artículo 60 y sólo se menciona aquí porque
la diverO"encia en el seno de la Comisión sobre este
c.'Ctremo~ hizo más dificil la redacción del presente
artículo. Un grupo de miembros habría preferido con­
dicionar en el presente artículo la afirmación general
de la norma pacta tertiis con la cláusula "salvo lo dis­
puesto en el artículo 60"., Sin embarg~, otro ~rt~po
estimó que con ello el articulo 60 habna constItUIdo
una verdadera excepción a la norma y dado a entender,
por consiguiente, que, en determinados casos, un tra­
tado puede crear por sí mismo un derecho en favor
de un Estado que no sea parte en él. La solución alcan­
zada para preservar el equilibrio entre los respectivos
pareceres doctrinales consistió en encabezar el pre~el~te

artículo del modo siguiente: "Norma general que hnuta
los efectos de los tratados a las partes", indicando de
ese modo que existen ot~as nor~nas en los ~rtículos
siguientes, pero sin espeCIficar SI deben conSiderarse
o no como excepciones a la normal general. Por ra­
zones puramente lógicas, se agregaron al final del ar­
tículo las palabras "sin el consentimiento de este
último", ya que tanto el artíct~lo. 59 como el 60 men­
cionan el elemento del consentl11uento y preservan por
consiguiente la posición del Estado que no sea parte
en cuanto a la negativa a aceptar la obligación o el
derecho.

32 Repo-rts 01 bJtenlati01lal Arbitral Awards (1931), Vol.
lI, pág. 1105.

33 [bid. (1933), Vol. IlI, pág. 1405.
34 [bid., pág. 1417.
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Articulo 59

Tratados que prevén obligaciones para terceros
Estados

Una disposición de un tratado podrá dar origen
a una obligación para un Estado que no sea parte
en el mismo, si las partes tienen la intención me­
diante tal disposición, de establecerla y ese Estado
consiente expresamente en contraerla.

COllumtal'io

1) L'l norma fundamental enunciada en el articulo
auterior es que las partes en un tratado no pueden
imponer una obligación a un tercer Estado sin su con­
sentimiento. Esta norma es t1l10 de los baluartes de la
independencia y la igualdad de los Estados, y el pre­
sente articulo no se desvía de ella. Antes al contrario,
especifica que, para que un Estado quede obligado por
una disposición contenida en un tratado en el cual no
es parte, es necesario siempre su consentimiento. Según
el articulo, se han de cumplir dos condiciones para que
un tercero pueda quedar obligado: primero, las partes
en el tratado han de haber tenido la intención de crear
mediante esa disposición una obligación para ese tercer
Estado; y, segundo. el tercer Estado ha de haber acep­
tado expresamente la obligación. La Comisión reconoció
que, cuando se cumplen estas condiciones, en realidad
hay un segundo acuerdo colateral entre las partes en
el tratado, de una parte, y el tercer Estado de otra, y
que la verdadera base jurídica de la obligación de este
último no es el propio tratado sino el acuerdo colateral.
No obstante, aun cuando la cuestión se enfoque de este
modo, se trata, con todo, de un caso en que una dis­
posición de un tratado concertado entre ciertos Estados
obliga directamente a otro Estado que no es y no llega
a ser parte en el tratado.

2) Un ejemplo de la aplicación de este articulo es
la interpretación del artículo 435 del Tratado de Ver­
salles que dio la Corte Permanente en el asunto de
las Zonas Frallcas%. En dicho articulo, las partes en
el Tratado de Versalles hicieron constar que ciertas
estipulaciones de tratados, convenciones y declaraciones
y otras actas suplementarias concertadas a la termi­
nación de las guerras napoleónicas con respecto a la
zona neutralizada de Sabaya "no responden ya a las
circunstancias actuales"; se dieron por enteradas de un
convenio ajustado entre los Gobiernos de Francia y
Suiza para la abrogación de las estipulaciones relativas
a esta zona y añadieron que estas estipulaciolles "están
y continúan derogadas". Suiza no era parte en el Tra­
tado de Versalles, pero <'1 texto del articulo se le había
comunicado antes de la conclusión del Tratado. Ade­
más, el Consejo Federal suizo había dirigido una nota36

al Gobierno francés informándole de que Suiza consi­
deraba posible dar su "aquiescencia" al artículo 435,
pero con ciertas condiciones. Una de estas condiciones
era 'lite el Consejo Federal formulaba las reservas más
explícitas en cuanto a la declaración de que. las dispo­
siciones de los antiguos tratados, convenCIOnes, etc.,
ya no respondían a las circunstancias actuales, y de­
claraba que no deseaba que su aceptación del artículo
llevase El la conclusión de que consentiría en la supre­
sión del régimen de las zonas francas. Francia sostuvo
ante la Corte que las disposiciones de los antiguos tra-

35 p.e.u. (1929), Serie ANo. 22, págs. 17 y 18; ibid. (1932),
Series AIB, No. 46, pág. 141.

36 El texto de la parte pertinente de esta nota se agregó
como anexo al artículo 435 del Tratado de VersaIles.



tados) convenciones, etc" relativas a las zonas francas
habían sido derogadas por el articulo 435. Al rechazar
esta tesis, la Corte señaló que Suiza no había aceptado
aquella parte del articulo 435 en la que se declaraba
que el régimen de las zonas francas era anticuado y
quedaba derogado:

"Por cuanto, en todo caso, el articulo 435 del
Tratado de Versalles no obliga a Suiza, que no es
parte en ese tratado) más que en la medida en que
este país 10 haya aceptado; como esta medida se
determina en la nota del Consejo Federal suizo de
fecha 5 de mayo de 1919, un extracto de la cual cons­
tituye el anexo 1 a este articulo; como mediante
este acto y sólo mediante él, el Gobierno suizo ha
"accedido" a la inclusión de las disposiciones del
articulo 435, a saber) "con sujeción a las condiciones
y reservas" que se establecen en dicha nota."
3) Durante las deliberaciones) algunos miembros se

refirieron a las disposiciones de un tratado impuesto a
un Estado agresor y plantearon la cuestión de la apli­
cación del presente artículo a dichas disposiciones. La
Comisión reconoció que éstas no quedaban compren­
didas dentro del principio enunciado en el presente
artículo, sino dentro de la cuestión de las sanciones
por violación del derecho internacional. Al mismo
tiempo, señaló que el artículo 36, que prevé la nulidad
de todo tratado cuya celebración se obtuviere por la
amenaza o el uso de la fuerza, se limita a los casos
en que hay amenaza o uso de la fuerza "con violación
de los principios de la Carta de las Naciones Unidas".
La disposición de un tratado impuesto a un Estado
agresor que no es parte en dicho tratado no infringiría
el artículo 36.

Artículo 60

Tratados que prevén derechos para terceros Estados

1. Una disposición de un tratado podrá dar
origen a un derecho en favor de un Estado que no
sea parte en el mismo: a) si las partes tienen la
intención de que la disposición confiera tal derecho
a ese Estado, a un grupo de Estados al que per­
tenezca ese Estado, o a todos los Estados, y b) si
ese Estado consiente expresa o tácitamente.

2. El Estado que ejerciere un derecho en virtud
del párrafo 1 estará obligado a cumplir las condi­
ciones que para su ejercicio se estipulen en el tra­
tado o se establezcan de conformidad con el mismo.

Comentario

1) Este artículo se refiere a la cuestión de los de­
rechos y formula las condiciones en que un Estado
puede hacer valer una disposición de un tratado en
el cual no es parte. La cuestión de los derechos, como
ya se explica en el Comentario al artículo 58, es más
discutible que la cuestión de las obligaciones. Esto se
debe a que la necesidad del consentimiento del tercer
Estado se presenta en el caso de las obligaciones bajo
un aspecto ligeramente distinto. Las partes en un tra­
tado no pueden, lógicamente, imponer un derecho a un
tercer Estado porque un derecho, aun cuando se haya
concedido efectivamente, siempre puede rechazarse o
ser objeto de renuncia. Por consiguiente, en el presente
artículo no se trata de saber si se requiere el consenti­
miento á-:1 tercer Estado para protegerle contra cual­
quier menoscabo de su independencia, sino de averiguar
si su "aceptación" de las disposiciones es o no una
condición esencial para la creación del derecho.
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2) Ln Comisión señaló que la práctica relativa a los
tratados ofrece un nítmero bastante apreciable de tra­
tados que contienen estipulaciones en favor de terceros
Estados. En algunos casos, la estipulación se hace en
favor de determinados Estados como, por ejemplo, las
disposiciones que figuran en el Tratado de Versalles
en favor de Dinamarca37 y de Suiza38• En algunos
casos, la estipulación se hace en favor de un grupo
de Estados, como en las disposiciones de los Tratados
de Paz que se firmaron después de las dos guerras
mundiales y en las que se estipulaba que los Estados
vencidos deberían renunciar l\ hacer valer toda recla­
mación que resultase directamente de la guerra en
favor de determinados Estados que no eran parte en
los tratados31l• Otro caso es el Artículo 35 de la Carta
de las Naciones Unidas que estipula que los países
que no son miembros de las Naciones Unidas podrán
llevar cualquier controversia a la atención del Consejo
de Seguridad o de la Asamblea General. Además, en
los Acuerdos relativos al, Mandato y a la Administra­
ción Fiduciaria figuran disposiciones en las que se
estipulan ciertos derechos en favor, respectivamente,
de miembros de la Sociedad de Naciones y de las
Naciones Unidas, aun cuando en estos cc'\sos las esti­
pulaciones tengan un carácter especial, ya que las efec­
túa un miembro de una organización internacional
en favor de los demás miembros"o. En otros casos, la
estipulación se efectúa en favor de los Estados en ge­
neral, Como en las disposiciones relativas a la libertad
de navegación en algunos ríos internacionales a través
de determinados canales y estrechos marítimos.

3) Varios tratadistas"!, entre ellos los autores de
los dos principales manuales sobre el derecho de los
tratados, sostienen que un tratado no puede crear por
sí mismo un verdadero derecho en favor de un tercer
Estado. En términos generales, estos autores opinan
que, si bien un tratado puede ciertamente conferir, por
intención expresa o por sus efectos incidentales, un
beneficio a un tercer Estado, este último sólo puede
adquirir un derecho mediante alguna forma de acuerdo
colateral entre él y las partes en el tratado. En otros
términos, sostienen que sólo s.e creará un derecho
cuando la disposición del tratado tenga por objeto
ofrecer un derecho al tercer Estado, ofrecimiento que
este último ha aceptado. De igual modo, a juicio de
esos autores huelga decir que, en ausencia de tal acuerdo
colateral, las partes en un tratado se hallan en completa
libertad, sin necesidad de obtener el consentimiento
del tercer Estado, para derogar o modificar la dispo­
sición que crea el beneficio en su favor. Opinan que
ni la práctica seguida por los Estados, ni los dictámenes
de la Corte Permanente en el asunto de las Zonas
Fra.ncas42 aportan ninguna prueba clara de que la ins­
titucióri de la "stipulation pottr autrui" está reconocida
en derecho internacional.

37 Artículo 109 del Tratado de Versalles.
38 Artículos 358 y 374 del Tratado de Versalles.
31lVéase E. ]iménez de Aréchaga, "Treaty Stiplllatiolls ill

favor of Tllird States", American JOltrual of Intertlatiollal Law,
vol. 50 (1956), pág. 355.

40 Véase el asunto de Alrica S1ldoccidental (l.C.!. Reports
1962, págs. 329 a 331 y pág. 410); y el asunto del Camertíll
septelltriollal (l.C.!. Reports 1963, pág. 29).

41 Por ejemplo, Ch. Rousscau, Prillcipes géllérau~ du droit
illtenzatiollal Pllblic (1944), págs. 468 a 477; Lord McNair,
Law of Treaties (1961), págs. 309 a 312; L.A. Podesta Costa,
iJfa1Hlal de Derecho /llteruaciollal Público, párr. 157; G. Sal­
violi, "Les regles géllérales de la Pai:r", Recueil des Cours de
l'Académie de droit illterllatiollal, vol. 46, (1933), págs. 29 y 30.

42 P.C.!.J. (1932), Series A/B No. 46, pág. 147.



4) Otro grupo de auto:es43, entre los que se hallan
los tres anteriores Relator~s Especiales que presenta­
ron informes sobre el derecho de los tratados, adopta
una posición totalmente distinta. En términos generales,
la opinión de estos autores es que en derecho interna­
cional no hay nada que impida a dos o más Estados
crear efectivamente un derecho en favor de otro Estado
mediante un tratado, si ésa es su intención i y que en
tal caso lo que importa siempre es la intención de las
partes al concertar el tratado. Seg(m esos autores, se
ha de trazar una distinción entre un tratado en el cual
la intención de las partes es simplemente conferir un
beneficio a un tercer Estado y un trntado en el cual
su intención es investirle de un verdadero derecho.
En este último caso, estos autores afirman que el tercer
Estado adquiere jurídicamente un derecho a invocar
directamente y en su propio nombre la disposición por
la que se confiere el beneficio y no necesita conseguir
la ayuda de una de las partes en el tratado para obtener
la ejecución de la disposición. A su juicio, este derecho
no está condicionado a ningún acto concreto de acep­
tación por parte del otro Estado - a ningún acuerdo
colateral entre él y las partes en el tratado. Estos au­
tores sostienen que en conjunto la práctica actual rela­
tiva a los tratados confirma que en derecho interna­
cional se reconoce el principio de que un tratado puede
conferir un derecho reivindicable a un Estado que no
es parte en ese tratado. También, según esos autores,
autorizan a mantener esta opinión el informe presen-­
tado por el Comité de Juristas al Consejo de la Socie­
dad de las Naciones sobre el Asunto de las Islas Alandu
y, más concretamente, el fallo de la Corte Permanente
de Justicia de 1932 sobre el asunto de las ZotUlS Francas,
en el que dijo:

"No cabe presumir a la ligera que las estipula­
ciones favorables a un tercer E,<¡tado se han adoptado
con el objeto de crear en su favor un verdadero
derecho. Nada impide, sin embargo, que la voluntad
de Estados soberanos tenga este objeto y este efecto.
La existencia de un derecho adquirido en virtud de
un instrumento concertado entre otros Estados es
pues una cuestión que ha de decidirse en cada caso
particular: habrá de determinarse si los Estados que
han estipulado en favor de un tercer Estado se han
propuesto crear en su favor un verdadero derecho,
que este último ha aceptado como tal."45
S) Como se indica en el comentario al artículo 58,

estaba dividida la opinión de la Comisión sobre el par-

4,3 Por ejemplo, ]. L. Brierly, Law of Nati01IS (5a edición,
1955) págs. 251 y 252; Sir Hersh Lauterpacht, Developtnttlt
of Inti.'rnatiotlal LCl'II) by the Internatiolla/ COllrt (1958), págs.
306 a 310; Sir Gerald Fitzmaurice, QUitlto Illforme sobre el
Derecho d~ los Tra.tados, Anllario de la Comisiót~ de Derecho
bltertIGcional (1%0), vol. n, págs. 80 y 101 a 103; E. ]iménez
de Aréchaga, "Treaty Stipulatiotls in favor of Third States",
American Jounlal of Interllational Law, vol. 50 (1956), págs.
358 a 387; Harvard Law School, Researcil i,~ IntertlatiotIGl
Law. Parte III, LCl'Il! of Tr~ati~s, págs. 924 a 937¡ A.].I.L. vol.
29, Suplemento (1935); M. Lachs, "Le dévc10PPCtllCtlt et li.'s
fonctiotls des traitü inttrnationalt:r", Recltcil des C01trs de
l'Académie de droit int~rnational, tomo 92 (1937), págs. 313
y 314.

•• Sociedad de las Naciones, Official JOllrtlal, Suplemento
Especial No. 3 (octubre de 1920), pág. 18; véase también
Harvard Law School, R~s~arch in Itlternational Law, Parte
IlI, Law of Treaties, págs. 927 y 928, A.].r.L., vol 29, Suple­
mento (1935) .

• 11 P.C.U. (1932), Series A/B No. 46, págs. 147 y 148; sin
embargo, durante el examen del asunto, tres jueces discreparon
expresamente de la opinión de que una estipulación a favor de
un Estado que no sea parte en el tratado no puede conceder
por sí misma un verdadero derecho a ese Estado.
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titular. Algunos miembros compartían en general las
opiniones del primer grupo de autores, enunciadas en
el párrafo 3, mientras que otros miembros compartían
en general las opiniones del segundo grupo, enunciadas
en el párrafo 4. La Comisión, no obstante, llegó a la
conclusión de que la divergencia de opiniones entre
sus miembros tenía ante todo un carácter doctrinal y
que las dos doctrinas antagónicas no diferían mucho
en el fondo en cuanto a sus efectos prácticos. Los dos
grupos consideraban que la disposición de un tratado
puede ser medio suficiente para establecer un derecho
a favor de un tercer Estado y que el tercer Estado
puede aceptar o rechazar el derecho, según considere
oportuno. L'\ diferencia estriba en que, según el primer
grupo, la disposición del tratado no es más que una
oferta de derecho hasta que el Estado beneficiario ma­
nifieste de algún modo que acepta el derecho, mientras
que según el otro grupo el derecho se crea inmedia­
tamente y subsiste, a no ser que lo rechace el Estado
beneficiario, hasta que renuncie a él. El primer grupo,
por otra parte, reconocía que la aceptación de un de­
recho por un tercer Estado, a diferencia de la acep­
tación de una obligación, no tenía que ser expresa sino
que podía darse en forma de mero ejercicio del derecho
ofrecido en el tratado. Además, el segundo grupo, por
su parte, reconocía que la renuncia a lo que consideraba
como un derecho ya existente no debía ser expresa
y que podía en algunos casos efectuarse tácitamente
por no ejercitarse el derecho. Por consiguiente, la Co­
misión estimó que las dos doctrinas darían en la
práctica el mismo resultado en casi todos los casos.
Tampoco consideró la Comisión que las diferencias doc­
trinales llevarían necesariamente a conclusiones dife­
rentes en cuanto al derecho de las partes en el tratado
a derogar o modificar las disposiciones referentes al
derecho. Por el contrario, la opinión unánime fue que,
en tanto el Estado beneficiario no manifestara su con­
sentimiento en la concesión del derecho, las partes
podrían derogar o modificar libremente las disposi­
ciones sin su consentimiento i y que, posteriormente,
su consentimiento sería siempre necesario a no ser que
se desprendiera del tratac,o que se tenía la intención
de que la disposición fuera revocable. Considerando
que probablemente las dos doctrinas sólo producirían
resultados distintos en circunstancias muy excepcio­
nales·6, la Comisión decidió dar al artículo una forma
neutra que respondiera a las necesidades de la práctica
de los Estados, sin prejuzgar la base doctrinal de la
norma.

6) En el párrafo 1 se establece, por consiguiente,
que una disposición de un tratado podrá dar origen
a un derecho para un Estado que no sea parte en el
tratado, con dos condiciones. En primer lugar, las
partes deben tener la intención de que la disposición
confiera el derecho, ya sea a un Estado determinado,
a un grupo de Estados al que pertenezca ese Estado,
ya sea a los Estados en general. La intención de con­
ceder el derecho es de fundamental importancia, ya
que únicamente cuando las partes tienen esa intención
puede la disposición dar origen a un verdadero derecho,
distinto de un simple beneficio. Ya se han mencionado
en el párrafo 2 ejemplos de estipulaciones en favor

.6 Véase, por ejemplo, la controversia entre el Departamento
de Estado y el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos
sobre si el Tratado de Paz con Finlandia permitía efectiva­
mente a los Estados Unidos prevalerse de la renuncia a recla­
maciones por parte de Finlandia; E. ]iménez de Aréchaga,
"Treaty Stipl41atiolls in favor of Tllird States", Am"icon lour­
tlal of Internatiollol Law (1956), pág. 355.



de Estados aisladosJ de grupos de Estados o de los
Estados en general. L"l segunda condición es el con­
sentimiento expreso o tácito del Estado beneficiario.
Se ha redactado la condición en el tiempo presente,
IIsi ese Estado consiente expresa o tácitamenteH con
la intención de no zanjar la cuestión doctrinal de deter­
minar si, desde un punto de vista jurídico, lo que
crea el derecho es el tratado o bien el acto de acep­
tación del Estado beneficiario. Según unos autoresJ

como se ha explicado ya, el consentimiento del bene­
ficiario previsto, aunque pueda deducirse implícitamente
del ejercicio del derecho, constituye la lIaceptación"
de la oferta que han hecho las partes; según otro
grupo de autores, el consentimiento sólo tiene trascen­
dencia como indicación de que el derecho no ha sido
rechazado por el beneficiario.

7) El párrafo 2 especifica simplemente que un Estado
beneficiario debe, al ejercer el derecho, cumplir las
condiciones que para su ejercicio se estipulen en el
tratado o Se establezcan de conformidad con el mismo.
Con las palabras 110 se establezcan de conformidad con
el mismo" se tiene en cuenta el hecho de que, a me­
nudo, se establecen 'las condiciones para el ejercicio
del derecho en un instrumento complementario y que,
en algunos casos las establece unilateralmente una de
las partes. Por ejemplo, en el caso de una disposición
que permita la libre navegación por un río o una vía
marítima internacionales, el Estado territorial tiene, en
virtud de su soberanía, el derecho de fijar las condi­
ciones pertinentes para el ejercicio del derecho, siempre
que, por supuesto, esas condiciones sean conform~s a
las obligaciones que le corresponden de conformIdad
con el tratado.

Articulo 61

Revocaci6n o modificaci6n de las disposiciones
relativas a obligaciones o derechos de terceros
Estados

Cuando, según lo previsto en los artículos 55 y
60, una disposición de un tratado haya dado origen
a una obligación o a un derecho para un Estado
que no sea parte en el mismo, dicha disposición
sólo podrá revocarse o modificarse con el consenti­
miento de ese Estado, a menos que del tratado no
se deduzca que la disposición fuese revocable.

emnentario

1) El artículo 61 trata de la situación de las partes
en un tratado con respecto 8. la revocación o modi­
fkación de una disposición destinada a dar origen a
una obligación o derecho para un Estado que no sea
parte en el tratado. La Comisión, según se ha dicho
ya en el párrafo 5) del comentario al artículo anterior,
opinó unánimemente que, en lo que atañe a los de­
rechos, las partes tienen la libertad de revocar o modi­
ficar la disposición en cualquier momento que preceda
a la manifestación de asentimiento por el Estado bene­
ficiario' mientras que, después de ese momento, sólo, . . .
pueden hacerlo con su consentImIento, a menos que
del tratado se desprenda que la disposición estaba
destinada a ser revocable. La Comisión estimó que esta
misma norma debía aplicarse en 10 que atañe a las
obligaciones. Aun cuando el Estado beneficiario no
tendrá normalmente interés alguno en oponerse a la
revocación de una disposición que le somete a una
obligación, puede ser que no siempre ocurra así; y,
por supuesto, su consentimiento es necesario para cual-
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quier modificación de una disposición en virtud de la
cual haya aceptado contraer una obligación.

2) Por consiguiente, el artículo establece que,
cuando segím lo previsto en los artículos 59 y 60,
un Estado que no sea parte en un tratado haya acep­
tado una obligación o derecho, dicha disposición sólo
podrá revocarse o modificarse con el consentimiento
de ese Estado, a no ser que del tratado se deduzca que
las partes han tenido la intención de que la disposición
sea revocable. De este modo, el artículo establece tam­
bién implícitamente que con anterioridad a dicho asen­
timiento la disposición puede revocarse o modificarse
por el solo acuerdo entre las partes. La Comisión reco­
noció que el carácter revocable de la disposición puede
desprenderse asimismo de transacciones llevadas a
efecto entre las partes yel Estado beneficiario. No obs­
tante, estimó que este caso supondría un acuerdo entre
las partes y el beneficiario y que no existía razón para
mencionarlo en el presen,te artículo.

Articulo 62
Normas de un tratado que llegan a ser general­

mente obligatorias en virtud de la formación de
una costumbre internacional

Las disposiciones de los artículos 58 a 60 no
impedirán que las normas establecidas en un tra­
tado lleguen a ser obligatorias para terceros Esta­
dos si se hubieren convertido en normas consue­
tudinarias de derecho internacional.

eonzentario

1) Está reconocida la función que desempeña a veces
la costumbre para extender la aplicación de normas que
figuran en un tratado más allá del ámbito de los Estados
contratantes. Un tratado concertado entre determinados
Estados puede enunciar una norma o establecer un
régimen territorial, fluvial o marítimo, que con pos­
terioridad llegue a ser aceptado con carácter general
por otros Estados con el carácter de norma de derecho
internacional consuetudinario, como, por ejemplo, las
Convenciones de La Haya sobre las reglas de la guerra
terrestre47, los acuerdos para la neutralización de Suiza
y diversos tratados relativos a ríos internacionales y
vías navegables marítimas. Por otra parte, un tratado
multilateral, que formule nuevas normas generales de
derecho internacional y que haya sido concertado entre
un gran número de Estados, puede ser ratificado sólo
por algunos de los Estados que participaron en su
negociación y, sin embargo, llegar a ser aceptado con
carácter general como tratado que enuncia normas de
derecho consuetudinario. Asimismo, una convención
codificadora que tienda a afirmar unas normas de
derecho consuetudinario ya existentes puede llegar a
considerarse como la formulación aceptada general­
mente de las normas consuetudinarias de que se trate,
incluso por Estados que no sean parte en la Convención.

2) Sin embargo, no puede decirse con propiedad
en ninguno de estos casos que el tratado mismo tenga
efectos jurídicos para los Estados que no sean parte.
Se trata de casos en los cuales, sin establecer relación
alguna convencional entre ellos y las partes en el tra­
tado, otros Estados reconocen las normas enunciadas
en un tratado como normas obligatorias de derecho
consuetudinario. En suma, para esos Estados la fuente

47 Según el Tribunal Militar Internacional de Nuremberg
esas convenciones enuncian normas que han Negado a ser normas
de derecho consuetudinario generalmente obligatorias.



de la fuerza obligatoria de las normas es la costumbre
y no el tratado. Por esta razón, la Comisión no creyó
que debía incluirse este proceso en el proyecto de
artículos como un ejemplo de tratado que tiene efectos
jurídicos para terceros Estados. Por consiguiente, no
se redactó ninguna disposición concreta concerniente
a la intervención de la costumbre para extender la
aplicación de las normas convencionales más allá de
los propios Estados contratantes. Por otra parte, habida
cuenta de la importancia de este proceso y de la natu­
raleza de las disposiciones que aparecen en los artículos
58 a 60, decidió incluir en el presente artículo una
reserva general, expresando que nada de cuanto se
dispone en dichos artículos impide que las normas con­
vencionales sean obligatorias para los Estados que no
sean parte en caso de que se hayan convertido en nor­
mas de derecho consuetudinario.

3) En relación con el estudio del artículo 59 y del
presente artículo. la Comisión examinó si los tratados
que crean los denominados "re~ímenes objetivos". o
sea, obligaciones y derechos válidos erga. OfitneS, han
de estudiarse separadamente como caso especial de
tratados que surten efectos para terceros Estados48.
Algunos miembros de la Comisión se mostraron par­
tidarios de este procedimiento y opinaron que el con­
cepto de los tratados que crean regímenes objetivos
existe en derecho internacional y merece un trato espe­
cial en el proyecto de artículo. A su juicio, los ins­
trumentos que corresponden a este concepto son los
tratados de neutralización o desmilitarización de deter­
minados territorios o zonas y los tratados que establecen
la libertad de navegación en los ríos internacionales o
en las vías marítimas; citaron como ejemplo reciente
de tratado de este tipo el Tratado Antártico49. No
obstante, otros miembros, si bien reconocieron que en
ciertos casos los derechos y obligaciones convencionales
pueden llegar a ser válidos erga omnes, no juzgaron
que esos casos fuesen consecuencia de cualquier con­
cepto o institución especial del derecho de los tratados.
Estimaron que dichos casos tenían su origen en la
aplicación del principio enunciado en el artículo 59
o en el hecho de que una costumbre internacional que­
dara implantada en un tratado siguiendo el proceso
que es objeto de la reserva que figura en el presente
artículo. Puesto que la teoría de los tratados que crean
regímenes objetivos es controvertida y su aceptación
por los Estados es un tanto dudosa, la Comisión con­
cluyó que sería prematuro reconocer en la etapa actual
de desarrollo de las relaciones internacionales que di­
chos tratados surten efectos jurídicos especiales para
los Estados que no sean parte en ellos. La Comisión
consideró que el artícdo 60 que contempla los tratados
en que las partes tienen intención de crear derechos
en favor de todos los Estados, junto con el procedi­
miento citado en el presente artículo, proporcionan
un jiundamento jurídico para establecer obligaciones y
derechos convencionales válidos erga omnes que, si bien
es menos de 10 que algunos miembros de la Comisión
estimaban adecuado, va tan lejos como los Estados

48 Véase, en general, el Quinto Informe de Sir Gerald Fitz­
maurice sobre el Derecho de los Tratados, Anuario dI! la Co­
lIIisió,~ dI! Derecho Internacional, 1960, vol. II, págs. 67 a 106;
y el Tercer Informe de Sir H. Waldock, A/CN.4/167, artículo
63 y Comentario.

49 Véase también Lord McNair, Law oi Treaties (1961),
Capítulo XIV; Ch. Rousseau, Principes géltéraux dI' droit
illternational public (1948), págs. 462 a 464 y 477 a 484;
M. Lachs, Le développement et les fonctions des traités inter­
nationalt.t", Reclleil des Coltrs de l'Académie de droii in.terna­
tional, vol. 92, 1957, págs. 315 a 317.

estarán probablemente dispuestos a admitir. Por con­
siguiente, la Comisión decidió no formular ninguna dis­
posición especial sobre los tratados que crean los llama­
dos regímenes objetivos.

Articulo 63

Aplicación de tratados que contienen disposiciones
incompatibles

1. Salvo 10 dispuesto en el Artículo 103 de la
Carta de las Naciones Unidas, las obligaciones de
los Estados que sean partes en tratados, cuyas
disposiciones sean incompatibles, se determinarán
como se estipula en los párrafos siguientes.

2. Cuando un tratado disponga su subordina­
ción o compatibilidad respecto a otro, anterior o
posterior, prevalecerán las disposiciones de este
último.

3. Cuando todas las partes en un tratado cele­
bren posteriormente otro sobre la misma materia
y el tratado anterior no quedare extinguido en
virtud del artículo 41 del presente proyecto, este
último sólo se aplicará en la medida en que sus
disposiciones no sean incompatibles con las del
tratado posterior.

4. Cuando las disposiciones de dos tratados sean
incompatibles entre sí y las partes en el primer
tratado no sean todas partes en el segundo, en las
relaciones entre:

a) Los Estados partes en ambos tratados, se
aplicará la misma norma que en el párrafo 3;

b) Un Estado parte en ambos tratados y un
Estado que sólo sea parte en el tratado anterior,
se aplicará el tratado anterior;

c) Un Estado parte en ambos tratados y un
Estado que sólo sea parte en el tratado posterior,
se aplicará el tratado posterior.

5. El párrafo 4 no prejuzga la responsabilidad
en que puede incurrir un Estado por el hecho de
celebrar o aplicar un tratado cuyas disposiciones
fuesen incompatibles con las obligaciones con­
traídas co.u un tercer Estado, en virtud de otro
tratado.

Comentario

1) La cuestión del conflicto entre disposiciones in­
compatibles de tratados sucesivos fue examinada por
Sir Hersch Lauterpacht en sucesivos informes en 195350

y 195451 al estudiar la validez de los tratados, y tam­
bién por Sir Gerald Fitzmaurice, dentro del mismo
contexto, en su tercer informe52 presentado "n 1958.
El actual Relator Especial examinó también este pro­
blema al estudiar el tema de la "validez" en su segundo
informe58 que presentó a la Comisión en 1963 pero en
ese informe sugirió que sería preferible exami~ar dicho
prob~ema dentro del contexto de la "aplicación" de los
tratados y la Comisión, sin prejuzgar en modo alguno
su posición con respecto a este punto, decidió aplazar
el examen de esta cuestión hasta el presente período de
sesiones54•

50 Yearbook 01 the International Law Commission. 1953
vol. lI, pág. 156 (texto español en A/CN.4/63). ' ,

51 Ibid., 1954, vol. lI, pág. 133 (texto español en A/CN.4/87).
52 Anuario de la Comisión d-e Derecho Internacional, 1958,

vol. n, págs. 28 y 44.
58 A/CN.4/156, artículo 14 y comentaría.
64 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimocttrlJo

período de sesiones, Suplemento No. 9 (A/5509), párr. 15.
Véanse también los debates de las 68Sa., 687a. r 703a. se~i9ne~,
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2) Uno de los casos que se presentan es aquel en
que las partes en un tratado posterior no comprenden
a todas las partes en el tratado anterior con el cual las
disposiciones del tratado posterior son incompatibles.
El parecer de la mayoría de los miembros de la
Comisión que participaron en el debate en 1963 fue
que, salvo el caso de conflicto con una norma de jttS
cogcns, que es \''1 principio distinto que se rige por las
disposiciones de los articulos 37 y 45 de la Parte H,
el hecho de que un tratado sea incompatible con las
disposiciones de un tratado anterior, obligatorio para
algunas de sus partes, no quita validez al tratado
posterior; y de que, en consecuencia, este caso plantea
principa.lmente cuestiones de prioridad de aplicación y
de responsabilidad del Estado. Sin embargo, algunos
miembros, aunque admitieron que así era en general,
no estaban convencidos de que lo fuera necesariamente
en todos los casos. En particular, esos miembros ex­
presaron dudas en cuanto a la validez de un tratado
que sea incompatible con un tratado anterior por el
cual se neutralice o desmilitarice un territorio o que
entrañe una solución política de importancia general.
Durante el debate se aludió además a: 1) las cláusulas
que figuran en ciertos tratados, por ejemplo, el Artículo
103 de la Carta de las Naciones Unidas, según el cual
sus disposiciones tienen prelación respecto a las de
todo otro tratado; 2) las cláusulas que figuran en
algunos tratados y que se refieren expre~amente a la
relación de esos tratados con otros antertores; 3) los
casos de posible incompatibilidad entre tratados cuyas
partes sean todas diferentes. También se hizo referencia
a la relación entre la cuestión de la incompatibilidad
de tratados y la cuestión de la modificación de los
tratados. Otro de los casos que se presentan es aquel
en que todas las partes en el trat~do anterior. ~~n
también partes en el tratado posterIor. La. Coml:110n
reconoció en 1963 que en ese caso se plantea stempre una
cuestión preliminar de. interpretación de .los dos t~a.t~dos
con objeto de determmar el grado de mcompattbthdad
entre ellos y las intenciones de las partes con respecto
al mantenimiento en vigor del primer tratado. Algunos
miembros de la Comisión consideraron que por esta
razón los casos de este tipo no debían examinarse en
su pa~te II bajo el epígrafe de "extinción implícita en
los tratados", sino que debían estudiarse en la presente
Parte bajo el epígrafe de "aplicación de los tratados".
De todos modos, la Comisión decidió que, aun cuando
hubiera una cuestión previa de interpretación en estos
casos, seguía planteándose la cu~stión de e~, qué cond}­
ciones debía considerarse que la mterpretacton conducta
a la conclusión de que el tratado había quedado. ex­
tinguido y a.probó el articulo 41, en el que se esttpula
que un tratado queda implícitamente extinguido como
resultado de la conclusión posterior de otro tratado que
esté en conflicto con él. La Comisión decidió además
provisionalmente retener el articulo en .ta secc}ó.n. rela­
tiva a la extinción de los tratados, sm perJUICIO de
examina.do de nuevo en su decimosexto período de
sesiones55• En consecuencia, la Comisión h~ vuelto a
examinar las dos categorías de conflictos entre los tra­
tados al examinar la aplicación de los tratados basán­
dose en un nuevo estudio hecho por el Relator Especial
orientado a la aplicación de los tratados y no a la validez
de éstos.

3) La cuestión de los tratados que contienen disposi­
ciones incompatibles, considerada desde el punto de

55 Docftmtntos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Suplemento No. 9 (A/5509), pág. 17.
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vista de la "aplicación de los tratados" guarda estrecha
relación tanto con las disposiciones de los artículos 58
a 60, relativos a los efectos jurídicos de los tratados
con respecto a terceros Estados, como con las disposi­
ciones de los artículos 65 a 68, relativos a la modifica­
ción de los tratados. Así, el principio de que un tratado
no puede imponer obligaciones a un tercer Estado ni
privarle de sus derechos es de suma importancia en
los casos de incompatibilidad en que no son partes en
el segundo tratado las partes en el primer tratado. En
cuanto a su relación con la modificación de tratados, el
instrumento modificatorio suele ser otro tratado entre
cuyas partes no figuran todas las partes en el tratado
anterior, de suerte que la modificación origina un caso
de tratados incompatibles.

4) En las deliberaciones de 1963 algunos miembros
de la Comisión estimaron que el articulo debía subrayar
la nulidad de un tratado que sea contrario a una disposi­
ción de jus cogens. De todos modos, según los artículos
37 y 45, uno de los dos tratados será nulo; y como
ese tratado no es un tratado que esté en vigor, no
puede plantearse la cuestión de su aplicación. Por esta
razón, la Comisión juzgó innecesario repetir la norma
de jus cogens en el presente artículo, que se refiere a
la aplicación de los tratados incompatibles.

5) En las deliberaciones de 1963 se sugirió asimismo
que se diera expresión en el articulo a la primacía del
Artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas. En
el actual período de sesiones, la Comisión, sin prejuzgar
en modo alguno la interpretación del Artículo 103 o
su aplicación por los órganos competentes de las
Naciones Unidas, decidió reconocer en el presente
articulo la primacía del Articulo 103 de la Carta res­
pecto de todas las obligaciones convencionales de los
Estados Miembros y, en consecuencia, el párrafo 1
establece que las normas que se enuncian en el presente
articulo para regular las obligaciones de los Estados
parte en tratados posteriores que sean incompatibles
están sujetos al Artículo 103 de la Carta.

6) El párrafo 2 se refiere a las cláusulas insertadas
en un tratado con objeto de determinar la relación de
sus disposiciones con las de otros tratados concertados
por los Estados contratantes. Algunas de esas cláusulas
se limitan a confirmar l?s normas generales de prelación
contenidas en los párrafos 3 y 4 del presente artículo.
Otras, como la del párrafo 2 del artículo 73 de la
Convención de Viena sobre relaciones consulares56, en
la que se reconoce el derecho a completar sus disposi­
ciones por medio de acuerdos bilaterales, confirman
simplemente la legitimidad de los acuerdos bilaterales
que no derogan las obligaciones establecidas en la
convención general. Pero algunas otras cláusulas pa­
recen influir en la aplicación de estas reglas generales y
exigen por tanto mención especial. Por ejemplo, varios
tratad'os contienen una cláusula en virtud de la cual
los Estados contratantes declaran que el tratado no
menoscaba las obligaciones por ellos contraídas en
virtud de otro tratado que expresamente se designa o
que no es incompatible con ellas. Muchos tratados más
antiguosl!7 tenían cláusulas por las cuales ninguna de
sus disposiciones había de considerarse que imponía a

56 AjCONF.25jI2.
57 Véase artículo 16 del Estatuto de 1921 sobre el Régimen

de las Vías Navegables de Interés Internacional (Leagfte 01
Nations Treaty Series, vol. VII, pág. 61); artículo 4 del Tra­
tado Interamericano de 1936 sobre Buenos Oficios y Mediación
(Leaglte 01 Nations Treaf,v Series, vol. CLXXXVIII, pág. 83),
Y la lista de tratados citados por Ch. Rousseau en Principes
générauz du d,.üit international public (1944), págs. 789 y 790.



las partes obligaciones incompatible:; con las derivadas
del Pacto de la Sociedad de las Naciones; y, actual­
mente, en algunos tr:!tados regionales figuran cláusu­
las análogas en las que se reconoce la primacía de la
Cartali8• Se pueden citar otros ejemplos: el artículo
XVII de la Convención Universal sobre Derecho de
Autor de 195259, que excluye toda intención de menos­
cabar las disposiciones de la Convención de Berna para
la protección de las obras literarias y artísticas; el
artículo 30 de la Convención de Ginebra de 1958 sobre
la Alta Mar60, y el artículo 73 de la Convención de
Viena sobre Relaciones Consulares, todos los cuales
excluyen toda intención de prevalecer sobre los acuerdos
existentes. Estas cláusulas, en la medida en que se
refieren a tratados vigentes concertados por los Estados
contratantes con terceros Estados, no hacen más que
confirmar la norma general pa.cta tertiis non nocent.
Pero van aún más allá de esta norma, ya que en algunos
casos no sólo tienen que ver con la prelación de los
respectivos tratados entre las partes en ambos tratados,
sino que también pueden tener que ver con los tratados
futuros que concierte un Estado contratante con un
tercer Estado. Al parecer, dan primacía en caso de
incompatibilidad al otro tratado. En consecuencia, aun
cuando en determinados casos la aplicación de estas
cláusulas no difiera de las normas generales de pre­
lación establecidas en los párrafos 3 y 4, se estima que
deben ser objeto de una regla especial en el presente
artículo. Por consiguiente el párrafo 2 estipula que
siempre que un tratado disponga que esté sujeto a un
instrumento anterior o posterior, o que no es incompa­
tible con el mismo, prevalecerán las disposiciones de
este último.

7) Ciertos tratados contienen una cláusula inversa,
por medio de la cual Se quiere dar primacía al tratado
sobre cualquier otro tratado que sea incompatible con
él. En alguna de sus modalidades, esta cláusula sola­
mente se refiere al pasado y dispone la primacía del
tratado sobre los tratados concertados entre los Estados
contratantes que sean incompatibles con él. En otros
casos la cláusula se refiere únicamente ai futuro y exige
expresamente que los Estados contratantes no con­
cierten en el porvenir ningún acuerdo que sea incompa­
tible con las obligaciones contraídas en virtud del tra­
tado. Algunos tratados, como el Estatuto sobre el
régimen de las vías navegables de interés interna­
cional6t, contIenen ambos tipos de cláusulas; unos pocos,
como el Pacto de la Sociedad de las Naciones (ar­
tículo 20) y la Carta de las Naciones Unidas (Artículo
103), contienen una sola cláusula que se refiere tanto
al pasado como al futuro. Haciendo, por las razones
ya indicadas, la salvedad del Artículo 103 de la Carta,
es evidente que las consideraciones jurídicas aplicables
a las cláusulas que se refieren al pasado son totalmente
distintas de las aplicables a las cláusulas que conciernen
al futuro.

S) Una cláusula cuya finalidad es dejar sin efecto
un tratado anterior no ofrece dificultad alguna cuando
todas las partes en el tratado anterior lo son también
en el tratado llamado ::. reemplazarlo. Como señaló la

58 Por ejemplo, artículo 10 del Tratado Interamericano de
Asistencia Recíproca (UlIited Nations Treaty Series, vol. 21,
pág. 85).

li9 United Nati(fns Treaty Series, vol. 216, pág. 160.
60 Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del

Mar, Docl/melltos Oficiales, vol. II, pág. 158.
61 Artículos 13 y 18; League 01 Nations Treaty Series, vol.

VII, pág. 36.
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Comisión en su comentario al artículo 4182, las partes
en el tratado anterior siempre tienen competencia para
ponerle fin, en todo o en parte, concertando otro tra­
tado con tal objeto. Siendo así, cuando concluyen un
segundo tratado incompatible con el primero, ha de
presumirse que su intención ha sido poner fin al primer
tratado o modificarlo en la medida en que resulta in­
compatible, salvo que existan pruebas de una intención
contraria. En consecuencia, en estos casos la inc1usi6n
en el segundo tratado de una cláusula en la que ex­
presamente se proclama su prioridad sobre el primero
no hace más que confirmar la ausencia de toda inten­
ción contraria. Cuando, en cambio, las partes en un
tratado que contiene una cláusula destinada a poner
fin a un tratado anterior no son todas ellas partes en
el primero, la norma pa.cta tertiis non nocent restringe
automáticamente el efecto jurídico de la cláusula. El
tratado ulterior, independientemente de las cláusulas
que contenga, no puede privar a un Estado que no es
parte en él de sus derechos en virtud del tratado
anterior. Es evidente que si varias partes en un tra­
tado se proponen privar a otras de los derechos que les
corresponden en virtud del mismo concertando entre
sí un segundo tratado cuyas disposiciones son incom­
patibles con esos derechos, .tal acto constituirá una
violación del tratado anterior. Por ello, las cláusulas
de este tipo suelen estar redactadas de manen que sus
efectos se limitan expresamente a los Estados partes en
el tratado posterior. Por ejemplo, el artículo XIV de
la Convención de 25 de mayo de 1962 sobre responsa­
bilidad de los explotadores de buques nucleares dispone
10 siguiente:

"La presente Convención sustituye a las conven­
ciones internacionales que, en la fecha en que se
abra a la firma, se hallen en vigor o estén abiertas
para su firma, ratificación o adhesión, pero sólo en
la medida en que esas convenciones sean incom­
patibles con ella; sin embargo, la presente disposición
no menoscabará las obligaciones contraídas por los
Estados contratantes con Estados no contratantes en
virtud de esas convenciones."6a

Asimismo, muchos de los tratados que modifican an­
teriores tratados prevén la sustitución total o parcial
del tratado anterior, pero al propio tiempo limitan la
aplicación del instrumento de modificación a los Estados
que lleguen a ser partes en é164• El efecto es, pues, que
las modificaciones sólo entran en vigor con respecto a
las partes en el tratado ulterior en sus relaciones inter
se, en tanto que el primer tratado sigue siendo aplicable
en sus relaciones con Estados que son partes en el tra­
tado anterior pero no en el posterior. En otras palabras,

62 Documelltos Oficiales de la Asamblea GeneraJ. decimoctavo
periodo de sesiOlu:s, Suplemento No. 9 (A/ss09); p¡1g. 17.

63 Aml'rican lOl/rool 01 InterootiOtwl Law, vol. 57 (1963),
pág. 275.

64 El artículo 1 de todos los protocolos de las Naciones Unidas
para' modificar los tratados de la Sociedad de las Naciones
declara lo siguiente: "Los Estados partes en el presente Pro­
tocolo se compromenten entre sí, con arreglo a las disposi­
ciones del presente Protocolo, a atribuir plena efectividad jurí­
dica a las enmiendas a aquel instrumento, contenidas en el
anexo del presente Protocolo, a ponerlas en vigor y a asegurar
su aplicación". Véase, por ejemplo, el Protocolo de enmienda
a la Convención Internacional de 1928 sobre Estadísticas Eco­
nómicas, de 1948 (Ullited Nations rreaty Series, vol. 20, pág.
229); Protocolo de 1953 para modificar la Convención de Gi­
nebra de 1926 sobre la Esclavitud (United Nations Treaty
Series, vol. 182, pág. 51); véase también artículo 59 del Con­
venio de Ginebra de 1949 para mejorar la suerte de los heridos
y enfermos en las fuerzas armadas en campaña (Utlited Nations
Treaty Series, vol. 75, pág. 66).



entre dos Estados que son partes en ambos tratados
prevalece el tratado ulterior, pero entre un Estado que
es parte en ambos tratados y un Estado que sólo t's
parte en el tratado anterior es éste el que prevalece.
Estas son las normas que se enuncian en los apartados
a.) y b) del párrafo 4 del articulo que se comenta, por
lo que la inserción de este tipo de chlusula no modifica
en modo alguno la aplicación de las normas ordinarias.

9) Cuando un tratado contiene una cláusula en la
que se estipula que prevalecerá sobre futuros tratados
incompatibles con él, la cláusula puede no tener ning\tn
alcance si todas las partes en el primer. tratado son
también partes en el ulterior, porque cuando concluyen
el segundo tratado las partes tienen plenas facultades
para abrogar o modificar el tratado anterior que ellas
mismas concertaron. Sin embargo, más difícil de de­
terminar y más importante es el efecto de tal c1<lusula
en los casos en que entre las partes en el tratado ulterior
no figuran todas las partes en el tratado anterior. L"\
cláusula del primer tratado puede estar redactada de
manera que prohiba a las partes celebrar con cualquier
otro Estado un tratado incompatible con el primero i
por ejemplo, el articulo 2 del Pacto de las Nueve Po­
tencias de 1922 con respecto a China811• O bien puede
referirse solamente a los acuerdos con terceros Estados,
como en el caso del articulo 18 del Estatuto sobre el
Régimen de las Vias Navegables de Interés Inter­
nacional:

"Cada uno de los Estados contratantes se com­
promete a no conceder, ni por convenio ni en ninguna
otra forma, a un Estado no contratante, un trata­
miento que con respecto a la navegación en una via
navegable de importancia internacional, seria, entre
los Estados contratantes, contrario a las disposi­
ciones del presente Estatuto.n66

La finalidad de In cláusula puede ser, por otra parte,
prohibir a los Estados contratantes que celebren
acuerdos entre sí que vayan en detrimento de las obli­
gaciones de carácter general por ellos contraídas en
virtud de una convención67• No parece que estas cláusu­
las alteren la aplicación de las normas ordinarias de
solución de conflictos entre tratados incompatibles.
Algunas de las obligaciones que figuran en los tratados
están naturalmente destinadas a aplicarse con carácter
general a. todas las partes y en todo momento. Un
ejemplo obvio es el tratado por el que se prohíben los
ensayos con armas nucleares: un acuerdo posterior
concluido por cualquiera de las partes por el cual se
liberase de las obligaciones contraídas en virtud de ese
tratado seria manifiestamente incompatible con él. Otras
obligaci01:~,,; pueden tener un carácter meramente re­
cíproco, de manera que un tratado bilateral que modi­
fique la aplicación de la Convención entre los Estados
contratantes es compatible con sus disposiciones. Pero
aun así en determinados casos las partes pueden acordar
un régimen obligatorio y único para materias que
pueden regularse sobre una base de reciprocidad, por

65 League 01 Natiolls Treaty Series, vol. XXXVIII, pág. 281:
"Las Potencias contratantes acuerdan no celebrar ningún tra­
tado, acuerdo, arreglo o pacto, ni entre sí ni individual o
colectivamente, con ninguna otra Potencia o Potencias, que
viole o menoscabe los principios formulados en el Artículo 1".

66 League 01 Natiolls Treaty Series, vol. VII, pág. 36.
67 Por ejemplo, artículo 15 de la Convención de 1883 para la

Protección de la Propiedad Industrial (Martens, NOllveQlt Re­
cueil général, leme. série, vol. X, pág. i33), y artículo 20 de
la Convención de Berlín de 1908 para la Protección de la Pro­
piedad Literaria y Artística (Martens, N O1tVeaU Reclleil gélléral,
3eme. série, vol. IV, pág. 590).
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ejemplo, la protección de los derechos de autor o de
la propiedad industrial. Así, pues, la principal signifi­
cación jurídica de una c1<l\lsula por la que se establece
la prioridad de un tratado sobre tratados ulteriores
incompatibles con él parece residir en que hace expresa
la intención de las partes de crear un régimen conven­
cional imico "integral" o "interdependiente", del que
no pueden sustraerse mediante un convenio. En suma,
al prohibir expresamente esa derogación, la cláusula
enuncia con toda claridad la incompatibilidad entre el
tratado y cualquier acuerdo ulterior concluido por una
de las partes que anule las disposiciones de dicho tra­
tado. Pero no se estima que la inserción de tal cláusula
pueda dar a un tratado, en ning\tn otro sentido, una
mayor prioridad que la que le corresponde por ser
anterior en el tiempo.

10) Todo tratado que establezca obligaciones de
carácter "integral" o "interdependiente" de las que las
partes no pueden sustraer~e por convenio debe conside­
rarse que contiene un compromiso implícito de no
celebrar acuerdos subsiguientes que sean incompatibles
con esas obligaciones, y algunos miembros de la Comi­
sión estimaron que ello debía preverse expresamente
en el propio articulo. El hecho mismo de que un Estado
acepte obligaciones de tal carclcter en un tratado entraña
también que acepta la obligación de no concluir ningún
acuerdo posteliÍor que sea incompatible con el tratado,
salvo con el consentimiento de las demás partes. Si lo
hace incumple l~s obligaciones contraídas con respecto
a las demás partes en virtud del tratado y, conforme a
la norma pacta tertiis tlOta noce'lt (artículo 58), no
puede invocar el acuerdo ulterior para eludir su res­
ponsabilidad por ese incumplimiento. En consecuencia,
entre ese Estado y cualquiera de las partes en el
primer tratado que no haya dado su consentimiento
con respecto al segundo, prevalecen las obligaciones
del primero. Esta es la norma ordinaria de prioridad
formulada en el inciso b) del párrafo 4, y la inserción
de una cláusula especial en el tratado anterior por la
que se proclame la prioridad de sus disposiciones con­
firma simplemente, y no altera, la aplicación de esa
norma. Atribuir efectos especiales a la inserción de esa
cláusula llevaría a resultados absurdos. Muchos de los
tratados que enuncian obligaciones "integrales" o "in­
terdependientes" de carácter fundamental no contienen
ningún compromiso expreso de no derogarlas por con­
venio ni ninguna cláusula por la que se proclame la
prioridad especial de sus disposiciones. Pueden citarse
como ejemplos el Pacto Briand-Kellogg, la Convención
sobre el genocidio y el Tratado por el que se prohíben
los ensayos con armas nucleares, y no cabe suponer
que la ausencia en estos tratados de todo compromiso
explícito en este sentido o de toda cláusula de prioridad
especial debilite o altere su efecto sobre un acuerdo
ulterior que sea incompatible con sus disposiciones. En
consecuencia, la mayoría de la Comisión opinó que la
presencia o ausencia de una cláusula concreta relativa
a los futuros tratados no influye en modo alguno en la
formulación de las normas que rigen la prioridad de
los tratados en conflicto.

11) Se deduce de los precedentes párrafos S) a
10) que no es necesario hacer especial mención en el
articulo que se comenta de ninguna de las cláusulas de
los tratados que establecen la prioridad de un determi­
nado tratado sobre otros, excepción hecha del Articulo
103 de la Carta. Planteada la cuestión simplemente
desde el punto de vista de la aplicación de los tratados
en vigor, ninguna de esas cláusulas modifica la apli-



cación de las normas ordinarias de prioridad. El verda­
dero problcma es otro - cl problema, examinado con
carácter prcliminar por la Comisión en 1963, de de­
terminar si un acuerdo posterior incompatible con un
tratado que conticne obligaciones de caráder CCinter­
dcpendiente" o "integral", simplemente no se puede
invocar contra las partes en el primer tratado o si es
totalmente nulo. Esta cuestión, que se estudia en los
párrafos 14 a 17 de este Comentario, tampoco guarda
relación con la presencia o ausencia de una cláusula
especial, sino con el carácter "interdependiente" o "in­
tegral" de las obligaciones contraídas en el primer
tratad068•

12) El párrafo 3 prevé el caso en qne todas las partes
en un tratado, con o sin la adición de otros Estados,
celebran un nuevo tratado que es incompatible con el
primero y contempla desde otro punto de vista el
mismo supuesto que el articulo 41, aprobado en el
periodo de sesioncs anterior. La mayoría de los
miembros de la Comisión que participaron en las deli­
beraciones del período de sesiones actual confirmaron
la decisión, adoptada en 1963 por la Comisión con
carácter provisional, de considerar estos casos como
ejemplos de extinción implícita de un tratado anterior.
Por otra parte, el hecho de que la cuestión de la "ex_
tinción implícita" del primer tratado sólo se puede
determinar tras comprobar en qué medida son incompa­
tibles los dos tratados, hace que estos casos guarden
cierta relación con el artículo que se comenta, y por
ello parece conveniente en todo caso mencionar estos
supuestos en el párrafo 3 haciendo una remisión al
articulo 41. Al examinar la cuestión en este período de
sesiones, la Comisión estimó que sería conveniente
introducir un pequeño cambio en el artículo 41 a fin
de que los casos de incompatibilidad parcial entre dos
tratados pasen a ser previstos en el presente articulo.
Tal como se aprobó en 1963, en la primera frase del
párrafo 1 del artículo 41 se habla de terminación "en
todo o en parte", pero la distinción entre terminación
total y parcial (o suspensión) no reaparece en el resto
del articulo. Acaso sea necesario, pues, en todo caso,
modificar la redacción del resto de este articulo. Sin
tomar por el momento una decisión sobre la forma
definitiva de artículo 41, la Comisión se inclinó a
aceptar la opinión de que 10 más procedente sería
eliminar las palabras "en todo o en parte" del articulo
41 e incluir en el articulo 63 los casos de conflicto

68 Según un Relator Especial sobre esta materia (Sir Gerald
Fitzmaurice, Tercer Informe, A,mario de la Comisióu de De­
,'celia blterllaciollal, 1958, vol. II, artículo 19, pág. 29, Y comen­
tario, pág. 48), un tratado contiene obligaciones de tipo "illter­
dependiente" cuando las obligaciones de cada parte sólo tienen
sentido en el contexto de las correspondientes obligaciones de
tonas las demás partes, de tal manera que el i.ncumplimiento de
ses obligaciones por una parte Gesiona el régimen aplicable entre
todas ellas en virtud del tratado y no únicamente las relaciones
entre el Estado incumplidor y las demás partes. Sir G. Fitz­
maurice cita como ejemplos los tratados de desarme, los tra­
tados de prohibición' de determinadas armas, los tratados que
prohiben la pesca en determinadas zonas o durante determi­
nadas épocas, etc. El mismo Relator Especial define los tra­
tados que contienen obligaciones de tipo "integral" como aquellos
en que la obligación "existe de por sí y tiene fuerza absoluta
e intrínseca para cada una de las partes sin hallarse subordi­
nada a su cumplimiento correlativo por las demás partes". Como
ejemplos cita la Convención para la Prevención y la Sanción del
Delito de Genocidio, las Convenciones sobre Derechos Hu­
manos, las Convenciones de Ginebra de 1949 sobre el trato a
los prisioneros de guerra, etc., los Convenios internacionales
del trabajo y los trata~o~ que imponen la obligación de man­
tener un determinado régimen o sistema en zonas concretas,
tales como el régimen de los estrechos de Sund y de los dos
Belt, a la entrada del Mar Báltico.
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parcial en los que no parece haber la intención de poner
fin al tratado anterior. El párrafo 3 prevé por ello que
cuando es manifiesta la intención de que el tratado
posterior debe regir toda la materia, o cuando los dos
tratados no se puedan nplicar nI mismo tiempo, el ar­
ticulo 41 se aplica y termina el tratado nnterior, y que,
en otros casos, el tratado "nterior continún nplicándose
en la medida en que sus disposiciones no son incom­
patibles con las del tratado posterior.

13) El párrafo 4 prevé los casos en que algunas de
las partes en un tratado anterior, pero no todas e.llas,
son partes en un tratado posterior que es incompatible
con las obligaciones que han contraído en virtud del
tratado anterior. En tales casos la norma pacta tertiis
tlOn tlOeetlt impide que el tratado posterior prive a las
otras partes en el tratado anterior de sus derechos en
virtud del mismo. Si la cuestión se considera simple­
mente desde el punto de vista de la prioridad de las
obligaciones y de los derechos de los Estados intere­
sados y de la responsabilidad de los E~~ados por la falta
de cumplimiento de las obligaciones convencionales, no
parece haber lugar a dudas sobre las normas aplicables.
Tales normas son· las formuladas en el párrafo 4 de
este articulo, en virtud de las cuales:

"a.) En las relaciones entre dos Estados que son
partes en ambos tratados, prevalece el tratado poste­
rior por ser una expresión más reciente de su volun­
tad en 10 que respecta a sus relaciones mutuas, es
decir, el caso se rige por la misma norma que la del
párrafo 3.

"b) En las relaciones entre un Estado que es
parte en los dos tratados y un Estado que sólo es
parte en el tratado anterior, prevalece el tratado
anterior (pacta tertiis non noeent).

"e) En las relaciones entre un Estado que es parte
en ambos tratados y un Estado que sólo es parte en
el tratado posterior, prevalece el tratado posterior.

Las normas enunciadas en los incisos a) y b) difícil­
mente pueden suscitar dudas, ya que constituyen la
base jurídica presunta en que se han fundado muchos
instrumentos para la revisión de tratados multilaterales,
entre ellos los protocolos de las Naciones Unidas para
revisar los tratados de la Sociedad de las Naciones69•

En cuanto al inciso e), parece evidente que el estado que
participe en ambos tratados es responsable, en principio,
en cuanto se refiere a sus relaciones con las partes en el
tratado posterior, de cualquier falta de cumplimiento
de las obligaciones que le impone ese tratado. En con­
secuencia, en el párrafo S se hace una reserva respecto
de la cuestión de la responsabilidad en que pueda in­
currir un Estado por el hecho de concluir o aplicar un
tratado cuyas disposiciones sean incompatibles con las
obligaciones que haya contraído respecto de otro Estado
en virtud de otro tratado.

14) La Comisión volvió a examinar la cuestión de
determinar si deben plantearse todos estos casos exclu­
sivament(~ como problemas de prioridad y de responsa­
bilidad de los Estados por incumplimiento de obliga­
ciones convencionales o si, en algunos casos, el tratado
posterior ha de considerarse nulo. Esta cuestión fue
examinada con cierto detenimiento por el Relator Espe­
cial en el comentario al articulo 14 de su segundo
informe70, donde resumió y examinó también los puntos

69 Véanse "Resoluciones de la Asamblea General que son de
interés para el derecho de los tratados" (A/CN.4/154), págs.
14 a 28.

70 Párrafos 6 a 30.



de vista de los dos Relatores Especiales anteriores.
La Comisión, sin adoptar actitud alguna respecto de
la detallada exposición presentada por el Relator Espe­
cial, decidió incluir, a titulo informativo, los siguientes
pasajes del segundo informe del Relator Especial sobre
el derecho de los tratados, que se refieren a esta
cuestión:

"Los tratados de hoy eshin destinados a muy di­
versos objetos-legislación, cesión de territorio, arre­
glo administrativo, constitución de una organización
internacional, etc., y pueden ser asimismo contratos
puramente recíprocos; y, aun cuando se aceptara que
la ilicitud de un contrato que tiene por objeto romper
otro contrato es un principio general de derecho­
punto que es discutible - ello no se refiere en modo
alguno a que el principio deba aplicarse a los tratados
que contravienen tratados anteriores. El estado im­
perfecto de la organización internacional y los
múltiples usos a que se destinan los tratados parecen
aconsejar que la Comisión proceda con prudencia
al establecer reglas que califiquen a los tratados de
ilícitos y nulos. Ello no quiere decir que el hecho
de contraer obligaciones convencionales que infringen
los derechos adquiridos por otro Estado en virtud
de un tratado anterior no suponga una infracción del
derecho internacional que lleva consigo la responsa­
bilidad jurídica de dar reparación al Estado cuyos
derechos han sido lesionados. Pero eso no es 10 mismo
que decir que el segundo tratado es nulo por razón
de su carácter ilícito y que no tiene ninguna fuerza
entre las partes en él.

"La actitud adoptada por la Corte Permanente
en los asuntos Oscar Chi1m y Comisión Europea del
Danubio parece poco compatible con la existencia en
derecho internacional de una doctrina general que
invalide los tratados concluidos en violación de las
disposiciones de un tratado anterior. En el asunto
Oscar C/:.i1m '1l, el tratado anterior era el Acta General
de Berlín de 1885, que establecía un régimen inter­
nacional para la cuenca del Congo. Ese tratado no
contenía ninguna estipulación que autorizara la cele­
bración de arreglos bilaterales entre determinadas
partes; por el contrario, contenía una disposición en
la que se preveía expresamente que toda modificación
o mejora del régimen del Congo debería introducirse
de "común acuerdo" entre los Estados signatarios.
Pero, en 1919, varias de las partes en el Acta de
Berlín, sin consultar con las demús, concluyeron la
Convención de San Germán, en virtud de la cual.
entre si, abrogaban cierto número de disposiciones
del Acta de Berlín, reemplazúndolas con un nuevo
régimen para el Congo. La Corte se contentó con
señalar que, sea cual fuere el interés que el Acta de
Berlín pudiera tener en otros aspectos, dos Estados
partes en el litigio se habían fundado en la Con,:en­
ción de San Germán como fuente de sus obltga­
ciones y la Corte_ tenía que considerar esa Conyen~

ción como un tratado que estaba llamada a aphcar.
Ciertamente, la cuestión de la licitud de la Conven­
ción de San Germán no había sido planteada por
ninguna de las partes, pero l.a cuestión fue t~,lt,~da con
detenimiento por los magIstrados Van Eysll1ga y
Schücking en sus opiniones disidentesi;.l y, evidente­
mente, había sido debatida, pues, en la Corte.

71 p.e.!.!. (1934), Series A/B No. 63.
72 [bid., págs. 132 a 136 y 148 ~ ISO; véase también la r~fc­

rencia explícita que hace el magIstrado Hurst a la cuestlOn,
págs. 122 y 123.
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Adem:is, esos magistrados habían adoptado expresa­
mente el parecer de que la cuestión de la validez o
falta de validez de ese tratado no era un asunto que
pudiera depender de la circunstancia de que algún
gobierno hubiese impugnado o no su licitud, sino
que em una cuestión de ordeu público que el tribunal
debia examinar de oficio. En estas condiciones, es
difícil dar a la aceptación por la Corte del Convenio
de San Germim como tratado que tenía la obliga­
ción de aplicar una interpretación que no sea la de
rechazar la doctrina de la nulidad absoluta del tra­
tado que infringe los derechos adquiridos por terce­
ros Estados en virtud de un tratado anterior.

"El criterio seguido por la Corte en su opinión
consultiva sobre la Comisión Europea. del Damlbio73

fue muy parecido. El Tratado de Vcrsal1es contenía
ciertas disposiciones relativas al régimen interna­
cional del Danubio. entre ellas estipulaciones relativas
a la composición de la Comisión Europea para ese
río y a las facultades efe la misma; al mismo tiempo,
preveía la pronta conclusión de otra Convención, en
la que se establecería un Estatuto definitivo para el
Danubio. Se celebró oportunamente una nueva Con­
vención, entre cuyas partes no estaban comprendi­
das todas las partes en el Tratado de Versal1es, pero
en la que sí participaban todos los Estados que
estaban interesados en la controversia que dio lugar
a la petición de una opinión consultiva. En las alega­
ciones presentadas a la Corte con motivo de este
asunto, se planteó la cuestión de la capacidad de los
Estados, para concertar, en una conferencia posterior,
un tl'atadoque modificaba estipulaciones del Tratado
de Versalles. La Corte se pronunció en los términos
siguientes:

"En el curso de la presente diferencia, se ha
discutido mucho si la Conferencia que formuló el
Estatuto Definitivo tenía atribuciones para adoptar
disposición alguna que modificara la composición o
los poderes y funciones de la Comisión Europea,
tal como habían sido establecidos en el Tratado de
Versallcs, y si el sentido y alcance de las disposi­
ciones pertinentes tanto del Tratado de Versalles
como del Estatuto Definitivo son los mismos o no.
Pero en opinión de la Corte, como todos los
gobi~rnos interesados en la presente diferencia han
firmado y ratiflcado tanto el Tratado de Versalles
como el Estatuto Definitivo, no pueden sostener
entre ellos que algunas de sus disposiciones son
nulas por no estar comprendidas dentro del man­
dato dado a la Conferencia del Danubio en virtud
del artículo 349 del Tratado de Versalles."H

"También en este caso es difídl no ver en el
dictamen de la Corte una negación de la doctrina de
la nulidad absoluta del tratado posterior que lesiona
los derechos de terceros Estados adquiridos en virtud
de un tratado anteriori".EI caso de las Concesiones
111avrolJl/llatis en PalcstiJla ill era, es cierto, un caso
de tipo algo diferente, pero también parece haberse
seguido un criterio totalmente reñido con la idea de
que un tratado posterior será nulo en la medida en

i3 p.e.r.J. (1927), Seric U No. 14.
i·IIbid., pág. 23.
ii> Tanto mús \:llanto quc dos magistrados, Nyholl1l y Negu­

lesco adoptaron Uit criterio diferente del de la Corte, al sostener
{fuc toda disposición del .Estatuto que fucse incoll1patible con
el Tratado de Versallcs seria "nula"; P.C.I..!. (1927), Serie B
No. 14, púgs. 72 y 129.

i(J p.e.u. (1924), Serie A No. 2.



que sea incompatible con un tratado multilateral
anterior.

"En su opinión consultiva sobre la Unión aduanera
atlstro-alemana.77, la Corte sólo estaba llamada a
examinar la compatibilidad del Protocolo de Viena
con el Tratado de San Germán; no se le pidió que
se pronunciara sobre las consecuencias legales en
caso de que se le considerara. incompatible con el
tratado anterior. En dos asuntos relacionados con la
supuesta violación por Nicaragua, con motivo de la
conclusión del Pacto Bryan-Chamorro con los Esta­
dos Unidos, de los derechos de Costa Rica y El
Salvador adquiridos en virtud de un tratado anterior,
la Corte Centroamericana de Justicia consideró que
no era competente para pronunciarse sobre la validez
del segundo tratado en ausencia de los Estados
Unidos, sobre los cuales no tenía jurisdicción. La
Corte se limitó por tanto a sostener que Nicaragua
había infringido las obligaciones dimanantes de un
tratado que tenía contraídas con otros dos Estados
al concertar un tratado posterior con los Estados
Unidos incompatible con aquéllas.

"La jurísprudencia internacional tal vez no sea del
todo concluyente acerca de la cuestión de si puede
anularse un tratado - y, en caso afirmativo, en qué
condiciones - por razón de su incompatibilidad con
un tratado anterior. No obstante, el Relator actual
cree que esa jurisprudencia es marcadamente desfa­
vorable a toda noción amplia de una doctrina general
de 1<: nulidad de los tratados que infringen las esti­
pulaciones de tratados anteriores78 ; y, en consecuen­
cia, ello explica también las vacilaciones de Sir Gerald
Fitzmaurice por lo que toca a la admisión de casos
de nulidad cuando el conflicto es con un tratado
anterior de "carácter recíproco".

"Los dos casos de nulidad que en principio su­
gería79, si bien están apoyados por el Harvard Re­
sra.reh Draft, difícilmente parecen compatibles con
la actitud de la Corte en los asuntos de Osear Chinn
y de la Comisión Europea del Danubio. En el primero
de ellos había una estipulación expresa en virtud de
la cual toda modificación del Acta de Berlín debería
hacerse de "comÍtn acuerdo": no obstante. la Corte
consideró que era suficiente que ningún Estado hu­
biese impugnado la Convención de San Germán. No
parece que la Corte hubiese adoptado un criterio dis­
tinto si la estipulación hubiese tenido la forma de
una prohibición expresa contra la adopción fuera del
tratado de obligaciones contractuales no estipuladas
de "comÍtn acuerdo". Cabe aducir también que en
todo tratado multilateral está implícito el compromiso
de no violar sus estipulaciones participando en acuer­
dos bilaterales que sean incompatibles con ellas80•

En consecuencia, no parece muy justificable prever,
como caso especial, que ttll tratado posterior será
nulo si está en conflicto con un tratado anterior que

77 P.C.!.!. (1931), Series A/B No. 41.
78 Véase G. Schwarzembergc!', op. dt., págs. 482 a 487; véase

también el! artículo 18 dé la Convención de La Habana de 1928
sobre los Tratados (Hc¡1"lIc:;-d Law Sellool, Resca'reh in IlItc/'­
IlClti01lal Law, parte UI, L,]'w of Treaties, pág. 1207), en la qne
se estipula: "Dos o más Estados pueden convenir que sus rela­
ciones se rijan por otras reglas que no sean las establecidas en
convenciones generales celebradas. por ellos con otros Estados".

79 Véase el párrafo 13 del Comentario al Artículo 14, Se­
[llmdo Informe sobre el Derecho de los Tratados (1963), A/
CN.4/156.

80 Véase el examen general de este punto en el párrafo 10
supra.
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contiene una prohibición expresa contra los acuerdos
bilaterales que sean incompatibles. Un compromiso
estipulado en un tratado de no concertar un tratado
incompatible no afecta normalmente, a juicio del Re­
lator, la capacidad de concertar tratados de los Esta­
dos interesados, sino que simplemente les impone una
obligación contractual de no ejercer de una manera
determinada sus facultades de concertar tratados. El
incumplimiento de esta obligación les hace incurrir
en responsabilidad, pero el tratado posterior que
concluyen no es nulo. Análogamente, si se adopta el
criterio general- como lo adoptó el Relator Especial
anterior - de que un tratado posterior concluido entre
un grupo limitado de las partes en un tratado multi­
lateral no es anulado normalmente por el hecho de
que esté en conflicto con el tratado anterior, su se­
gunda excepción provisional a la regla no parece
justificarse. Esta excepción era la de los casos en
que el tratado posterior "exige necesariamente que
alguna de sus partes ejecute actos que supongan una
violación directa de las obligaciones por ella con­
traídas en virtud del primer tratado". L'l cuestión
de la nulidad no se plantea para nada, a menos que
el tratado posterior sea materialmente incompatible
con las obligaciones adquiridas por las partes en
virtud del primer tratado. ¿ Puede haber alguna
diferencia en el hecho de que la infracción de esas
obligaciones sea directa o sea indirecta, si esa in­
fracción es la consecuencia lógica del tratado poste­
rior? Naturalmente, si el tratado posterior es suscep­
t!ble .de diferentes interpretaciones o puede aplicarse
de dIferentes maneras, cabe que no sea posible saber
si hay un conflicto con el primer tratado hasta que el
tratado posterior haya sido interpretado y aplicado
por los Estados interesados. Pero si de hecho se inter­
preta y aplica en forma que infringe el primer tra­
tado, ¿cabrá distinguirlo razonablemente de un tra­
tado cuyas estipulaciones violen inequívocamente el
primer tratado ?"

15) En la práctica seguida por los Estados hay varios
precedentes en lo que respecta a la modificación de los
tratados que parecen confirmar el principo de la rela­
tividad de las obligaciones aplicado por la Corte en los
asuntos examinados en los pasajes anteriores del se­
gundo informe del Relator Especial. Además, como
señaló un Relator EspeciCil anterior81, es muy frecuente
la existencia de series de tratados multilaterales rela­
tivos al mismo objeto, y estas series se basan en la
posibilidad prevista de que algunas de las partes en un
trat~do concluyan un nuevo tratado por el que se
modIfique o reemplace el anterior en sus relaciones inter
se, dejándolo en vigor con respecto a Estados que no
lleguen a ser partes en el nuevo tratado. Que todas las
partes en el primer tratado lo sean también en el instru­
mento que 10 revisa es la excepción más que la regla, y
hasta que la evolución de las relaciones internacionales
perthita una aceptación mucho más amplia de las deci­
siones de la mayoría, el principio inter se probablemente
seguirá siendo un instrumento esencial para poner al día
las situaciones creadas por tratados. Además, los tra­
tados multilaterales que crean obligaciones de carácter
"interdependiente" o "integral" son precisamente el
tipo de tratados en que se encuentra una "serie" de
instrumentos, por ejemplo, las Convenciones de La
Haya sobre el derecho y los usos de la guerra terrestre,

81 Sir GemId Fitzmaurice, Terct'r informe, Antlario de la
C?misión de Derecho blteYllacional, 1958, vol. II, A/CN.4/115,
parr.88.



los Convenios de Ginebra relativos al trato de tos
prisioneros de guerra, cte., las cOll\'encioncs "fluviales"
v C'ran nltlllerO de convenciones de carácter técnico. En
co~secuencia, la mayoría de los miembros de la Comi­
sión estimó que ha de procederse con cautela cuando se
trate de proclamar la nulidad absoluta de cualquier tipo
de acuerdo por el mero hecho de ser incompatible
con otro anterior.

16) La nulidad de un tratado puede ser debida a
la falta de competencia de las partes para concertarlo.
Si en un caso determinado esta falta de competencia se
debe a la celebración de un trntado anterior. cabe
pensar que ello será por el objeto particular de las
bl' . 1 't ". t 1"o IgaclOnes y no so amente por su carac el' m egra

o "interdependiente". La importancia de las obliga­
ciones de tipo "integral" o "interdependiente" puede
variar mucho. Algunas de ellas, aunque revisten bas­
tante importancia en su propia esfera. pueden referirse
a cuestiones de índole esencialmente formal, mientras
que otras versan sobre materias vitales para el bienestar
de los pueblos, como el mantenimiento de la paz. las
pruebas nucleares, la trata de mujeres y niños o el
tráfico de estupefacientes. Algunas de las normas esta­
blecidas en tratados relativos a estas materias pueden
tener el carácter de jI/s cogclls y la Comisión ha previsto
expresamente en los artículos 37 y 45 la nulidad de
los tratados incompatibles con tales normas. La mayoría
de los miembros de la Comisión estimó que no conviene
ir más lejos. Por 10 tanto, el p¡irrafo 4 del presente
artículo se basa en la prioridad relativa de los tratados
que están en conflicto y no en su nulidad, y en el pá­
rrafo 5, como ya se ha señalado, se hace una reserva res­
pecto de la responsabilidad de los Estados. Redactar el
artículo de esta manera no supone admitir la celebración
de tratados que tengan por efecto contravenir las ~bli­

gaciones contraídas en virtud de un tratado antenor;
ni autorizar desviaciones de las normas relativas al con­
¡sentimiento necesario para la modificación de los
tratados, normas que se definen en los artículos 65 a 68.
Si un Estado, concluyendo un tratado, se sustrae a las
obligaciones contraídas para con otro Estado en virtud
de un tratado anterior sin el consentimiento de este
último, incurre en responsabilidad internacional por el
incumplimiento del tratado anterior. Pero, dada la situa­
ción actual del derecho internacional, se estima que
la cuestión ha de resolverse en el plano de la responsa­
bilidad del Estado y no de la competencia del Estado
infractor.

17) En consecuencia, no se prevén más excepciones
a las reglas formuladas en el párrafo 4 que las de
carácter general que constituyen la incompatibilidad
con una norma de jus cogC1JS y con una obligación que
incumbe a los Miembros de las Naciones Unidas en
virtud de la Carta. No obstante, el párrafo 5 subraya
que, aun cuando un tratado posterior puede, en virtud
de esas normas, ser válido y prevalecer en las rela­
ciones entre las partes en ese tratado, ello no supone
que éstas no hayan de ser responsables, en virtud del
principio de la responsabilidad del Estado, de toda
infracción de las obligaciones contraídas por eUas en
virtud de otro tratado que la conclusión o aplicación
del tratado posterior puede entrañar.

Artículo 64
Efectos de la ruptura de las relaciones diplomáticas

en la aplicación de los tratados
1. La ruptura de relaciones diplomáticas entre

las partes en un tratado no afectará a las relaciones
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jurídicas establecidas entre las mismas por el
tratado.

2. ,Sin embargo, tal ruptura de las relaciones
diplomáticas podrá invocarse como motivo para
suspender la aplicación del tratado, si de ello re­
sultare una falta de las vias necesarias para su
ejecución.

3. Si, en las condiciones estipuladas en el ar­
ticulo 46, la falta de tales vías no afectare más que
a determinadas cláusulas del tratado, la ruptura
de las relaciones diplomáticas sólo podrá invocarse
como motivo para suspender la aplicación de dichas
cláusulas.

Comcntario

1) Este articulo se rcfier~ exclusivamente a la situa­
ción que se plantea cuando se rompen las relaciones di­
plomáticas entre dos partes en un tratado. sea éste bila­
teral o mnltilateral, entre las que han existido antes
relaciones diplomáticas normales. Por las razones ex­
puestas en el p¡irrafo 14 del iuforme de la Comisión
correspondiente a 196382, la cuestión de los efectos en
los tratados de la ruptura de hostilidades - lo que evi­
dentemente puede ocurrir cuando se han roto las rela­
ciones diplomáticas - no se incluye en el proyecto de
artículos sobre el derecho de los tratados. Por 10 mismo,
cualquier problema que pueda plantearse en la esfera
de los tratados. debido a la falta de reconocimiento de
un gobierno, no parece que deba figurar en una <:ntlll­
ciación del derecho general dt: los tratados. Se conSIdera
más apropiado tratar esos problemas en el contexto de
otros temas con los que guardan estrecha relación, tales
como la sucesión de Estados y Gobiernos, tema que se
excluye del presente estudio por las razones. q~te antes
se indican en el párrafo 18, o el reCOnOCll111ento de
Estados y Gobiernos, materia que, en 1949, la Comi­
sión decidió incluir en su liHta provisional de temas
escogidos para su codificación1l3•

2) La tesis general según la cual la ruptura de rela­
ciones diplom;'iticas no da~lugar por sí sola a la extinción
de las obligaciones convencionales entre los Estados
goza de amplio apoy08". L1 propia Comisión, en 1963,
no era partidaria de tratar esa cuestión en el contexto
de la extinción de los tratados (697a. sesión, párr. 56),
y esa actitud está en consonancia con la de muchos au­
tores que no incluyen la ruptura de relaciones diplomá­
ticas al estudiar las causas que permiten poner fin a los
tratados o suspender su aplicación85. El hecho de que
la ruptura de relaciones diplomáticas en sí misma no
altere la aplicación de las normas jurídicas referentes
a otros aspectos de las relaciones internacionales se reco­
noce, claro está, en el apartado 3 del articulo 2 de la
Convención de Viena sobre relaciones consulares de
1963 (AjCONF.25j12), segtm la cual "la ruptura de

82 Doculllentos Oficiales de la Asamblea General, decimodavo
período de sesiones, Sll.p/emetlto No. 9 (A/5509), capítulo II.

sa Yearbook o/ the brternational Law Commission, 1949, pág.
281.

84 Véa5:l Sir Gerald Fitzmaurice,. Segundo itl/orme sobre el
Dereclro de los Tratad~s (A/CN.4/107), apartado iii) del pá­
rrafo 2 del artíctiJo 5, y párrafo 34 del comentario, Atwario
de la Comisió'l de Dereclro Internacional, 1957, vol. II, pág.
46' v CllClrto inforllle sobre el Derecllo de los tratados (A/
CN.4/120), artículo 4, AmUlrio de lel ComisiólI de Dereclro
Intcrnacional, 1959, vol. n, pág. 59.

8[\ En esta categoría figuran: Ch. Rousseau, Principcs géné­
rall.t' dll droit intertlatiotlal fntblic, tomo 1 (1944); la Academia
de Ciencias de la URSS, Jnstituto de Estado y de Derecho,
Dereclro brtcrtr(lcirmal (1961); el American Law Institute, Re­
statelllcllt 01 tlle /.m/J, Tlle Poreigll Relatiolls Law o/ tire
United States, proyecto presentado oficialmente (1962).



relaciones diplom{lticas no entrañará, 'ipso facto, la
ruptura de relaciones consulares"; en tanto que la Con­
vención <lc Viena sobrc relaciones diplonui.ticas de 1961
conticne un articulo - artículo 45 -, que se reficre
concretamente a los derechos y obligacioncs de las
partcs Cn caso de rompersc las relaciolies diplomMicas.
Parcce, pucs, corrccto afirmar que en principio el mero
hccho dc rompcr relaciones diplom¡i.ticas no es obstáculo
para que siga cn vigor el tratado ni para quc subsista
la obligación que inclllllbc a las partes de aplicarlo de
con formidad con cl principio pacta SIWt sel"'mllda.

3) Por otra partc, los efectos de la ruptura de las
relaciones diplomáticas sobre la aplicación dcl tratado
dcbcn considerarse a la luz de hts decisiones ya adop­
tadas por la Comisión acerca de la cxtinción de los tra­
tados y la suspcnsión de su aplicación. En aquellos casos
en que la ejecución del tratado depende de que se
mantengan sin interrupción las relaciones diplomáticas
entre las partes se plantea claramente la cuestión de la
cxtinción del tratado o de la suspensión de su aplica­
ción86• Se sugiere a vcces que en la práctica las difi­
cultades de cumplimicnto del tratado pued~n resolverse
acudiendo a los buenos oficios de otro Estado o desig­
nando un Estado protector. Sin duda ello será posible
en muchos casos, pero un Estado no tiene ninguna obli­
gación de aceptar los buenos oficios de otro Estado ni
de reconocer la designación de un Estado protector en
el caso de una ruptura de relaciones diplomáticas; y en
los artículos 45 y 46 de la Convención de Viena de 1961
sobre relaciones diplomáticas se requiere expresamente
en ambos casos el consentimiento del Estado receptor.
Por añadidura, esa Convención no define qué problemas
caen dentro del ámbito de la protección de los intereses
de un tercer Estado. En consecuencia, parece necesario
reconocer que, debido a la ruptura de relaciones diplo­
máticas, pueden sobrevenir situaciones que hagan im­
posible la ejecución y que motiven la suspensión tem­
poral de la aplicación del tratado.

4) La Comisión reconoció, pues, que. si la ruptura
de relaciones diplomáticas no ponía término por si
misma a las relaciones convencionales, podía sin em­
bargo producir situaciones que hicieran imposible la
ejecución y que motivaran la suspensión temporal <te
la aplicación del tratado. Algunos miembros de la
Comisión estimaron que,. como la ruptura de relaciones
diplomáticas denota una situación anormal en las rela­
ciones políticas entre los dos Estados interesados, podría
encontrarse también en la naturaleza del tratado un
criterio para determinar su vigencia; la aplicación de
determinados tratados sería, a juicio de esos miemhros,
incompatible con la ruptura de relaciones diplomúticas.
Sin embargo, prevaleció la opinión de que la situación
era análoga a la prevista en el párrafo 2 del artículo 43
y en el articulo 54 de la parte n, que se refieren res­
pectivamente a la supervivencia de una situación que
hace imposible la ejecución y las consecuencias jurídicas
de la suspensión de la aplicación de un tratado.

5) En el párrafo 1, por consig'uiente. se establece.
siguiendo la redacción del apartado b) del párrafo 1
del artículo 54, que la ruptura de relaciones diplomáticas
no modificará las relaciones jurídicas establecidas por el
tratado entre. las partes. En cl texto inglés. se ha pre­
ferido utilizar la expresión se've/'ance of diplolllalic
relafions, que figura en el Artículo 41 de la Carta y
en el apartado 3) del artículo 2 de la Convención ele

86 Harvard I~..w School, Rcscm'clr in Illfc/'lIafiollal Law,.
Parte In, Law 01 Trcafics, págs. 1055 a 1066. Y véase también,
L<>rd McNair, LC/'Il.fJ of Trcatics (1961), págs. 672 a 676.
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Viena sobre relacioncs consulares de 1963, en lugar de
la expresión breaN1lg off of diplomatic ra!atimls, que
se utiliza en el artículo 45 de la Convención de Viena
sobre rclaciones diplomáticas de 1961. En el párrafo 2
se cstahlece quc la ruptura de relaciones diplomáticas
podr¡\ invocarse como motivo para suspender la aplica­
ción del tratado, pero sólo si de ello resultare una falta
dc medios nccesarios para su aplicación-sobre todo
cuando la aplicación dcl tratado dependa de la existen­
cia de vías diplom¡i.ticas. En el p¡\rrafo 3 se aplica el
principio de la divisibilidad de las disposiciones de un
tratado. tal como consta en el artículo 46 de la parte n,
a los casos de ruptura dc las relacioncs diplomáticas.
En otras palabras, si la falta de relaciones diplomáticas
impide la ejecución únicamente de una disposición
determinada que sea divisible del resto dcl tratado, sólo
qucdará suspendida, por la ruptura de relaciones diplo­
m{lticas. la aplicación de esa disposición.

SECCION n. MOnlFICACION m: LOS TRATADOS

Articulo 65

Procedimiento de modificación de los tratados

Un tratado podrá ser modificado por acuerdo
entre las partes. Si ese acuerdo reviste la forma
escrita, se aplicarán las normas contenidas en la
Parte 1, salvo que el tratado o las normas estable­
cidas en una organización internacional no dispon­
gan otra cosa.

A!'tículo 66

Modificación de los tratados multilaterales

1. Cuando se proponga la modificación de un
tratado multilateral con referencia a todas las
partes en el mismo, cada una de ellas tendrá de­
recho a recibir notificación de tal propuesta y,
salvo 10 estipulado en el tratado o en las normas
establecidas en una organización internacional, a:

a) Tomar parte en la decisión acerca de las
medidas que en su caso hubieren de adoptarse al
respecto;

b) Participar en la celebración de cualquier
acuerdo que tenga por objeto modificar el tratado.

2. Salvo que el tratado o las normas establecidas
en una organización internacional no dispongan
otra cosa:

a) Un acuerdo que modifique un tratado no
obliga a aquellas partes en el mismo que no lle­
garen a ser partes en el nuevo acuerdo;

b) Los efectos del acuerdo que modifique el tra­
tado se regirán por el artículo 63.

3. Una parte en un tratado no podrá alegar que
la ,aplicación de un acuerdo que 10 modificare, entre
aquellos Estados que hubieren llegado a ser partes
en tal acuerdo, constituye una violación del tra­
tado, si dicha parte firmó el texto del acuerdo que
modificó dicho tratado o de otro modo indicó cla­
ramente que no se oponía a tal modificación.

eomeJltario

1) En los artículos adoptados por la Comisión figuran
cierto número de normas que en un aspecto u otro
tocan la cuesión de la modificación de los tratados. El
derecho de denuncia o retirada, a que se refieren los
artículos 38 y 39, brinda a una de las part~s l~ pQ~i-



bilidad de hacer presión para que se modifique o revise
un tratado que considere anacrónico o defectuoso. Las
disposiciones de los articulas 43 y 44, relativas a la
posibilidad de poner fin a ciertas chíusulas del tratado
por haber sobrevenido una situación que impide ejecu­
tarlas o haberse producido un cambio fundamental
en las circunstancias, pueden, en virtud del principio
de divisibilidad establecido en el artículo 46, dar lugar
a la modificación de un tratado. En el párrafo 1 del
artículo 58 se protegen los derechos adquiridos por un
Estado en virtud de un tratado contra la posibilidad de
que sean modificados por un tratado posterior, salvo
que ese Estado sea parte en este último tratado o haya
dado su consentimiento a la modificación. En el artículo
61 se prevé la posibilidad de que en ciertos casos espe­
ciales un Estado que no es parte en un tratado tenga
derecho a que se le consulte cuando se quieran modificar
determinadas disposiciones que le confieren derechos.
Aún mayor importancia revisten, sin embargo, los ar­
ticulas 41 y 63, relativos a los efectos de un tratado
posterior en un tratado anterior relativo a la misma
materia, pues ésta es precisamente la situación que se
plantea cuando todas las partes en el tratado anterior
o algunas de ellas concluyen un nuevo tratado con
objeto de modificar o revisar el primera. En el artículo
41 se prevén casos en que el tratado anterior llega
implícitamente a su término, y en el articulo 63 se prevé
la prioridad relativa de ambos tratados con respecto a
todas las partes en ellos, en aquellos casos en los que
el tratado anterior no ha de considerarse extinguido en
virtud del artículo 41.

2) Algunos de los aspectos de fondo de la modifica­
ción de los tratados se estudian en gran parte en los
artículos mencionados; y, además, como el instrumento
para efectuar la modificación deliberada de un tratado
es un nuevo tratado, los aspectos formales están pre­
vistos en gran parte en las disposiciones de la Parte I,
relativa a la conclusión, entrada en vigor y registro de
los tratados. La única cuestión, pues, que la Comisión
había de determinar era la de saber si hay normas que
se refieran de modo específico a la modificación de los
tratados y que deban figurar en el proyecto de artículos.

3) La mayoría de los juristas opinan al parecer que,
aunque sea con.veniente establecer procedimientos regu­
lares para la modificación de los tratados, esa modifica­
ción sigue constituyendo ante todo una cuestión política.
En un manual moderno se dice, por ejemplo:

"Desde el punto de vista jurídico es poco lo que
puede decirse de la revisión de los tratados. Ocurre
con frecuencia que un cambio en las circunstancias
induzca a un gobierno a acceder por motivos políticos
a la petición de otro gobierno que quiere poner tér­
mino a un tratado y revisarlo teniendo en cuenta
nuevas circunstancias. Pero, en principio, ningún
Estado tiene derecho a exigir la revisión de un tra­
tado si no existe una disposición al efecto en ese tra­
tado o en cualquier otro tratado en el que tal Estado
sea parte; un tratado revisado es un nuevo tratado, y
con esa misma salvedad, ningún Estado está obligado
jurídicamente a concluir un tratado.

"Por consiguiente, la revisión de un tratado es
asunto de orden político y diplomático ..."87

También han destacado el carác.ter político del pro­
cedimiento de revisión los miemf~rQs de una Comisión
del Instituto de Derecho Internacional que en 1960

87 Lord MacNair, Law 01 Trcaties (1961), pág. 534.

examinó la modificación de tratados colectivos88• Los
miembros de esta Comisión pusieron de relieve la
importancia de incluir en los tratados multilaterales
disposiciones jurídicas adecuadas con objeto de facilitar
su modificación en el porvenir, pero se resistieron a
reconocer la existencia en derecho internacional de
normas específicas sobre el procedimiento de modifica­
ción. En el artículo 19 del Pacto de la Sociedad de las
Naciones se estipulaba que "la Asamblea General podr{l
en cualquier tiempo invitar a los miembros de la
Sodedad a que procedan a un nuevo examen de los
tratados que hayan dejado de ser aplicables, asi como
de las situaciones internacionales cuyo mantenimiento
pudiera poner en peligro la paz del mundo". Sin em­
bargo, a pesar de lo mucho que se habló y escribió
durante el periodo de la Sociedad de las Naciones acerca
de la importancia de prever la revisión pacifica de tra­
tados anacrónicos o lesivos, el articulo 19 fue, práctica­
mente, letra muerta. En cuanto a la Carta, si bien el
Artículo 14 incluye una disposición general en virtud de
la cual la Asamblea General puede recomendar medidas
para el arreglo pacifico de cualesquiera situaciones, sea
cual fuere su origen, no se menciona en parte alguna la
revisión de los tratados en cuanto función específica de
las Naciones Unidas89•

4) Por otra parte, el desarrollo de la organización
internacional y la enorme proliferación de los tratados
multilaterales han repercutido de modo considerable
sol)re el proceso de modificación de los tratados. En pri­
mer lugar, la modificación de muchos tratados multi­
laterales es hoy en día asunto de la competencia de una
organización internacional. Así ocurre evidentemente
cuando el tratado es el instrumento constitutivo de una
organización o cuando el tratado, como los convenios
internacionales del trabajo, se formula en el seno de una
organización. Pero también sucede asi hasta cierto punto
cuando el tratado se concluye bajo los auspicios de una
organización y la secretaría de ella queda designada
depositaria para la ejecución de las disposiciones de pro­
cedimiento. En todos esos casos, la elaboración de un
instrumento de modificación ya no puede ser obra
exclusiva de algunas Potencias y queda automática­
mente incorporada a las actividades de la organización
o a las funciones del depositario. Como consecuencia de
ello, queda garantizado el derecr.o de cada una de las
partes a ser consultada respecto a la modificación o la
revisión del tratado. En segundo lugar, la proliferación
de los tratados multilaterales ha pnesto cada vez más de
relieve la importancia de prever p:)r anticipado, en el
tratado mismo, la posibilidad de su modificación en el
futur09o• En tercer lugar, el aumento de los tratados
multilaterales con un gran número de partes ha hecho
virtualmente imposible que el proceso de modificación
de los tratados se limite a las modificaciones puestas en
vigor por acuerdo concluido entre todas las partes en el
tratado original, y ha hecho que se extienda la práctica,
sobre todo en el caso de convenciones técnicas, de poner

88 Véase Atlll1laire dc l'[nstitut dc droit illtcnl<ltional, vol.
49, Tomo 1 (1961), págs. 229 a 291.

89 A este propósito se recuerda que la Comisión sugirió en
su decimoquinto período de sesiones, celebrado en 1963, que la
Asamblea General adoptase las medidas necesarias para iniciar
un examen de los tratados multilterales generales concertados
bajo los auspicios de la Sociedad de las Naciones a fin de deter­
minar las medidas que fueran necesarias para adaptarlos a las
condiciones actuales. DoclllllClltos Oficialcs de la. Asamblea Ge­
neral, decimoctavo período dc scsiones, S11.plCItlCllto No. 9 (Al
5509), párr. 50, e).

00 Annflaire de ['[nstitut dc droit itlternational, vol. 49, Tomo
1 (1961), págs. 95 a 153.
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en vigor acuerdos relativos a la modificación d~ los
tratados entre los Estados que están dispuestos a aceptar
la modificación) dejando nI mismo tiempo (:n vigor el
régimen existente con respecto a las demás partes en el
tratado anteriorll1• Así) en 1906) el Convenio de Ginebra
de 1864 para mejorar la situación de los heridos en los
ejércitos en campaña fue revisado por un nuevo Con­
venio en el que se declara expresamente que éste, una
vez ratificado debidamente) vendrá a sustituir al Con­
venio de 1864 en las relacioncs entrc los Estados
contratantes) pcro que el Convenio de 1864 seguirá
aplicándose a las relaciones entre las partes en este
Convenio que no ratifiquen el nuevo Convenio. Una
disposición similar figura en el Convenio de La Haya de
1907 sobre el derecho y los usos de la guerra terrestre,
que revisó el anterior Convenio de 1899. Existen mu­
chos ejemplos posteriores de ese mismo método) en
particular los protocolos de las Naciones Unidas en
que se revisan ciertos convenios de la Sociedad de las
Naciones.

5) Algunos tratados contienen cláusulas relativas a la
modificación de los tratados y cláusulas relativas a la
revisiónll2 ; el primer término se utiliza cuando se trata
de cambiar disposiciones diversas del tratado y el se­
gundo cuando se trata de cambiar el tratado en su
totalidad. Estos términos ofrecen ciertas ventajas, pero
en la. práctica de los Estados no se encuentra una uni­
formidad en su aplicación y no parece que exista nin­
guna diferencia en los procedimientos jurídicos seguidos
en la materia. La Comisión consideró suficiente, pues)
hablar en los presentes artículos de "modificaciónu

) por
ser un término que abarca tanto la modificación de
disposiciones particulares como la modificación general
de todo el tratadolls• Por lo que se refiere al término
"revisión", la Comisión reconoció que es el término
que suele encontrai:se en la práctica de los Estados y
que se emplea también en algunos tratados. No obs­
tante, teniendo en cuenta los matices que solian ir
asociados a la frase "revisión de los tratados" en el
período que precedió a la segunda guerra mundial, la
Comisión prefirió utilizar el término "modificaciónu

(en inglés amelldment). En el texto inglés del articulo
69, relativo a los acuerdos i1lter se, se utiliza la palabra
modificaHon, que es más general, para referirse a
transacciones qtt'.~ sólo cambian el tratado en las rela­
ciones entre algunas de las partes.

6) En la formulación de las cláusulas de modificación
que se encuentran en los tratados multilaterales hay una
gran variedad, como se desprende de los ejemplos
citados en el Halldbook oi Filial Clauscs94 y de un
análisis reciente de las cláusulas de revisión que figuran
en un informe del Instituto de Derecho Internacional9ó•

A pesar de esta variedad, muchas de las cláusulas de
modificación distan mucho de abarcar íntegramente los
aspectos jurídicos de la revisióntl6• Por ejemplo, en
algunas únicamente se especifican las condiciones que
han de concurrir para que se pueda presentar la pro­
puesta de modificación, sin que se señale el proce­
dimiento que se ha de seguir para el examen de esa
propuesta. En otras, aun cuando se prevé también el

91 E.C. Hoyt, TlIe Ullal~illli/)I RII/e i,¡ t/w Revision 01 Trea/ies
(1959), págs. 28 a 51.

Il:l Artículos 108 y 109 de la Carta; véase también Halldbook
of FillOl G/alises (ST/LEG/6), págs. 130 y 150.

9S El Capítulo XVIII de la Carta se titula "Reformas"; el
Artículo 109, en cambio, habla de "revisar" la Cart:l.

94 ST/LEG/6, págs. 130 a 152.9" E. Giraud, AllIlIUlire de I'blS/itltt de droit interlla/iolla/,
vol. 49, Tomo I (1961) págs. 95 a 103.

96 C.W. ]enks, ibid., págs. 254 a 264.
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procedimiento para examinar la propuesta, no se de­
terminan las condiciones necesarias para la aprobación
o la entrada en vigor de una modificación, ni se definen
con exactitud los efectos que ello tenga para las partes
en el tratado existente. Entre las cláusulas sobre la
aprobación )' entrada en vigor de una modificación o
revisión) algunas exigen que ésta sea aceptada por todas
las partes en el tratado, pero muchas consideran sufi­
ciente un cierto tipo de mayoría calificada. En general)
la diversidad de las cláusulas hace que sea difícil de­
ducir de la práctica la formación de normas consue­
tudinarias sobre la modificación de los tratados multi­
laterales; y la Comisión no consideró, pues, que fuera
oportuno tratar de formular un código general de nor­
mas relativas a la modificación de los tratados. En cam­
bio, la Comisión estimó que seria conveniente que en el
proyecto de articulos se enunciaran ciertas normas gene­
rales relativas al proceso de modificación y a la utiliza­
ción de los acuerdosillter SC'. Estas normas genera)~s

figuran en los dos articulos que aquí se estudian y en el
articulo 67; el artículo 68 se refiere a algunos casos
especiales de modificación de los tratados.

Artículo 6S

7) El artículo 65 determina cómo se efectúa la mo­
dificación de un tratado: un tratado puede ser modifi­
cado por acuerdo entre las partes )', si el acuerdo es
por escrito, se aplican a él las normas enunciadas en la
Parte J, salvo cuando el tratado o las normas estable­
cidas de una organización internacional prevén otra
cosa. Teniendo en cuenta la práctica moderna de mo­
dificar los tratados multilaterales por medio de otro
tratado multilateral que entra en vigor para los Estados
que lo ratifican o que llegan a quedar vinculados por él
de otro modo, la Comisión no especificó que el acuerdo
tiene que ser concluido entre todas las partes, como en
el caso previsto en el artículo 40, cuando se va a poner
fin a un tratado. Consideró la Comisión que el proce­
dimiento para la adopción del texto y la entrada en
vigor del acuerdo relativo a la modificación deben
regirse por los artículos 6, 23 Y 24 de la Parte 1. Por
otra parte, la Comisión procuró señalar en el artículo 66
reglas estrictas que garanticen el derecho de cada parte
a participar en el proceso de la modificación del tratado.
La modificación de un tratado se efectúa normalmente
mediante la conclusión de otro tratado por escrito. No
obstante, la Comisión reconoció que la modificación se
efectúa a veces por medio de un acuerdo verbal o por
medio de un acuerdo al que se llega tácitamente en la
aplicación del tratado. En consecuencia, al señalarse
en el artículo 65 que se aplican a los acuerdos relativos
a la modificación las normas de la Parte 1 relativas a
la conclusión, entrada en vigor y registro de los tra­
tados, se exceptúan de esa disposición los acuerdos ver­
bales en vista de que no están comprendidos en tales
normas. Además, se califica esa disposición con la cláu­
sula "salvo que el tratado o las normas establecidas en
una organización internacional dispongan otra cosa".
Con esta salvedad se quiere tener en cuenta, en primer
lugar, la práctica cada vez más extendida de incluir
en los tratados multilaterales disposiciones especiales
relativas a su modificación posterior y, en segundo
lugar, al hecho de que el instrumento constitutivo de
muchas organizaciones internacionales o la práctica
establecida por las mismas establecen normas especiales
relativas a la modificación, ya sea del instrumento cons­
titutivo, ya sea de los tratados celebrados en el seno
de la organización.



ArffCl410 66

8) Este articulo se refiere al complejo proceso de
la modificación de los tratados multilaterales. L"l Co­
misión consideró la posibilidad de formular una norma
destinada expresamente a los tratados bilaterales, pero
llegó a la conclusión de que una norma de ese tipo no
tendría ninguna utilidad. Cuando sólo intervienen dos
partes, la cuestión que se plantea es esencialmente de
negociación y acuerdo entre ellas, y las normas con­
tenidas en las Partes 1 y 11 parecen suficientes para
regular el procedimiento y proteger las posiciones de
las distintas partes. Además, si bien la Comisión opi­
naba que una parte tiene cierta obligación, impuesta
por la buena fe, de tener debidamente en cuenta una
propuesta de la otra parte relativa a la modificación
del tratado, consideró que sería dificil formular ese
principio como norma de derecho sin dar con ello opor­
tunidad a denuncias arbitrarias de los tratados con el
pretexto de que la otra parte no ha tenido debidamente
en cuenta una propuesta de modificación.

9) El articulo 66 se refiere tmicamente a la modifi­
caciÓn stricto se,¡su de Jos tratados multilaterales, es
decir, a la operación que tiene por objeto alterar las
disposiciones de un tratado con respecto a todas las
partes en él. La intención es celebrar un acuerdo entre
las partes en general que tiene por objeto modificar
la aplicación del tratado entre todas ellas y no concluir
un acuerdo únicamente entre algunas de las partes des­
tinado a modificar la aplicación del tratado en las rela­
ciones de esas partes entre sí únicamente. L"l Comisión
reconoció que no es raro que un instrumento de modi­
ficación celebrado entre las partes entre en vigor sola­
mente con respecto a algunas de ellas debido a qu~ las
otras partes no proceden a la ratificación, aceptación o
aprobación del instrumento. No obstante.. la. Comisión
consideró que hay una diferencia esencial entre los
acuerdos que tienen por objeto modificar un tratado
entre las partes en general y los acuerdos destinados
ab initio a modificar la aplicación del tratado en las
relaciones entre algunas de las partes únicamente, esto
es, con carácter de acuerdos inter se. Aunque un ins­
trumento para la modificación entre las partes en gene­
ral puede igualmente llegar a aplicarse únicamente
entre algunas de las partes, la Comisión consideró que
debe hacerse una distinción clara entre el proceso de
modificación stricto sensft y los acuerdos 'inter se por
los que se modifica la aplicación del tratado entre un
reducido número de partes. Por esta razón los acuerdos
inter se. se estudian separadamente en el articulo 67..
Y en la frase inicial del articulo 66 se señala que la
disposición se refiere solamente a las propuestas de
modificación del tratado para todas las partes.

10) En el párrafo 1 se establece que toda parte en
un tratado multilateral tiene derecho a ser informada
de toda propuesta que tenga por objeto la modificación
de ese tratado, a tomar parte en la decisión acerca de
las medidas que en su caso deban tomarse con respecto
a la propuesta y a participar en la celebración de cual­
quier acuerdo que tenga por objeto modificar el tratado.
En el pasado, los tratados han sido a menudo objeto
de modificación o revisión por algunas dt.' las partes
sin consultar a las demás97• Ello ha inducido a un autor

97 Son ejemplos bien conocidos los Convenios de 1923, 1928
y 1956 sobre el estatuto de Tánger, la revisión de las Actas de
Berlín (1885) y Bruselas (1890), el tratado de Sto Germain,
la revisión del tratado de Lattsanne (1923) y la Convención de
Montreux (1936).
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contemporáneotl8 a decir que: "Las partes en un tra­
tado, si bien tienen que ser consultadas para quedar
obligadas por un nuevo acuerdo, no gozan de un de­
recho de carácter general para participar en todas las
negociaciones relativas a la revisión. La cuestión de
qué Estados deben ser invitados a asistir a las delibe­
raciones relativas a la revisión tiene un carácter más
bien práctico que jurídico". Abundando en esta opinión,
otro tratadista99 ha dicho: "La práctica no indica que
todas las partes en un tratado anterior gocen de un
derecho de carácter general a participar en las nego­
ciaciones relativas a la revisión, si bien no pueden estar
obligadas por un nuevo tratado que se haya celebrado
sin su participación o consentimiento". Otro autor mo­
dernoloo ha llegado independientemente a una conclu­
sión análoga: "No existe, pues, obligación jurídica
alguna de convocar a todas las partes originarias a
una conferencia preparatoria de un nuevo tratado. Si
existiese una regla semejante, sería, sin duda, un ins­
trumento poderoso para evitar los conflictos; seria
asimismo un factor temible de estancamiento". La Co­
misión, aun cuando reconoce que han sido hastante
corrientes los casos en que las distintas partes en un
tratado han dejado de ser consultadas sobre su revisión,
no estima que la práctica de los Estados conduzca a
la conclusión a que han llegado los autores citados ni
que la opinión expresada por ellos deba ser la que
adopte la Comisión.

11) Si bien a veces un grupo de partes ha conse­
guido llevar a efecto una modificación del régimen
de un tratado sin consultar a las demás partes, tam­
bién ha ocurrido que los Estados que se han quedado
al margen de esa transacción hayan reaccionado, de­
nunciando el hecho de que no se les haya consultado
como una violación de los derechos que en calidad de
partes les corresponden101• Además, se han dado tam­
bién muchos casos en los que, como cosa natural, se
ha consultado a todas las partes. La negativa de con­
sultar a una parte o varias partes determinadas ha sido
normalmente una decisión política, adoptada por razo­
nes políticas, y ha quedado sin resolver la cuestión
de saber si esta actitud se hallaba jurídicamente justi­
ficada. La Comisión, no obstante, considera que la
naturaleza misma de la relación jurídica establecida por
un tratado exige que deba consultarse a todas las partes
con respecto a cualquier modificación o revisión del
tratado. El hecho de que esto no siempre haya ocurrido
en el pasado no es razón suficiente para destacar un
principio que parece emanar directamente de la obli­
gación asumida por las partes de ejecutar el tratado
de buena fe. Cabe que existan circunstancias especiales
en que sea justificable no convocar a consulta a una
parte determinada, como en el caso de un agresor.
Sin embargo, se cree que la regla general consiste en
que toda parte tiene derecho a ser llamada a consulta
con respecto a una modificación del tratado; y el pá­
rrafo 1 del articulo 66 enuncia en este sentido la norma
de derecho.

12) El apartado a) del párrafo 2 es una aplicación,
a los instrumentos de modificación, de la norma ge­
neral prevista en el articulo 58 de que un tratado no

98 E. C. Hoyt, TlIe Ullallimity Rule in tIJe Revision 01 Trea­
ties (1959), pág. 250.

99 P. C. Jessup, en un prefacio al libro de E. C. Hoyt, pág.
VII.

100 Jean Leca, Les teclmiqltes de rroisiotl des cotl'vClltions
illterllatiotlales (1961), pág. 204.

101 Por ejemplo, Italia, la Unión Soviética, Suecia y España
en diversos momentos con respecto a la revisión de uno de los
tratados relativos a Tánger.



impone ninguna obligación a un Estado que no es parte
en él. De todos modos, sin este párrafo, quedaría sin
decidir la cuestión de si por su naturaleza misma un
instrumento en que se modifica un tratado anterior
tiene efectos jurídicos para las partes en ese tratado.
Además, la norma general establecida en el articulo 58
es reemplazada a veces por una disposición distinta
establecida en el tratado original o por una norma con­
traria aplicable a tratados concluidos con una deter­
minada organización internacionaPO:l. El articulo 3 de
la Convención de Ginebra sobre. transporte por carre­
tera (1949), por ejemplo, establece que toda modifi­
cación aprobada por una mayoría de dos tercios de
una conferencia entrará en vigor para todas las partes,
salvo para las que manifiesten en una declaradun que
no aprueban la modificación. En el articulo 16 de la
Convención internacional para facilitar el paso de fron­
teras a las mercaderías transportadas por ferrocarril
se prevé que las modificaciones entrarán en vigor para
todas las partes, salvo cuando se opongan a esas mo­
dificaciones un tercio por 10 menos de las partes. El
artículo 52 del instrumento constitutivo de la OCMI
contiene una disposición parecida a la de la Con­
vención sobre transporte por carretera, 10 mismo que
el articulo 22 de la Constitución de la üMS, en 10 que
respecta a la reglamentación aprobada por la Asamblea
de la üMS. Por consiguiente, en el apartado a) del
párrafo 2 se indica que un instrumento de modificación
no obliga a una parte que no haya pasado a ser parte
en ese instrumento, salvo que se haya previsto otra
norma en el tratado o en las normas establecidas de
una organización internacional. El apartado b) del pá­
rrafo 2 estabiece luego que los efectos jurídicos de los
acuerdos por los que se modifica un tratado se rigen
por las normas relativas a la aplicación de tratados
que contienen disposiciones incompatibles, establecidas
en el artículo 63. Como ya se ha señalado antes, con
arreglo a la práctica moderna en materia de tratados,
n0 es raro que un acuerdo de modificación no sea rati­
ficado por todas las partes en el tratado. En ese caso,
existirán al mismo tiempo dos tratados cuyas disposi­
ciones e.~ hypothesi son incompatibles y cuyas partes
no son idénticas. Esta es precisamente la situación a
la cual son aplicables los párrafos 4 y S del artículo 63.
Por otra parte, si todas las partes en el tratado pasan
a ser partes también en el acuerdo relativo a su mo­
dificación, entonces el caso queda comprendido en las
disposiciones del párrafo 3 de ese artículo.

13) El párrafo 3 se refiere a los casos, menciona­
dos en los párrafos anteriores como práctica común,
en que un acuerdo, concertado con objeto de modificar
un acuerdo bilateral entre las partes en general, es rati­
ficado por algunas de ellas y no entra en vigor para
las demás. En principio - y esto se reconoce en el
artículo 63 - cuando ios Estados celebran tratados
cuyas disposiciones son incompatibles con las obliga­
ciones cont~aídas en virtud de un tratado anterior.
puede suscitarse una cuestión de responsabilidad dei
Estado. En cambio, si una parte, después de haber con­
sultado debidamente conforme a lo previsto en el pá­
rrafo 1 del presente artículo acerca de una propuesta
para modificar el tratado, firma después el texto del
acuerdo de modificación o indica claramente de otro
modo que no se opone a la modificación, parece difícil
que luego tenga derecho a alegar que la entrada en vigor

lO:lVéasc el Halldbook 01 Filial C/auses (ST/LEG/6), págs.
135 a 148; E. Giraud, Alllluo'ire de ['[lIslilut de droit i'ller·
lIa.tiollal, vol. 49, Tomo 1 (1961), págs. 139 a 149.
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de la modificación entre los Estados que la han acep­
tado sea una infracción del tratado. Algunos miembros
de la Comisión vacilaron antes de enunciar una norma
especial sobre esta cuestión, y señalaron que cabía dejar
que la cuestión se resolviera en cada caso teniendo en
cuenta las circunstancias y atendiendo al principio ge­
neral 1Jcmo potcst vCllirc contra factuln propriltm. La
mayoría, no obstante, consideró que era conveniente
la inserción de una disposición expresa en vista de la
amplitud e importancia de la práctica moderna en virtud
de la cual un acuerdo de modificación de un tratado mul­
tilateral entra en vigor entre los Estados que 10 aceptan,
a la vez que el tratado inicial sigue en vigor sin modifica­
ciones para las relaciones entre los Estados que no han
pasado a ser parte en el instrumento de modificación. En
consecuencia, el párrafo 3 estahlece que la parte en un
tratado que firma el texto del acuerdo por el que se
ha modificado el tratado o que de otro modo indica
claramente que no se opone a la modificación, no puede
luego alegar una violación del tratado por el hecho
de que se haya puesto en vigor una modificación entre
las partes que han ratificado el instrumento de mo­
dificación. El objeto de esta disposición es formular
una norma que a juicio de la mayoría de la Comisión
refleje el sentir actual con respecto a dicha práctica
y proteger en esos casos la situación de las partes que
de buena fe ratifican el instrumento de modificación.
Esa disposición no afecta en ningún otro aspecto los
derechos de un Estado que no acepte la modificación.
El tratado sigue en vigor para dicho Estado sin mo­
dificaciones en sus relaciones con todas las partes ini­
ciales, entre ellas las que han aceptado la modificación.
Tal Estado puede todavía invocar los derechos que le
asistan en virtud del tratado anterior. Lo único que
no puede hacer es impugnar el derecho de las demás
partes a poner en vigor esa modificación en sus rela­
ciones entre sí.

Artículo 61
Acuerdos para modificar tratados multilaterales

,~xclusiva.'Tlente entre algunas de las partes

1. Dos o más partes en un tratado multilateral
podrán celebrar un acuerdo que tenga por objeto
modificarlo exclusivamente en sus relaciones
mutuas:

a) Si la posibilidad de un acuerdo de esta índole
estuviere prevista por el tratado; o

b) Si tal modificación:
i) No aÍectare al disfrute de los derechos

que a las demás partes les correspondan
en virtud del tratado o al cumplimiento
de sus obligaciones;

ii) No se refiriere a una disposición cuya
inobservancia fuere incompatible con el
logro efectivo del objeto y fin del tra­
tado en su conjunto; y

iii) No estuviere prohibida por el tratado.
2. ,Salvo en ,el caso previsto en el apartado a) del

párrafo 1, la cdebración de un acuerdo de tal natu­
raleza deberá ser notificada a todas las demás
partes en el tratado.

Comentarío
1) Este artículo, como ya se ha explicado en el

comentario a los artículos 65 y 66, no se refiere a la
"modificación" de los tratados sino a los "acuerdos
intcr se", es decir, a los acuerdos concluidos solamente



entre algunas de las partes en un tratado multilateral
y que tienen por objeto ab illitlo modificar ese tratado
entre esas partes únicamente. Es evidente que una ope­
ración por la que dos partes o un pequeño grupo de
partes se proponen modificar el tratado entre ellas
únicamente sin dar a las otras partes la opción de
participar en ella, pertenece a una categoría un tanto
distinta de la del acuerdo de modificación celebrado
entre las partes en general, aun en el caso de que en
definitiva no todas ellas lo ratifiquen. Es más probable,
en efecto, que el objeto de un acuerdo inter se y sus
efectos sean incompatibles con el objeto y el fi11 del
tratado. La historia ofrece cierto número de ejemplos
de acuerdos itlter se que han cambiado sustancialmente
el régimen del tratado y que se han impuesto por encima
de las objeciones de Estados interesados. No puede
haber tampoco duda alguna de que la aplicación, e
incluso la conclusión, de un acuerdoillter se incompa­
tible con el objeto y el fin del tratado puede plantear
una cuestión de responsabilidad del Estado.. Con arre­
glo al presente artículo, pues, la cuestión principal es
las condiciones con arreglo a las cuales pueden consi­
derarse admisibles los acuerdos ínter se.

2) El apartado Q.) del párrafo 1 enuncia en primer
lugar el principio obvio de que el acuerdo ínter se es
admisible si la posibilidad de un acuerdo de esa índole
está prevista por un tratado; en otras p~ras, si se
ha previsto en el tratado la posibilidad de~actar.on

exclusión de otras partes en el tratado. Luego, e' el
apartado b) del párrafo 1 se establece que los acuerdos
itlter se sólo son admisibles en los demás casos si con­
curren tres condiciones. L'l primera, que la modificación
no debe afectar el goce de los derechos o la ejecución
de las obligaciones de las demás partes; es decir, no
debe lesionar sus derechos ni acrecentar sus obliga­
ciones. En segundo lugar, no debe referirse a una dis­
posición cuya inobservancia sea incompatible con la
ejecución efectiva del. objeto y el fin del tratad?; por
ejemplo, un acuerdo mter se por el que se modifiquen
disposiciones sustantivas de 1m tratado de desa:me o
de neutralización sería incr '1patible con su objeto y
su fin y no sería admisible con arreglo al presente ar­
tículo. En tercer lugar, debe ser una modificación. que
no esté prohibida por el tratado, como ocurre, por eJem­
plo, en el caso de la prohibición de pactar con exclusión
de otras partes contenidas en el artículo 20 de la Con­
vención de Berlín de 1908 relativa a la protección de
la propiedad literaria. Estas condiciones no son alter­
nativas sino acumulativas. La segunda y la tercera de
ellas es cierto, coinciden hasta cierto punto ya que
puede decirse que un acuerdo ínter, se inc<;>n;pati.ble ~O!l
el objeto y el fin del tratado esta prohibido I1npltcI­
tamente por el tratado. De todos modos, la Comisi.ón
consideró que convenía enunciar separ~~~mente e.l prm­
cipio contenido en la ?egunda condlclOn; y ~I~mpre
es posible que las propias partes puedan prohibir ex­
plícitamente cualquier modificación .inter se, exc1uye.ndo
así incluso modificaciones secundarlas no comprendidas
en la segunda condición.

3) El párrafo 2 trata de ofrecer una protección más
a las partes contra las modificaciones del tratado qt~e

ilegítimamente efectúen algunas de las partes por mecho
de un acuerdo inter se. En virtud del párrafo 2, a menos
que el tratado mismo estipule la posibilidad de acuerdos
ínter se la conclusión de un acuerdo inter se por el
que se 'modifique un tratado multilateral únicamente
entre algunas de las partes tiene que ser notificado
a las demás partes. La Comisión opinó que esa noti-

ficación es necesaria para proteger debidamente los
derechos de las demás partes. Reconoció que, con el
tiempo, el acuerdo de modificación tiene que ser regis­
trado y publicado. Pero en la mayoría de los casos
transcurre bastante tiempo antes de que se efectúe la
"publicación" de un tratado en la Colección de Tra­
tados de las Naciones Unidas. Algunos miembros, en
efecto, habrían preferido redactar el párrafo 2 de modo
que se exigiera la notificación, no de la conclusión de
un acuerdo blter se, sino de toda propuesta que tenga
por objeto concluir un acuerdo de tal naturaleza. L'l
Comisión, no obstante, consideró que bastaba una
notificación en tiempo oportuno de la conclusión del
acuerdo.

Artículo 68
Modificación de un tratado por un tratado, una

práctica, o una norma consuetudinaria pos­
teriores
La aplicación de un tratado puede también ser

modificada:
a) Por un tratado posterior entre las partes

sobre la misma. materia, en la medida en que sus
disposiciones fl,.l'esen incompatibles;

b) Por la práctica seguida posteriormente por
las partes en la aplicaci6n del tratado cuando
denotare su acuerdo resp'~cto a una modificación
de las disposiciones del tratado o a una ampliación
del ámbito de su aplicación; o

c) Por la aparición posterior de una nueva
norma de derecho consuetudinario, obligatoria para
todas las partes, relativa a la materia objeto del
tratado.

Comentario

1) El artículo 68 se refiere a otros tres casos en
los cuales puede modificarse un tratado por consenti­
miento común de las partes. El apartado a) se refiere
al caso en que las partes concierten un tratado pos­
terior, que no esté expresamente destinado a modificar
el anterior, pero que se refiera al mismo asunto que
es objeto del tratado anterior y sea en cierto punto
incompatible con éste. Por ser expresión posterior
de la voluntad de las partes, el segundo tratado pre­
valece de conformidad con el párrafo 3 del artículo 63
en todos los asuntos respecto de los cuales las dispo­
siciones de los dos tratados no sean compatibles; así,
pues, el segundo tratado modifica implícitamente el
tratado anterior en la medida en que haya incom­
patibilidad.

2) El apartado b) se refiere al caso en que las
partes de común acuerdo aplican de hecho el tratado
de una manera incompatible con sus disposiciones.
Como se indica en el párrafo 13 del comentario al
artículo 69, la práctica seguida en la aplicación de un
tratado es de importancia decisiva para la interpreta­
ción del tratado cuando es constante, la siguen todas
las partes y denota el acuerdo común de ésta respecto
del sentido del tratado. Asimismo, una práctica cons­
tante, seguida por todas las partes y que denote su
acuerdo común en la aplicación del tratado de una ma­
nera diferente a la establecida por algunas de sus dis­
posiciones puede tener por efecto modificar el tratado.
En el asu~to del Templo de Preah Víhea.r103 , por ejem-

loa l.C.!. Rcports, 1962, pág. 6; véase Sir Gerald Fitzmaurice,
"The Law and Procedure oí The International Court of
Justice 1951-54", British Year Book 01 Intematiollal Law, vOl.
33 (1957), págs. 252 y 253.
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plo, la linea fronteriza establecida en la. práctica no
era compatible con el sentido corriente de los términos
del tratado y el efecto de la práctica seguida fue mo­
dificar el tratado. Asimismo, en un reciente arbitraje
entre Francia y los Estados Unidos sobre la interpre­
tación de un convenio relativo a servicios de transporte
aéreo, el tribunal, refiriéndose a la práctica seguida
por las partes, dijo:

"Este modo de proceder puede, de hecho, tenerse
en cuenta no sólo como un medio útil de interpretar
el convenio, sino también como algo más: es decir,
como una posible fuente de modificación posterior
derivada de determinados actos o actitudes, que se
hace sentir en la situación jurídica de las partes y
en los derechos que cada una pueda legítimamente
invocar."104

Y el tribunal consideró, de hecho, que el convenio había
sido modificado en determinado aspecto por la práctica
posterior. Aunque no siempre sea posible distinguir
claramente 10 que es interpretación de lo que es modi­
ficación de un tratado por la práctica posterior, desde
el punto de vista jurídico son dos procesos muy dis­
tintos. Por consiguiente. el presente artículo de la sec­
ción correspondiente a la modificación de los tratados
se refiere al efecto de la práctica posterior en la modi­
ficación de un tratado.

3) El apartado e) se refiere al caso en que apa­
rezca una nueva norma de derecho internacional con­
suetudinario que se refiere a la materia objeto del tra­
tado y que sea obligatoria para todas las partes. Si
ha de interpretarse un tratado con arreglo a las normas
generales de derecho internacional en vigor en la época
de su conclusión, para determinar el sentido de sus
términosl 05 tiene también, en cualquier otra época, que
aplicarse con arreglo al derecho en vigor en esa ~poca.

Así se infiere del principio del llamado derecho mter­
temporal que el Magistrado Huber definió en el asunto
de la Isla de Palmas, con referencia a la soberanía
territorial, del siguiente modo:

"El mismo pllncipio que somete el acto creador
de un derecho al ordenamiento jurídico vigente en
el momento en que nace el derecho, requiere que la
existencia de ese derecho, en otros términos su ma­
nifestación continua, se ajuste a las condiciones exi­
gidas por la evolución de las normas jurídicas."I06

En el derecho de los tratados esto sígnifica que para
la aplicación de un tratado en una época determinada
ha de tenerse en cuenta "la evolución del derecho".
Ya figura un ejemplo concreto de aplicación de ese
principio en el artículo 45 de la Parte JI, aprobado
en el decimoquinto período de sesiones y en virtud
del cual un tratado o alguna de sus disposiciones pue­
den resultar nulos debido a la superveniencia de una
nueva norma imperativa de derecho internacional. El
apartado e) del presente artículo enuncia la norma ge­
neral según la cual un tratado puede ser modificado
por la aparición de una nueva norma de derecho con­
suetudinario que altere el alcance o la ejecución de
sus disposiciones.

104 Dictado en Ginebra el 22 de diciembre de 1963, siendo
árbitros R. Ago (Presidente), P. Reuter y H. P. De Vries
(Texto mimeografiado de la decisión del Tribunal), págs. 104­
105).

105 Véase el apartado b) del párrafo 1 del articulo 69.
106 Reparts oi b¡terlla¡tiollal Arbitral Awards (1928), vol. n,

pág. 845.
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SECCION 111. INTERPRETACION DE LOS TRATADOS

Artículo 69

Regla general de interpretacion

1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe
y conforme al sentido corriente que se atribuye a
cada término:

a) En el contexto del tratado y habida cuenta
de su objeto y fin; y

b) Teniendo presentes las normas de derecho
internacional general que estuvieren en vigor en la
época de la celebración del tratado.

2. A efectos de su interpretación, se entenderá
que el contexto del tratado comprende además del
tratado mismo, incluidos su preámbulo y anexos,
cualquier otro acuerdo o instrumento relacionado
con él y que hubiere sido establecido o redactado
con motivo de su celebración.

3. Juntamente con el contexto del tratado se
tendrá en cuenta:

a) Todo acuerdo entre las partes sobre la inter­
pretación del tratado;

b) Toda práctica posterior en la aplicación del
tratado que evidencie claramente una interpreta­
ción concorde de todas las partes en el tratado.

Artículo 70

Otros medios de interpretacion

Se podrá acudir a otros medios de interpretación,
en particular a los trabajos preparatorios del tra­
tado y a las circunstancias de su celebración, para
verificar o confirmar el sentido que resultare de la
aplicación del artículo 69, o para determinar dicho
sentido cuando la interpretación del mismo dada
de acuerdo con el articulo 69 condujere:

a) A un sentido ambiguo u oscuro; o
b) A un resultado manifiestamente absurdo o

irrazonable habida cuenta del objeto y fin del
tratado.

Artículo 71

Términos con un sentido especial

No obstante 10 dispuesto en el párrafo 1 del
artículo 69, se podrá dar a un término un sentido
que no fuere su sentido corriente, si se establece
de modo concluyente que las partes tuvieron la
intención de darle dicho sentido especial.

Comentario

!) Algunas veces se ha puesto en duda la utilidad
e incluso la existencia de normas de derecho interna­
cional relativas a la interpretación de tratadosl 0 7• Pur
ejemplo, en un comentario sobre el derecho de los tra­
tados, se dice 10 siguiente:

"Parece evidente que el prescribir de antemano
reglas de interpretación rígurosas ... lleva consigo
un peligro que conviene evitar. En su contexto ...
esas reglas ... parecen muy razonables y convin­
centes. La dificultad, no obstante, consiste en que,
separadas de ese contexto, conservan todavía cierta
engañosa apariencia de verdad irrefutable y tienden,

107 Véase Harvard Law School, Research in b¡fematiollal
Law, Parte lII, Law oi Treaties (artículo 19), pág. 939.



como todas las máximas bien perfiladas, a quedar
grabadas en la mente. El peligro que ello tiene es
que puede ocurrir que el intérprete, versado en esas
reglas, dé comienzo a su tarea con ciertaS ideas pre­
com:ebidas en vez de acometerla con una disposicio¡~

de ánimo que le permita tener en cuenta todas las
pruebas que se le presenten. Eso es una idea equi­
vocada de la labor de la interpretación.

"L'l interpretación, bien entendida, no puede con­
siderarse como un proceso puramente mecánico que
cC'nsiste en deducir significados inevitables de las
palabras de un texto, ni en buscar y descubrir cierta
intención de lau partes, especificc'l y pree.'lCistente, con
respecto a todas las situaciones nacidas de un tra­
tado ... En la mayoría de los t.'lsos ..• la interpre­
tación supone dar un sentido a un· tc.xto; no se trata
simplemente, huelga decirlo, de un sentido que sea
atractivo para el intérprete, sino un sentido que, el
intérprete, a la vista del texto que se c.xamina y de
todas las circunstancias que concurran en el t.'lSO
particular de que se trata considere, tras madura
reflexión, que es el lógico, el razonable y el que más
puede convenir al objeto general que las partes han
querido que tenga el trat<ldo y a la realización de ese
objeto. Se trata evidentemente de una tarea que
exige investigación, ponderación de pruebas, discer­
nimiento, perspicacia y una escrupulosa apreciación
de diversos factores que varían según los casos. Nin­
gún canon de interpretación puede tener una utilidad
absoluta y universal para la realización de esa tarea
y parece conveniente desechar toda idea de que pueda
tenerla."loa

Asimismo, en un libro reciente sobre el Derecho de
los Tratados se dice:

"Las múltiples máximas y frases que se han ido
acuñando y que abundan en los manuales y en otras
partes no son sino orientaciones .prima jade de la
intención de las partes y siempre deben descartarse,
en un caso particular, ante la prueba contraria de la
intención de las partes."109

Los dos primeros Relatores Especialesllo de la Comi­
sión encargados del derecho de los tratados expusieron
también, en otros trabajos no preparados para la Co­
misión, sus dudas en cuanto a la existencia en derecho
internacional de reglas técnicas para la :!"tte,¿retación
de los tratados.

2) Otro grupo de autores111, si bien hacen reservas
en cuanto al carácter obligatorio de algunos de los
llamados cánones de interpretación, han mostrado me­
nos vacilaciones en reconocer la existencia de ciertas
reglas generales de interpretación de los tratados. Per­
tenece a este grupo Sir Gerald Fitzmaurice, anterior
Relator Especial112 del derecho de los tratados, que
en otros trabajos preparados a título particular ha

108 Ibid., pág. 946.
109 Lord McNair, Law of Treaties (1961), pág. 366.
110]. L. Brierly, Law of Nations (6a. edición, 1963), pág. 325;

Sir Hersh Lauterpacht, Rapport ti l'ltlstitllt de droit interna­
tional, AlIIll/aire de l'blstitllt, vol. 43, tomo 1 (1950), págs. 336
a 374.

111 Por ejemplo, Ch. Rousseau, Principes gblérallx du droit
illtematiollal public (1944), pág. 676 y s.s.; Sir E. Beckett,
AlIIlIIaire de l'Imtitll.i de droit i,~ternational (1950), págs. 435
a 444; V. M. Chourchalov, Fllndamentai Q"estiom in :lIe
Tlleory of lntenwtiollal Law (1959), págs. 382 a 402; C. De
Visscher, Probtem€s d'interprétation j"diciaire elJ droit inter·
natiO/lar Pllblic (1963), pág. 50 y s.s.

112 "The Law and Procedure oí the Intemational Court oí
Justice 1951-54", British Year Book of lnternatiollal LmlJ,
vol. 33 (1957), págs. 210 a 212.
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deducido seis principios de la jurisprudencia de la
Corte Permanent~ y de la Corte Internacional que
considera como principios fundamentales de interpre­
tación. En 1956, el Instituto de Derecho Iuternacio­
nal1lS aprobó una resolución en la que formulaba, con
cierta cautela, dos articulas que contenían un pequeño
número de principios básicos de interpretación.

3) Los autores difieren también hasta cierto punto
en el criterio básico que adoptan para la interpretación
de los tratados según la importancia relativa que
atribt!yen :

a) Al tc.xto del tratado como expresión auténtica
de la intención de las partes;

b) A la intención de las partes como elemento sub­
jetivo distinto del texto; y

e) Al objeto y al fin declarados o manifiestos del
tratado.
Algunos1U atribuyen importancia principal a la in­
tención de las partes y en consecuencia admiten que
se acuda con liberalidad como medio de interpretación
a los tratados contratantes. Otros 1111 dan máxima im­
portancia a los objetos y fines del tratado y, en conse­
cuencia, son más propensos, sobre todo en el caso de
tratados multilaterales, a admitir interpretaciones teleo­
lógicas del texto que van más allá de las intenciones
originales de las partes tal como han sido c.xpresadas
en el texto, o que incluso difieren de esas intenciones.
Pero la mayoría de los autores modernos hacen hin­
capié en la primacía del texto como base para la inter­
pretación de un tratado, si bien al mismo tiempo
dan cierta cabida en ella a la evidencia extrínseca de
las intenciones de las partes y al objeto y el fin del
tratado como medio de interpretación. Este criterio
es el que se refleja en la resolución aprobada en 1956
por el Instituto de Derecho Internacional y que se
menciona en el párrafo anterior.

4) La inmensa mayoría de los asuntos sometidos a
la decisión de tribunales internacionales entrañan la in­
terpretación de tratados y por ello la jurisprudencia
de los tribunales internacionales contiene abundantes
referencias a los principios y máximas de interpreta­
ción116• En efecto, en las decisiones de los tribunales
internacionales pueden encontrarse declaraciones que
justifican el uso de casi todos los principios y máximas
a que se acude en los ordenamientos jurídicos nacionales
para la interpretación de las leyes y de los contratos117•

La interpretación de los tratados, hudga decirlo, cons­
tituye igualmente parte de la labor diaria de los minis­
terios de relaciones exteriores.

5) En consecuencia, sería posible hallar pruebas su­
ficientes del empleo de esos principios y máximas en
la práctica internacional para justificar su inclusión

113 Ammaire de l'IlIstit'1li de droit interlllltiollal, vol. 46 (1956),
pág. 359.

114 Por ejemplo, Sir H. Lauterpacht, Allntlaire de l'institllt
Je droit interJIatiollal, vol. 43, tomo 1 (1950), págs. 377 a 402.

11G Por ejemplo, L. Cavaré, Le droit i,~terllatio'lal Pltblic
positif, 2a. edición (1962), vol. lI, pág. 112; el Magistrado
Alvarezen las Reservatiolls to tlle GCllocide Convl!IItiOl~ Case,
I.CJ. Reports 1951, pág. 53.

116 Véase Sir Gerald Fitzmaurice, Britisll Year-Book of
blterllatiO/lal Law, vol. 28 (1951), pág. 1, y vol. 33 (1957),
pág. 203; Ch. Rousseau, Principes géllérallx dll droit ¡'~tl!r­
'~tional ,"'blic (1944), págs. 676 a 764; y V. D. Degan,
L'interprétation des accords C/I droit i,,:erllatiO/zal (1963),
págs. 76 a 148.

117 Véase G. Hackworth, Digest 01 Inte;-'Jatiollal Law, vol. 5,
págs. 232 a 234; Ch. De Visscher, Problemes d'interprétation
judiciaire (1963), págs. 84 a 92 y 104 a 113; Lord McNair,
Law of Treaties (1961), capítulos 20 a 22.



en la codificación del derecho de los tratados si se
trntnra simplemcntc de su pertincncia en el plano
internacional. Pcro, como se dcduce de los pasajes cita­
dos en el plirrafo 1, la cuestión que plantean muchos
juristas consiste '111l'lS bicn en el caráctcr no obligatorio
de muchos de csos principios y Imhdmas; y es una
cucstión que se suscita tanto en los ordenamientos
jurídicos nacionales como en el derecho internacional.
Se trata, en su mayor parte, de principios lógicos y
de sentido común que son lltiles ltllicamente como
orientación para apreciar la significación que las partes
hayan querido dar a las expresiones que han empleado
cn cl documento. Su idoneidad depende en cada caso
de una serie de consideraciones que ha de apreciar
previamente el intérprete del documento : la especial
disposición de las palabras y de las frases, la relación
que guarden entre si y con otras partes del documento,
el carácter general del documento y la materia objeto
del mismo, las circunstancias en que ha sido redactado,
etc. Incluso cuando parece haber oportunidad para la
aplicación de esos principios, esta aplicación no es
automática, sino que depende de que el intérprete esté
convencido de que conviene a las circunstancias parti­
culares del caso, Dicho de otro modo, el empleo de
muchos de esos principios es más discrecional que
obligatorio y la interpretación de documentos es hasta
cierto punto un arte, no una ciencia exacta.

6) En modo alguno seria aconsejable, por las razo­
nes expuestas en el pasaje que se cita en el párrafo 1,
intentar la codificación de las condiciones que han de
regir la aplicación de esos principios de interpretación
cuya idoneidad depende en cada caso del contexto par­
ticular y de una apreciación subjetiva de cin~unstancias

variables. Por consiguiente, la Comisión se limitó a
tratar de aislar y codificar las normas - cuyo número
es relativamente pequeño - que parecen constituir el
fundamento general de la interpretación de tratados.
Es cierto que la formulación de esas reglas es una tarea
delicada, pero la Comisión consideró que habia razones
válidas para intentarla. En primer lugar, la interpre­
tación de los tratados hecha de buena fe y con arreglo
a derecho es esencial si no se quiere que la norma pacta
slmt servallda. carezca de sentido. En segundo lugar,
si se tienen en cuenta las diferencias doctrinales acerca
de los métodos de interpretación, parece conveniente
que la Comisión adopte una actitud definida con res­
pecto a la función del texto en la interpretación del
tratado. En tercer lugar, varios de los articulas apro­
bados provisionalmente por la Comisión contienen frases
como "a menos que del tratado se deduzca la intención
contraria" y no pueden apreciarse adecuadamente los
efectos de esas salvedades si en el proyecto de articulas
no se indica si esa intención debe desprenderse del pro­
pio texto o ha de determinarse remitiéndose a otros
testimonios. Además, el hecho de llegar a cierto acuerdo
respecto de las reglas básicas de interpretación tiene
importancia no sólo para la aplicación de los tratados
sino también para su redacción.

7) En consecuencia, la Comisión aprobó tres ar­
ticulas que se refieren en general a la interpretación
de los tratados, a saber, los artículos 69 a 71, cuyos
textos encabezan el presente comentario118, y otros dos
articulas relativos al problema especial de los· tratados

118 Véanse también las normas generales de interpretación
de los tratados enunciados por el Instituto de Derecho Inter­
nacional, Allllllairc, vol. 46, 1956, págs. 364 y 365, Y por Sir
Gerald Fitzmaurice, Britislr Ycar Booll o/ IIItenlatiolla/ La",(',
vol. 33, págs. 211 y 212.
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consignados en textos ulurilingites (véanse m¡'ls ade­
lante los articulas 72 i 73). Algunos autores, al c.'\:"

poner los principios de interpretación de los tratados,
distinguen entre los tratados normntivos y los denuís
tratadoslll'1, Es cierto que la naturaleza de un tratado
puede influir en la decisión de si un determinado prin­
cipio, mÍl..'\:ima o método de interpretación conviene a
un caso determinadol:!o, Pero la Comisión no creyó
necesario, a los efectos de enunciar las normas gene­
rales de interpretación, establecer ninguna distinción
entre las diversas categorías de tratados, salvo la que
opone los tratados redactados en un solo idioma y los
tratados plurilingiies1:!l.

8) Al examinar las ya mencionadas normas gene­
rales, la Comisión consideró si el principio recogido
en la máxima Ut res lIIagis 'l/aleat qllam pereat, llamado
a menudo principio del "efecto útil", debia enunciarse
como una de esas normas1:!2, Reconoció que en deter­
minadas circunstancias podia ser adecuado acudir al
principio y que en algunas ocasiones lo habia invocado
la Corte. En el asunto del Callal de CorflÍ123, por ejem­
plo, la Corte, al interpretar un convenio especial, dijo:

"Sería por supuesto incompatible con las reglas
generalmente aceptadas de interpretación admitir que
una disposición de este tipo que figure en un con­
venio especial, esté desprovista de objeto o de efecto."

y se refirió a una decisión anterior en el mismo sen­
tido de la Corte Permanente en el asunto de las ZO'las
Fralleasl2", Sin embargo, la Comisión opinó que, en
la medida en que refleja una norma general de inter­
pretación, la máxima Vt res magis valeat qllam pereat
está incluida en el párrafo 1 del articulo 69, en el que
se establece que el tratado deberá interpretarse de
buena fe, confonne al sentido corriente que deba darse
a sus términos, en el contexto del tratado y habida
cuenta de su objeto y su fin. Cuando un tratado da pie
a dos interpretaciones, de las cuales una permite que
el tratado surta los efectos adecuados y la otra no, la
buena fe, así como el objeto y el fin del tratado re­
quieren que se adopte la primera interpretación. Si se
circunscribe bien, ese principio no supone una inter­
pretación "extensiva" o "liberal" en el sentido de una
interpretación que va más allá de lo que se ha expre­
sado o está necesariamente implícito en los términos del
tratadol25, Por consiguiente. la Comisión opinó que no
era en absoluto necesario insertar una disposición
separada sobre esta cuestión, Además. si se lo hiciera,
se podría favorecer los intentos de ampliar ilegalmente
el sentido de los tratados basándose en el principio
denominado de "la interpretación atendiendo al efecto

llt} Por ejemplo, Ch. Rousseau, Prillcipcs géllél"OlI.T dll droit
illtcrllatiolla/ /lltblic (1944), pág. 677.

120 Por ejemplo, el principio cOlltra prolcl'clltcf7t o el uso de
los trabajos preparatorios.

121 En cuanto al problema especial de los efectos que la
práctic~ posterior de una organización internacional produce en
la interpretación de su instrumento constitutivo, véase el párrafo
14 del presente comentario.

122 Véase en general, Ch. Rousseau, Prillcipes gélléra:t.'r du
droitillterllatiOtw/ PI/bUc (1944), págs. 680 a 683; V. D.
Degan, L'intcrprétatioJ/. dcs accords Cl/. droit i"tcmafiO/lal
(1963), págs. 103 a 106; al. De Visscher, op. cit., págs. 84 a 92.

1231.CJ. Rcports 1949, pág-. 24.
124 P.C.I.!. (1929), Serie A, No. 22, pág. 13; cfr., Adquisición

dc la IIacionalidad polaca P.C.I.!. (1923), Serie B, No. 7,
págs. 16 y 17; e Intcrcambio dc poblaciólt clltrc Grccia y
Turquía (P.C.l.!. (1925), Serie B, No. 10, pág. 25).

125 Véase Ch. De Visscher, Proble,llcs d';,tfcrpréfatioll judi.
ciairc eJ~ droit ¡IIternatiolla/ public (1963), págs. 87 y 88; Sir
Hersh Lauterpacht, Tlrc DcvcloPlllcllt 01 lIttcnurtiollal Law by
tlrc Intmtati01lal Cvurt (1958), pág. 229. .



ltti}". L'l Corte. que en modo alguno ha adoptado una
actitud restrictiva en cuanto al grado en que es po­
sible inferir términos en los tratados. ha insistido sin
embargo en que existen limites definidos para el em­
pleo que pueda hacerse del principio V tres .",ag;s
valeat can este tln. En su opinión sobre la interpreta­
ción de los Tratados de Pazl26• dijo:

"El principio de interpretación enunciado en la
máxima: Vtre.~ magis 'mlcat qua",. permt, designado
con frecuencia como principio del efecto útil. no jus­
tifica que la Corte atribuya a las disposiciones para
la solución de controversias en los Tratados de Paz
un sentido que. , ,sería contrario a su letra y a su
espíritu."

y puso de manifiesto que aceptar una interpretación
contraria al sentido claro de los términos no sería in­
terpretar sino revisar el tratado. Por consiguiente. el
proyecto de articulos no contiene ninguiJa disposición
separada que se refiera al principio de "la interpreta­
ción atendiendo al efecto útil".

Artículo 69

9) Este articulo se basa en la tesis de que ha de
presumirse que el texto es la expresión auténtica. de la
intención de las partes: y de que, por consiguiente. el
punto de partida de la interpretación es elucidar el sen­
tido del texto, no investigar ab ;"itio la intención de las
partes, El Instituto de Derecho Internacional adoptó
este criterio de remitirse al texto para la interpretación
del tratado, a pesar de que su primer Relator12i era re­
sueltamente partidario de un criterio más subjetivo: el
de la "intención de las partes". Las objeciones que se
han aducido al hecho de conceder una importancia exce­
siva a la intención de las partes como base independiente
de interpretación se hallan expuestas en las delibera­
ciones del Instituto121i, En cambio, el método de la
interpretación por el texto no necesita justificación por­
que, como ha dicho un autor120 "el texto firmado es,
salvo pocas excepciones, la única y más reciente ex­
presión de la voluntad común de las partes". Además,
la jurisprudencia de la Corte contiene muchas decla­
raciones que permiten llegar a la conclusión de que la
Corte considera el método de la interpretación por el
texto como una norma establecicla1:~0. En particular, ha
señalado más de una vez que la interpretación no con­
siste en revisar los tratados ni en leer lo que no dicen
de manera expresa ni está necesariamente implícito en
ellos131,

10) El párrafo 1 contiene cuatro principios distin­
tos. El primero, interpretación de buena fe, se des­
prende directamente de la norma pacta slmt servanda.

126 l.CJ. Reports, 1950, pág. 229.
12i Sir Hersh Lauterpacht. En 1956, al final de las delibera­

ciones sobre el tema Sir Hersh Lauterpacht, que habia sido
elegido miembro de la Corte, fue sustituido por Sir Gerald
Fitzmaurice, quien, del mismo modo que la mayoría de los
miembros, se mostró partidario del método de la interpretación
por el texto.

128 Véase en particular Sir E. Beckett, AlIIllIaire, vd!. 43,
tomo I (1950), págs. 435 a 444; Max Huber, Amlllaire, vol. 44,
tomo I (1952), págs. 198 a 202; y las deliberaciones en AIII/II(lire,
¡bid., tomo 11, págs. 369 a 382.

129 Max Huber, Allllllaire dc l'lllstUllt de droitilltcmaliollal
Pllblic (1952), vol. 1, pág. 199.

130 Véanse ejemplos en V. D. Degan, L'intcrpretation des
accords ell c/.roit iI¡tcrllClliollal (1963), págs. 79 a 83; y Fitz­
maurice en el Bn'tisll }'cal' Book 01 IlItenratiollal Law, vol. 28
(1951), págs. 10 y 11, y vol. 33 (1957), págs. 212 a 214·,

131 Por ejemplo, en el asunto de los Derechos de los Nacio­
IZa/CS de los Estados UI/idos ell Marrllecos (l.CJ. Reports,
1952, págs. 196 y 199).
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El segundo prinCIpIO es la esencia misma del método
de la interpretación remitiéndose al texto; se ha de
presumir que las partes han tenido la intención que
resulta del sentido corriente de los términos que han
utilizado, El tercer principio es a la vez de sentido
comlm y de buena fe; el sentido corriente de los tér­
minos no debe determinarse en abstracto sino en el
contexto del tratado y a la luz de sus objetos y fin.;s.
L'l Corte Internacional ha at1rmado repetidamente estos
principios l :!:!. La actual Corte Internacional, en su opi­
nión sobre la Competc/lcia. dc la. Asamblea. GClleral
l'ara la l/dmisil)1I de 1/11 Estado CII las Naciolles VIl/'c/as,
dijo133 :

"La Corte cree necesario señalar que la primera
obligación de un tribunal a quien incumba inter­
pretar y <lplicar las disposiciones de un tratado, es
procurar darles efecto conforme a su sentido natural
y corriente en el contexto en que aparecen. Si las
palabras pertinentes, cuando se les atribuye su signi­
ficado natural y corriel1te, tienen sentido en su con­
texto, no hay más que tratar."

y la Corte Permanente señaló en una opinión anterior
que el contexto no es simplemente el articulo o sec­
ción del tratado en que figura el término, sino el tra­
tado considerado en su totalidad134 :

"Al considerar la cuestión planteada ante la Corte
sobre los términos del tratado, es evidente que el
tratado debe exa'.ninarse como un todo, y que su
sentido no debe determinarse únicamente en rela­
ción con determinadas frases que, si se separan del
contexto, pueden interpretarse en más de un sen­
tido."

La Corte ha recurrido más de una vez a la exposición
del objeto y el fin del tratado que se hace en el preám­
bulo para la interpretación de una disposición con­
creta131i•

11) El cuarto principio es la aplicación de los tra­
tados del derec:Jlo "intertemporal", que el magistrado
Huber, en el arbitraje del asunto de la Isla de Pallllas,
expresó así:

", , . un acto jurídico ha de apreciarse a la luz del
derecho vigente en el momento en que se produce,
y no del derecho vigente en el momento en que surge
o se resuelve una controversia relativa a ese acto."l:ln

En los arbitrajes relativos a los asuntos de Grisba­
danla13i y de las Pesquerías de la costa. del Atlántico
del Nortc las se hallan ejemplos de la aplicación de este
principio a los tratados. El primero se refería a la
frontera territorial entre Noruega y Suecia que había
sido delimitada por tratado en el siglo XVII. Habiendo
surgido disputas en el presente siglo en relación con
ciertas pesquerías, resultó necesario delimitar la con­
tinuación de la frontera por el mar hasta el limite de
las aguas territoriales. El tribunal rechazó los principios

132 Véanse los asuntos citados en V. D. Degan, L'illtcrpréta­
tiOll des accortfs ell droil illtcmaliollal (1963), págs. 96 a 98,
y en el British Ycal' Book 01 IlIlcrltatiollal Law, vol. 28 (1951),
págs. lO, 11 y 18.

.tlm C.IJ. Rl'porls 1950, pág. 8.
134 Competellcia de la 01T para "egIl1ar el trabajo ayríco!ll

(P.C.l.!. (1922), Serie B, Nos. 2 y 3, pág. 23); y véase Lord
McNair, 1.a7.l) of Trealies (1961), págs. 381 y 382.

1:15 Por ejemplo, en el asunto de los Dcrechos de los lIacio­
IIa/es de los Estados Unidos en Marruecos (l.CJ. Reports 1952,
págs. 183 y 184 y págs. 197 y 198).

136 Rcpor/'s 01 1I1t('nlll/io1la/ Arbitral A~UIIrds (1928), vol. 11,
IJÍlg.845.

13i lbid., 1909; vol. XI, págs, 159 y 160.
138 lbid., 1910; vol. XI, pág. 196.



de la linea mediana y del t1lal'wcg para delimitar la
frontera marítima, fundándose en que estos principios
no estaban reconocidos por el derecho internacional en
el si""lo XVII. En cambio, adoptó la línea perpendicu­
lar a

b

la dirección general de la tierra por considerarlo
más acorde a las "nociones jurídicas predominantes en
aquella época". Análogamente, en el arhitraj<: s<,'hre el
asunto de las Pesquerías da la costa. de Atlalltlco del
Norte el Tratado de Gante de 1818 había negado a
los na~ionales de los Estados Uuidos el derecho de pescar
en las "bahías" canadienses, y posteriormente surgieron
disputas acerca de la extensión exacta de las aguas
abarcadas por la palabra "bahías". El tribunal, al inter­
pretar los términos del Tratado de 1818, excluyó de
su consideración la llamada regla de las diez millas
para las bahías1311, pues esta regla no había hecho su
aparición en la prúctica internacional sino 21 años des­
pués de la celebración del TratadoHo• Asimismo, en el
asunto de los Derechos de los nacionales de los Estados
UIlidos en .lIfarrl/ccos1oU , al tener que interpretar la
expresión de "toda controversia", que. ~guraba ,~n los
tratados de 1787 y 1836, la Corte dIJO que: .•. es
necesario tener en cuenta el sentido dado a la palabra
"controversia" en la época en que se celebraron los dos
tratados". En consecuencia. el apartado b) del pá­
rrafo 1 dispone que el sentido que. ha de (~arse a los
términos de un tratado debe apreCIarse temendo pre­
sentes las normas generales de derecho internacional
que estén en vigor ~n la época de la c~l~?raci~n ?el
tratado. AI""unos nnembros de la ConuslOn, SI bIen
aceptahan q~le el sentido inicial de los términos de un
tratado se determina por el derecho en vigor en la
época de su conclusión, estimaban que los cambios en
las normas O"cnera1es de derecho internacional pueden
influir en la"'interpretación del tratado, y habrían pre­
ferido que se omitieran las palabras "que estuvieren en
viO"or en la época de la celebración del tratado". Ello no
ob~tante la mayoría de la Comisión opinó que el efecto
que pue~lat~ tel!er en el trat.~do los c~mb.i?s en el de­
recho es mas bIen una cuestlon de aphcaclon del nuevo
derecho al tratado, o sea una cuestión de modificación
de la norma enunciada en el tratado por otra norma
jurídica posterior, y no una cuestión de interpretación
de los términos del tratado. Reconocían que el "al­
cance" de un término puede a veces verse modificado
por un cambio en el derecho. Por ejemplo, si del tra­
tado se deduce que las partes han empleado términos
tales como "bahía" o "piratería" con la intención de
que tengan la significación que se les p~eda dar en
derecho internacional general, todo camblO en el de­
recho repercutirá en el alcance de esos términos. Pero
la mayoría de la Comisión estimó que depende de la
:intención con que las partes utilizaron inicialmente esos
términos el que un cambio en el derecho surta ese
efecto, y que el efecto del can~?io en el ~ere~!lO dehería
considerarse como una cueshon de apltcaclOn del de­
recho más bien que como una regla de interpretación.
La mavoría prefirió limitar en el presente articulo la
enunci~ción de las reglas de interpretación a las que

130"L1amada", porque en. el asunto d~ las PI'sqllerías allglo­
lIorllegas la Corte InternacIonal rechazo el arg?mento de qUl:
esta "regla" fuese una norma con~l1etuc1inarla de derecho
internacional; l.CJ. Reports 19.'í1, p;';;. 131.

140 Véase Alm Dlram At'bitmtion (ftlterllafiolla/ Law Reports,
1951, (}ág. 144). En este asunto, Lord .~sql1ith, en su calidad de
árbitro, rehusó interpretar un:t conceslon petrolera otorg;ada en
1938 en función de la doctrina de la plataforma contlllental,
que no hizo su aparición en derecho internacionaU hasta unos
años más tarde.

1411.CJ. Reparts 1952, pág. 189.
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se refieren a la determinación del significado inicial de
los términos. Estimó que la cuestión de las consecuen­
cias que la mo~ificación de las normas ge~erales. de
derecho internaclOnal tenga en el tratado esta sufiCIen­
temente resuelta por el párrafo 3 del artículo 68, rela­
tivo a la modificación de los tratados por la aparición
de nuevas normas de derecho internacional.

12) El párrafo 2 se propone definir lo que com­
prende el "contexto del tratado en su totalidad" a los
efectos de la interpretación. Esto es importante no sólo
para la aplicación general de las reglas de interpreta­
ción sino también, como se ha indicado anteriormente,

, - 1 I l . • "para senalar el a cance (e a expreslOn a menos que
se dedujera del tratado", que se encuentra a menudo
en una forma u otra en este proyecto de articulos. Que
el preámbulo forma parte del tratado a efectos de
interpretación está perfectamente establecido y no exige
comentarios, y lo mismo cabe decir de los documentos
qm. se acompañan expresamente como anexos al tra­
tadoH2• Es más difícil determinar hasta qué punto
otros documentos relacionados con el tratado ha de
considerarse que forman parte del "contexto del tra­
tado" a los efectos de la ·¡,terpretación. En el pá­
rrafo 2 se propone que se considere como tales él los
documentos siguientes: los acuerdos y los instrumentos
relacionados con el tratado y convenidos o preparados
con motivo de la conclusión del tratado. Con ello no
se quiere dar a entender que deban considerarse nece­
sariamente esos documentos como parte integrante del
tratado. Serán o no parte efectiva del tratado según
cúal haya sido la intención de las partes en cada casolf3 .

La idea del párrafo 2 es que, a los efectos de la inter­
pretación del tratado, estas categorías de documentos
no deben considerarse como una simple prueba a la
que pueda acudirse con el fin de resolver una ambi­
güedad u oscuridad, sino como parte del contexto a
los efectos de llegar al sentido corriente de los tér­
minos del tratado.

13) El párrafo 3 especifica como otros elementos
auténticos de interpretación los siguientes: a.) los acuer­
dos entre las partes relativos a la interpretación del
tratado, y b) toda práctica posterior en la aplicación
del tratado que denote claramente el acuerdo de todas
las partes respecto de su interpretación. Por lo que
se refiere a los acuerdos, puede plantearse a veces una
cuestión de hecho respecto de si la finalidad de un
acuerdo alcanzado en las negociaciones acerca del sen­
tido de una disposición es o no la de constituir una
base convenida para su interpretación1H• Pero está
bien sentado que cuando se determina que el acuerdo
sobre la interpretación de una disposición se ha alcan­
zado antes de la conclusión del tratado o en ese mo­
mento debe considerarse que forma parte del tratado.
Así, ~n el asunto Ambatielosw", la Corte dijo que
" ... las disposiciones de la Declaración tienen el ca-.
rácter de una cláusula de interpretación y, en tal
carácter deben considerarse como parte integrante del
tratado':. Análogamente, un acuerdo sobre la interpre­
tación de una disposición al que se llega después de la
conclusión del tratado representa una auténtica inter­
pretación por las partes que debe ser tenida en cuenta
a efectos de la interpretación del tratado. En cuanto a

142 Véase Ch. Rousseau, Prillcipes géllérall.t" dlt droit illler­
nafiollal Pllblic (1944), págs. 717 a 719.

143 Asrmlo Ambalie/os (excepciólI preliminar) (I.CJ. Reparls
1952. págs. 43 y 75).

144 Véase COlldiciolles de admisión en las Naciolles Un·idas
(l.CJ. Reparts 1948, pág. 63).

1411 (Excepción preliminar) I.C.!. Reports 1952, pág. 44.



la práctica seguida en .Ia aplicación del tratado, es evi­
dente su importancia como elemento de interpreta­
ciónH6, ya que constituye una prueba objetiva del
acuerdo de las partes en cuanto al sentido del tra­
tadoH7• El empleo de este medio de interpretación estll
generalmente admitido por la jurisprudencia de los tri­
bunales internacionalesHs• La Corte Permanente, en su
opinión sobre la Compctcncia de la OITHIl, dijo lo
siguiente:

"Si hubiera alguna ambigüedad, la Corte habría
podido, con el fin de establecer el verdadero sentido,
examinar la forma en que se ha aplicado el tratado."

Al propio tiempo, la Corte1llll atendió a la práctica lX>S­
terior para confirmar el sentido que había deducido del
texto y que, a su juicio, no tenía ninguna ambigüedad.
Asimismo, en el asunto del Cmwl de Cor/tílli1, la Corte
Internacional dijo:

"La actitud posterior de las partes demuestra que
no han tenido, al participar en el· Convenio especial,
la intención de impedir que la Corte establezca la
cuantía de la compensación."

La fuerza de la práctica posterior varía segím el acuerdo
común de las partes sobre el sentido de los ténninos
que esa práctica ponga de manifiesto. Ln pnlctica unila­
teral de un Estado puede tener, sin duda, bastante
fuerza cuando se refiere al cumplimiento de una obli­
gación que concierne de modo particular a ese Estado.
Así pues, en su opinión consultiva sobre el Estatllto
del Africa SIIdoccidental152, la Corte dijo:

"La interpretación de instrumentos juridicos por
las partes en ellos, aunque no sea definitiva en cuanto
a su sentido. tiene una fuerza probatoria considerable
cuando contiene el reconocimiento por una parte de
las obligaciones que le corresponden de conformidad
con un instrumento."

Pero, en general. la práctica seguida por una sola
parte o por algunas partes en el tratado como elemento
de interpretación es cosa muy distinta de la práctica
concorde seguida por todas las partes y que expresa su
común acuerdo en cuanto al sentido del tratado. Esta
práctica es prueba del acuerdo de las partes sobre la
interpretación del tratado y es análoga a un acuerdo
sobre interpretación. Por esta razón, la Comisión opinó
que la práctica posterior, que establece el acuerdo co­
mím de todas las partes respecto de la interpretación
del tratado, debe figurar en el párrafo 3 como autén­
tico medio de interpretación, lo mismo que los acuerdos
sobre interpretación. En cambio, la práctica de cada
Estado en la aplicación de un tratado puede tenerse

H6 Véase Lord McNair, Law of Treaties (1961), capitulo 24;
Ch. De Visscher, Problcllles d'illterprétatioll judiciaire en droit
¡IItenratiollal public (1963), págs. 121 a 127.

147 Véase Sir Geratd Fitzmaurice, Britisll J'ear Book of
IlltematiollalLmlJ, vol. 33 (1957), pág. 223. En el asunto de la
¡IIdelllllizacióll rllsa, la Corte Permanente de Arbitraje dijo:
". . . el cumplimiento de las obligaciones es, entre Estados,
cOmo entre particulares, el comentario más seguro sobre el
sentido de esas obligaciones", Reports of ¡IIternatiOll.11 Arbitral
Awards, vol. XI, pág. 433.

148 Véanse ejemplos en Lord :McNair, Law of Treatil.'s
(1961), capítulo 24; Ch. de Visscher, op cit., págs. 121 a 127,
y V. D. Degoan, l.:'illterp1"étatio/l des accords en droit il/ter­
/latiollal (1963), págs. 130 a 132.

149 P.C.!J. (1922), Serie B, No, 2, pág. 39. Véase también
lllt",pretación del Tratado de Lat4Salla (P.C.I.!. (1925), S" 'ie
B, No. 2, pág. 24); ElIIf>réstitos brasileños (P.C.!J. (1929),
Series A, Nos. 20 y 21, pág. 119).

lúO P.C.J.!. (1922), Serie B, No. 2, págs. 40 y 41.
151 ¡.CJ. Reports .1949, pág. 25.
1ú2 I.CJ. Reports 1950, págs. 135 y 136.
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en cuenta ímicamentc como "otro" de los medios de
interpretación mencionados en el articulo iO.

14) Al examinar la cuestión de la prlktica posterior,
la Comisión advirtió que algunos de los asuntos en los
cuales la Corte acudió a cste medio de intcrpreta­
ción se referían a la interpretación de las constitu­
ciones de organizaciones internacionalcst:I:I, como, por
ejemplo, en su reciente opinión consultiva sobre Deter­
millados gastos de las Naciolles Ullidas1M, en el que
utilizó considerablemcnte la prúctica posterior de los
órganos de las Naciones Unidas como basc para sus
conclusiones sobre varios puntos. El problema de los
efectos de la pr:í.ctica seguida por los órganos de una
organización internacional en la interpretación de su
instrumento constitutivo plantea la cuestión de saber
hasta qué punto cada Estado Miembro está obligado
por la práctica. Aunque la práctica del órgano como
tal sea constante, pueden haberse opuesto a ello di­
versos Miembros o un gn]po de l\'liembros, que consti­
tuyera minoría en la votación11l1l• Este problema espe­
cial parece más relacionado con el der,echo de las orga­
nizaciones internacionales que con el derecho general
de los tratados, y la Comisión estimó que no sería pro­
cedente tratarlo en los presentes articulas.

Artículo 70
15) La Corte Internacional, y antes de ella la Corte

Permanente, han declarado en repetidas ocasiones que,
cuando el significado natural y corriente de las pa­
labras está claro y éstas tienen sentido en el contexto.
no hay por qué recurrir a otros medios o principios de
interpretación. Muchas de estas declaraciones se re­
fieren a la utilización de los trabajos preparatorios. El
pasaje de la opinión de la Corte sobre la Compctcllci'l.
de la ."'1samblca Gelleml para la admisiólI de 1111 Estado
ell las NacimlCs Ullidas que antes se cita en el lxírrafo
10, es un ejemplo de ellos; otro ejemplo es su opinión
anterior sobre la Admisióll dc '1/11 Estado en las
Naciollcs Ullidas1116 :

"La Corte considera que el texto es lo suficiente­
mente claro; por consiguiente. no cree que deba des­
viarse de la práctica invariable del Tribunal Perma­
nente de Justicia Internacional, según la cual no pro­
cede recurrir a los trabajos preparatorios si el texto
de una convención es suficientemente claro por sí
mismo."

Anúlogamente, la Corte se ha negado a admitir prin­
cipios como el de la máxima uf res lIlagis 'l'alcat yel
que favorece a la interpretación restrictiva si ello su­
pone ir contra el significado claro de un textolli7• En
consecuencia, la Comisión estudió la posibilidad de li­
mitar los casos en que cabe acudir a medios de inter­
pretación que no sean los citados en el artículo 69 o
aquellos en que la interpretación del tratado de con­
formidad con el artículo citado no da un sentido claro
o bien da un sentido que es totalmente irrazonable. Se-

153 Por ejemplo: Competel/cia de la. OIT (Opiniolls P.C.IJ.
(1922), Series B, Nos. 2 y 3, págs. 38 a 40); Comf>ctenl'ia de
la Asamblm. GClleral para la admisión de rlll Estado (I.CJ.
Reports 1950, pág. 9); Composicióll del Comité d~ Seguridad
Marítima de la OClIfl (I.CJ. Ref>orls 1960, pág. lrii Y s.s.),

1M I.C.J.Reports 1962, pág. 157 y s.s.
1511 Esta cuestión se estudia cn la opinión disidcnt/.; del Magis­

trado Spender en el asunto de Determinados gastos de las
NaciO/les V"idas (pág. :187 y s.s.); y asimismo, aunque menos
directamente, por el .MRgistrado Fitzmaurice (pág. 201 Y s.s.).

156 ¡.C.!. Reports 1948, pág. 63.
1117 Por ejemplo: Interpretación de los tratados de paz

(segunda fase), I.CJ. Ref>orts .19';0, pág. 229; Wimbledon,
P.C.J.!. (1923), Serie A, No. 1, págs. 24 y 25.



gún se ha indicado, el critcrio dc la Comisión en lo
quc atañe a la intcrprctación de los tratados se basa
cn quc dcbe presumirse que cl texto del tratado es
expresión auténtica dc la intención de las partes y en
que la dilucidación dcl sentido dcl texto, y no una in­
vcstigación ah ¡"itio de la supuesta intención de las
partes, es lo que constituye el objeto de la interpreta­
ción. L"\ Comisión cnunció el articulo 69 sobre esta
base, haciendo del sentido corriente de los términos, del
contexto del tratado, de sus objetivos y fines y de las
normas generales de derecho internacional, junto con
las interpretaciones auténtkas de las propias partes, los
criterios primordiales para interpretat" un tratado. Ello
no obstante. estimó que seria contrario a la realidad y
poco apropiado disponer en el proyecto de articulos
'que no se puede acudir en modo alguno a otros medios
de interpretación, tales como los trabajos preparatorios,
sino una vez que la aplicación de las normas enunciadas
en el articulo 69 no haya revelado un sentido claro o
razonable. En la práctica, los tribunales internacio­
nales, asi como los Estados y las organizaciones inter­
nacionales, acuden a los medios subsidiarios de inter­
pretación y sobre todo a los trabajos preparatorios para
comprobar o confirmar el sentido que parece deducirse
de la interpretación del tratado de \:onformidad con el
artículo 69. L'l Corte se ha referido en muchas oca­
siones a los trabajos preparatorios con el fin de con­
firmar sus conclusiones en cuanto al sentido "corriente"
del texto. Por ejemplo. en su dictamen sobre la ltltcr­
prelacióII dr la COIl7'c"ción de 1919 relali'lJa al trabajo
IIoclu,."o dc las 11I11,icrcstIlS, la Corte Permanente dijo:

"Los trabajos preparatorios confirman por consi­
guiente la conclusión a que lleva el estudio del texto
de la Convención, a saber, que no existe motivo
válido alguno para interpretar el artículo 3 de un
modo que no sea el conforme con el sentido natural
de sus términos."
16) Por consiguiente, la Comisión decidió especificar

en el artículo 70 que cabe permitir que se acuda a
otros medios de interpretación, inclusive los trabajos
preparatorios, con objeto de comprobar o confirmar el
sentido que resulte de la aplicación del artículo 69 o de
determinar el sentido cuando la interpretación en con­
formidad con el articulo 69:

a) Determine que su sentido sea ambiguo u oscuro; o
b) Lleve a un resultado que sea manifiestamente

absurdo e irrazonable.
La palabra "otros" señala que el artículo 70 no prevé la
existencia de medios de interpretación suplementarios o
autónomos, sino sólo de medios que complementen una
interpretación ajustada a los principios enunciados en el
articulo 69. El apartado Q.) admite la utilización de esos
medios para determinar el sentido cuando éste no sea
claro. El apartado b) hace lo mismo respecto de los
casos en que, de la interprctación de conformidad con el
articulo 69 resulta un sentido que es "manifiestamente
absurdo o irrazonable habida cuenta del objeto y el
fin del tratado". La Corte ha reconocidot l\9 esta excep­
ción a la regla de que debe prevalecer el sentido co­
rriente de los términos. Por otra parte, el número rela­
tivamente grande y variado de casos en que así lo ha
hecho y el lenguaje utilizado en el ejemplo más reciente

1M P.C.l.!. (1932), Series A/B, No. SO, pág. 380; cfr. los
asuntos de los empréstitos brasilr,ios y servios (P.C./J. (1929),
Serie A, Nos. 20 y 21, pág. 30).

1»9 Por ejemplo, Srrvicio dr eorr(!os (lolaeo en Dan::iy
(P.C.!J. (1925), Serie B, No. 11, pág. 39); Compelmeia de la
Asamblea General para la admisió'~ de un Estado (I.CJ.
Reports 1950, pág. 8).

-los asuntos del Africa SlIdoccidcntal- indican que
estima que esta excepción se halla limitada a los casos
en que sea manifiesto el carácter absurdo o irrazonable
del sentido "corriente". En los asuntos del Africa StI­
doccid(mlal.• al tratar de la afirmación de que hoy dia
no existe "otro Miembro de la Socicdad de las Na­
ciones" a efectos del Mandato de Afríea Sudoccidental,
la Corte dijot611:

"Esta tesis pretende basarse en el sentido natural
y corriente de los térnlinos que se utilizan en la dispo­
sición. Pero no se trata de una norma de interpre­
tación absoluta. Cuando este método de interpreta­
ción conduce a un sentido incompatible con el espíritu,
el objcto y el contexto de la cláusula o el instru­
mento en que figuran las p.'llabras, no cabe válida­
mente basarse en él."

La Comisión t.stimc, que debe limitarse estrictamente la
excepción, si no se quiere menoscabar indebidamente la
autoridad del sentido corriente de los términos. El
apartado b) se limita. por tanto, a los casos en que de
la interpretación en virtud del articulo 69 se deduce un
resultado ma"ifi~stamctllc absurdo o irrazonable habida
cuenta del objeto y el fin del tratado.

17) La Comisión no cree que vaya a ganarse gran
cosa trantando de definir los trabajos preparatorios; es
más, puede ser que, si se intenta, lo (mico que se con­
siga sea excluir elementos de pruebas que sean apli­
cablest6t . La Comisión estudió también la cucstión de
determinar si, respecto de los tratados multilaterales,
el articulo debiera autorizar el cmpleo de los trabajos
preparatorios únicamente entre los Estados que hayan
tomado parte en las negociaciones o bien (micamente
si han sido publicados. En el asunto de la Comis1'611
dcl Odcr, la Corte Permanente excluyó de su examen
los trabajos preparatorios de determinadas disposiciones
del Tratado de Versalles fundándose en que tres Esta­
dos que actuaban ante la Corte no habian participado
en la conferencia en la que se preparó el Tratado de
Vcrsalles; al decidir este punto, la Corte se negó expre­
samente a establecer una diferencia entre los docu­
mentos publicados y los no publicados. Sin embargo, la
Comisión abriga dudas acerca de que esta decisión
recoja la práctica efectiva en lo que se refiere. a los
trabajos preparatorios de los tratados multilaterales
abiertos a la adhesión de Estados que no hayan parti­
cipado en la conferencia en la que fueron preparadost62•

Además, el principio en que se basa la decisión no es
en modo alguno tan imperativo como podria deducirse
de las palabras utilizadas por la Corte en este caso. Un
Estado que se adhiera a un tratado en cuya redacción no
haya participado tiene perfecto derecho a pedir que se le
enseñen los trabajos preparatorios, antes de adhcrirse, si
asi lo desea. Tampoco parece probable que la regla fuera
conveniente desde un punto de vista práctico, habida
cuenta del gran número de importantes tratados multi­
laterales que suelen estar abiertos a la adhesión. Estas
consideraciones son aplicables tanto a los trabajos pre­
paratorios no publicados, pero a los que se puede tener
acceso, como a los pubHcados; en el caso de tratados
bilaterales o tratados "cerrados" entre pequeños grupos
de Estados, los trabajos preparatorios no publicados se
hallarán normalmcnte en poder de todas las partes.
Por consiguiente, la Comisión llegó a la conclusión de

160/.CJ. Reports 1962, págs. 335 y 336.
161 P.C.U. (1929), Serie A, No. 23.
162 Véase S. Rosenne, "Travaux préparatoires", lnterna­

natio'lal alla Compa:-ative lAw QlIartrrly, vol. 12 (1963),
págs. 1378 a 1383.
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que no debía incluir ninguna disposición especial en el
artículo sobre la utilización de los trabajos prepara­
torios en el caso de los tratados multilaterales.

Articulo 71
18) El articulo 71 admite como excepción a la regla

del sentido corriente enunciada en el articulo 69 los
casos en que se establece de modo concluyente que las
partes emplearon un término especia!. Algunos miem­
bros abrigahan dudas respecto de la necesidad de incluir
una disposición concret" sobre este asunto, si bien
reconocían que las partes en un tratado suelen a veces
emplear un término en un sentido técnico u otro sentido
especial. Señalaron que normalmente se deduce del con­
texto el empleo técnico o especial del término y que el
sentido técnico o especial se convierte, por así decirlo,
en el sentido corriente en ese contexto. Otros miembros,
si bien admitían que el sentido técnico o especial del tér­
mino podia a menudo deducirse del contexto, estimaban
que era en cierto modo útil establecer una regla especial
sobre el asunto, aunque sólo fuera para subrayar que la
parte que aduce el sentido especial del término f'S quien
ha de probarlo y que' la prueba ha de ser rigurosa.
Señalaron que la Corte se había referido más de ulla vez
a esa excepción. Por ejemplo, en el asunto del Estatuto
jurídico dl' Groelllalldia oriental, la Corte Permanente
dijo lo siguiente:

"El sentido geográfico del término "Groenlandiau
•

a saher, la denominación que se emplea normalmente
en los mapas para indicar la isla entera, debe consi­
derarse como la acepción usual del término. Si una
de las partes alega que debe atribuirsele un sentido
inusitado o excepcional. corresponde a dicha partE
demostrar la validez de 10 que sostiene.Ul63

y la Corte Internacional de Justicia en su opinión con­
sultiva sobre la admisiótl de 1m Estado en las N acionas
Unidas reconoció que la regla era válida y que la prueba
habia de ser rigurosa164 :

"Para aceptar una interpretación que no sea la
que indica el sentido natural de los términos, haría
falta una razón decisiva que no se ha comprobado."

Este artículo recoge, por consiguiente, la actitud de
la Corte sobre esta cuestión.

Artícule 72
Tratados redactados en dos o más idiomas

1. Cuando, conforme a lo dispuesto en el ar­
tículo 7, el texto de un tratado haya sido autenti­
cado en dos o mas idiomas, dicho texto hará fe en
cada idioma, salvo que las partes no hubieren con­
venido una norma diferente.

2. Una versión redactada en un idioma distinto
de aquel en que hubiere sido autenticado el texto
del tratado hará igualmente fe y se considerará
texto auténtico:

a) Si las partes así 10 acuerdan; o
b) Si las normas establecidas en una organiza­

ción internacional así 10 prescriben.

Articulo 73
Interpretación de los tratados que tienen dos o

más textos
1. Los diversos textos auténticos de un tratado

harán igualmente fe, a menos que el propio tratado
----

163 p.e.u. (1933), Series AIB, No. 53, pág. 49.
1641.C.!. Reports 1947-1948, pág. 63.

34

no disponga que en caso de divergencia hubiere de
prevalecer uno de los textos.

2. Se presumirá que los términos de un tratado
tienen en cada texto igual sentido. Excepto en el
caso a que se refiere el párrafo 1. cuando la compa­
ración entre dos o más textos auténticos mostrare
una divergencia en el empleo de un término y la
ambigüedad u oscuridad que de ello resultar~ no
pudiera ser eliminada. en la medida de 10 posible.
por la aplicación de los artículos 69 a 72. se pre­
ferirá el sentido que pueda conciliar los diversos
textos.

Comentario

1) Desde 1919, ha sido cada vez más frecuente la
redacción de tratados en dos o más idiomas, y después'
de la constitución de las Naciones Unióas no han sido
raros los tratados generales multilaterales que se han
elaborado o consignado de forma definitiva en cinco
idiomas diferente¡;165. Cuando un tratado es plurilingüe,
puede haber o no una diferencia en el carácter de las
las versiones en los diferentes idiomas a efectos de
interpretación. Puede ser que cada una de las versiones
tenga el carácter de texto auténtico del tratado; o
puede ser que uno o varios de los textos sean simple­
mente un "texto oficial", es decir, un texto que han
firmado los Estados que han participado en la nego­
ciación pero que éstos no ]0 consideran como documento
que hace fel66 ; o puede ocurrir que uno o varios sean
simplemente una "traducción oficial", esto es, una
traducción preparada por las partes o por un gobierno
det~rminado o por un órgano de una organización inter­
nacional. Siempre que hay dos o más textos puede
plantearse la cuestión de saber los efectos que tendrá la
pluralidad de textos auténticos sobre la interpretación
del tratado o la medida en que procede recurrir a un
texto o traducción oficial para la interpretación de] texto
o los textos auténticos del tratado16T.

Articulo 72

2) Lo primero que evidentemente hay que hacer es
determinar cuál de las versbnes en los distintos idiomas
debe considerarse como texto auténtico y este punto es
el que se trata en el articulo 72. Actualmente, en la
mayoría de los tratados de índole forma] figura una
cláusula expresa en la que se determina el carácter de
las versiones en los diferentes idiomas. Si no existe
esta disposición, al parecer, se acepta generalmente
que cada una de las versiones en que se "ha redactadou

el texto del tratado es auténtica y que, por lo tanto,
hará fe a efectos de interpretación168. Dicho de otro
modo, la norma general es la igualdad de los idiomas
y la igual autenticidad de los textos en defecto de una
disI,Jsición en sentido contrario. Al fonnular esta
norma general, el párrafo 1 se refiere a los idiomas en

165 La Comisión pidió a la Secretaría que le facilitase in­
formación adicional sobre la práctica seguida por las Naciones
Unidas en la redacción de los textos de instntmentos
plurilingües.

166 Por ejemplo, el texto italiano del Tratado de Paz con
Italia es un texto "oficial", pero no "auténtico", ya que en el
artículo 90 se mencionan únicamente como textos auténticos el
francés, el inglés y el ruso.

16T Véase, para esta cuestión en general, el notable estudio
de ]. Hardy "The Interpretation of .Plurilingual Treaties,
by International COllrt and Tribunal", en Britisll Year Book
01 ¡'~terlzati(}lIal Law, vol. 37 (1961), págs. 72 a 155.

168 Lord McNair, Law 01 Treaties (1961), pág. 61; L. Ehr­
!ich, "L'interpretation des Traités" Recltcil des Cours ae
I'Académie de droit intemationa/, vol. 24 (1928), pág. 98.



quc se ha)'a "autenticado" el texto del. tratado y no
"rcdactado" o "adoptado". Con esto se tiene en cuenta
el articul~) 7 del presentc proyecto de articulas en el que
la Comisión reconoció que la "autcnticación del texto"
('s una parte autónoma del procedimicnto p<1ra la celc­
'óración dc un tratado, mm cuando, en el caso dc la
autenticadón por firma, el acto de autenticación puede
responder también a otras funcionesl6o•

3) La cláusula "salvo quc las )hutes hubieren con­
venido una norma diferente" es necesaria por dos
razones. En primer lugar, a veces los tratados disponen
expresamente que solo ciertos textos harán fe, como
ocurre en los tratados de p<1Z que se celcbraron después
de la seg'unda guerra mundial, en los que se indica que
harán fe los textos francés, inglés y ruso, mientras quc
los textos en italiano, búlgaro, húngaro, etc., serán
simplemente textos "oficiales"l'io. Hu habido casos, en
efecto, en que, para ciertas partes, el texto auténtico era
uno y para otras era un texto diferentel71• En segundo
lugar, un tratado plurilingüe puede disponer que, en el
caso de divergencias entre los textos, prevalecerá un
texto concreto. En realidad, no es raro que en un
tratado entre dos Estados, en vista de que uno de ellos
no conoce bien el idioma del otro y de que ninguno de
los dos desea reconocer la supremacía del idioma del
otro, se concierte. un texto en un tercer idioma y que
se designe ese texto como fidedigno en caso de diver­
gencia. Un ejemplo reciente es el Tratado de Amistad
de 1957172 celebrado entre Japón y Etiopía en japonés,
amárico y francés, cuyo artículo 6 dispone que el texto
francés hará fe "en caso de discrepancia en la interpre­
tación". Los Tratados de Paz de Sto Germain, Neuilly
y Trianon constituyen un caso bastante especial y en
ellos se prevé que, en caso de divergencia, prevalecerá
el texto francés, salvo cuando se trate de las partes 1 y
XII, en las que figuran respectivamente el Pacto de
ia Sociedad de las Naciones y los artículos sobre la
Organización Internacional del Trabajo.

4) El párrafo 2 se refiere al caso de uQa versión de!
tratado que no se haya "autenticado" como texto en el
sentido del artículo 7, pero que, sin embargo, es autén­
tica a efectos de interpretación porque así lo estipula
el tratado o lo acuerdan las partes. Por ejemplo, el
tratado de fronteras de 1897 entre Gran Bretaña y
Etiopía se redactó en inglés y amárico y en él se
disponía que ambos textos harían igualmente fe173 ;

pero en un anexo al tratado figuraba una traducción
francesa que debe hacer fe en el caso de controversias.
En el párrafo 2 también se prevé la posibilidad de que,
cuando un tratado se celebra en el seno de una organi­
zación. las reglas establecidas de la organización puedan
prescribir que se preparen los textos en los otros
idiomas oficiales de la organización y que esos textos
se considerarán auténticosl'i4.

169 Véase el comentario al artículo 7.
liO Véanse los Tratados de Paz con Italia (artículo 90),

Bulgaria (artículo 38), Hung'ría (artículo 42), Rumania (ar­
tículo 40) y Finlandia (artículo 36).

171 Tratado de Brest-Litovsk de 1918 (artículo 10).
172 Ullited Na/iollS Trcat)1 Scrics, vol. 325, pág. 91; véanse

los otros ejemplos que cita }. H~rdy, op, cit., págs. 126 a 128.
173 En realidad el tratado dice "oficiales", pero parece claro

que en este caso "oficiales" quiere decir "auténticos"; liertslet,
Tlrc !IftlP of Afl'ica by Trcaty (tercera edición), vol. 2, págs.
424 a 427; cfr. Tire COl/vclltion for tIJc UllificatiolJ of Ccrtail/
Rulcs cOllcerl/illg Collisiolls in /11 la 11<1 Navigatioll, Hudson,
IlItcmatiollal Lcgislatioll, vol. 5, págs. 819 a 822.

174 Véase SUI/llllary of tire Practice oi tire Sccretar).-Gcllcral
as Dcpositary of Multilateral Treatics (ST/LEG/7), pág. 8-
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Articulo 73

5) L., pluralidnd de los textos nuténticos de un
tratado constitu)'e siempre un, importante factor de su
interpretación, )o'a que todos los textos enuncian, de
manem que hace fe, las estipulaciones del acuerdo entre
las partes. Pero conviene señalar que en derecho sólo
existe un tratado -una serie de estipulaciones acepta­
das por las partes y un propósito COlU\m con respecto a
dichas estipulí\ciones - aun cuando dos textos auténti­
cos parecen discrepar. En la práctica, la existencia de
textos auténticos en dos o más idiomas unas veces
complica la interpretación del tratado y otras veces la
facilita. Pocos son los tmtados plurilingües de m{ls de
uno o dos articulos que no ofrezcan alguna discrepnncia
entre los textos. El diferente espíritu del idioma, la
falta de un cabal COIISC',SIIS ad idem, la carencia de
tiempo suficiente para coordinar los textos o su defec­
tuosa redacción pueden tener por consecuencia dis­
crepancias en el sentido de los textos, que a veces son
secundarias y otras veces de gran importancia. En tales
casos, la pluralidad de textos puede constituir otro
motivo importante de ambigüedad o de oscuridad de
los términos del tratado. Por otra parte, cuando el
sentido de los términos es ambiguo u oscuro en un
idioma, pero en otro expone de manera clara y con­
vincente las intenciones de las partes, el carácter
plurilingüe del tratado facilita la interpretación del
texto cuyo significado es dudoso.

6) La existencia de más de un texto auténtico intro~

duce evidentemente un nuevo elemento -la compam­
ción de los textos - en la interpretación del tmtado.
Pero ello no supone un sistema diferente de interpreta­
ción. Aunque se exprese en varios idiomas, el tratado
continúa siendo un tratado único con una misma serie
de términos cuya interpretación se rige por las mismas
normas que se aplican a los tratados redactados en un
solo idioma, es decir, por las normas establecidas en los
artículos 69 a 71. La unidad del tratado y de cada uno
de sus términos tiene importancia fundamental para
la interpretación de los tratados plurilingües y esa
unidad está salvaguardada por la combinación del
principio de que todos los textos auténticos hacen igual­
mente fe con la presunción de que en cada uno de los
textos del tratado se ha querido dar el mismo sentido
a los términos del mismo. Esta presunción exige hacer
cuanto sea posible para hallar un significado común a
los textos antes de preferir uno a otro. Un término de
un tratado puede ser ambiguo u oscuro por serlo en
todos los textos auténticos, o por serlo en uno de ellos
solamente, pero sin que esto suponga la certeza de que
existe diferencia entre los textos, o porque a primera
vista parezca que los textos auténticos no tienen el
mismo significado exactamente. Pero cuando la ambi­
güedad o la oscuridad es inherente a todos los textos,
o es consecuencia de la forma plurilingüe del tratado,
la primera regla del intérprete es aplicar las normas
usuales de interpretación de los tratados para buscar el
sentido que las partes han querido dar al término de que
se trate. La forma plurilingüe del tratado no justifica
que el intérprete prefiera sin más un texto a otro y
prescinda de los medios normales de aclarar ambi­
güedades u oscuridades apoyándose en el objeto y el
fin del tratado, en los trabajos preparatorios, las circuns­
tancias que concurran en la celebración del tratado, la
práctica posterior, etc. Por el contrario, la igualdad de
textos exige que se haga todo lo posible por conciliar



los textos y determinar. la intención de las partes acu­
diendo a los medios normales de interpretaciónlTll•

7) En consecuencia, el párrafo 1 del articulo 73
enuncia que los distintos textos auténticos de un tratado
hacen igualmente fe en cada uno de los idiomas en que
están redactados, salvo que las partes expresamente
dispongan que en caso de divert_ncia haya de prevalecer
un texto determinado. Estipulaciones de esta clase son
muy frecuentes y a este propósito se han mencionado
ya en el párrafo 3 de este comentario178 algunos otros
ejemplos especiales de tratados que conceden autoridad
decisiva a un texto determinado en caso de divergencia.
La aplicación de tales disposic::iones puede plantear un
problema dificil por 10 que se refiere al momento exacto
del proceso de interpretación en que debe aplicarse la
disposición. ¿ Debe aplicarse automáticamente el texto
"matriz" tan pronto como surja la más pequeña dife­
rencia en la redacción de los textos? ¿O debe recurrirse
primeramente a todos los medios normales de inter­
pretación, o por 10 menos a algunos de ellos, para
tratar de conciliar los textos antes de decidir que existe
una "divergencia"? La jurisprudencia de los tribunales
internacionales no arroja luz suficiente para la solución
del problema17T• Algunas veces el tribunal ha aplicado
sin más e inmediatamente el texto "matriz" sin entrar
en la cuestión de si existe una verdadera discrepancia
entre los textos auténticos; así parece haberlo hecho,
en efecto, la Corte Permanente en el asunto relativo a la
interpretación del Tratado de Neui11yU8. Otras veces,
el tribunal ha efectuado por 10 menos una comparación
de los diferentes textos con el propósito de averiguar
la intención de las partes17ll• Este ha sido también el
método adoptado por el Tribunal Supremo de Polonia
en el asunto de los Archiduql4es de la Casa Habsburgo­
Lorena contra la Tesorería del Estado polacol f!G, método
que en un estudio reciente se estima acertadol81• La
cuestión estriba esencialmente en cuál sea la intención
de las partes al insertar la disposición en el tratado, y
por ello la Comisión dudó de que le incumbiera intentar
resolver el problema por medio de la enunciación de
reglas generales de interpretación. En consecuencia,
la Comisión estimó suficiente que el párrafo 1 establezca
una reserva general relativa a los casos en que el tratado
contiene esa clase de disposición.

8) En el párrafo 2 se establece en primer lugar que
se supone que los términos del tratado tienen idéntic.o
sentido en cada uno de los textos del tratado. A contl­
nuación establece que, salvo que las partes hayan
estipulado la primacía de un texto determinado, en caso
de divergencia entre los textos auténticos se adopte
el sentido que concilie en 10 posible los distintos textos.

175 Véase J. Hardy, op. cit., págs. 91 a 111, en cuanto a la
jurisprudencia de los tribunales internacionales al respecto.

176 Algunos .tratados, aun sin establecer que haya de hacer
fe exclusivamente un texto determinado, disponen el método de
interpretación que ha de prevalecer en caso de divergencia.

177 Véase para casos concretos, J. Hardy, op. cit., págs. 128
a 136.

178 p.e.!.!., Serie A, No. 3.
179 Por ejemplo, De Paoli cmltra el Estado búlgaro, Tribu­

lIaux arbitraux mi.t:tes, Recucil des décisiollS, vol. 6, pág. 456.
180 AIIIlllal Digest 01 [IIternatioJlal Law Cases, 1929-1930,

asunto No. 235.
181 Lord McNair, Law 01 Treaties (1961), pág. 435.
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En el asunto de las Concesiotlcs Mavromma.tis Ctl
Palestitla182

, algunos juristas estimaron que la Corte
Permanente establecía una regla general de interpreta­
ción restrictiva en los casos de divergencia entre textos
auténticos al decir que:

ft••• cuando existen dos versiones que hacen igual­
mente fe y una de ellas parece tener un alcance mayor
que la otra, [ia Corte] debe adoptar la interpretación
más restringida que pueda conciliarse con las dos
versiones y que, en esa medida, corresponde sin duda
a la intención común de las partes. En el caso pre­
sente, esta conclusión se impone con particular fuerza
en vista de que se trata de un instrumento por el que
se regulan las obligaciones de la Gran Bretaña en su
calidad de Potencia Mandataria en Palestina y de que
el texto original del instrumento probablemente fue
redactado en inglés."

Pero, como ha puesto de relieve recientemente un
autor1118

, no parece que la Corte haya tenido necesaria­
mente, en la primera frase de esta cita, la intención de
establecer, como norma general, que deba adoptarse
siempre la interpretación más restringida que pueda
conciliarse con los dos textos. La interpretación restric­
tiva era adecüada en ese caso. Pero la cuestión de
determinar si en caso de ambigüedad debe adoptarse una
interpretación restrictiva es una cuestión más general
y su solución depende de la naturaleza del tratado y
del contexto concreto en que aparezca el término ambi­
guo, como se ha explicado en el comentario al artículo
71. El mero hecho de que la ambigüedad resulte de una
diferencia de expresión en un tratado multilingüe no
altera los principios según los cuales deba o no deba
hacerse una presunción en favor de la interpreta­
ción restrictiva. Por consiguiente, si bien el asunto
Mavrotnmatisl8t presta un apoyo firme al principio de
la conciliación - es decir, de la armonización - de los
textos, la Comisión no considera que permita establ'ecer
una norma general en la que se cree una presUl.ción
en favor de la interpretación restrictiva en el caso de
que exista una ambigüedad en textos plurilillgües185•

9) La Comisión estudió la posible existencia de
otros principios que pudieran codificarse como reglas
generales de interpretación de los tratados plurilingües.
Por ejemplo, examinó si debe especificarse que existe
una presunción jurídica a favor del texto que tenga
sentido más claro. No obstante, creyó que enunciar tal
principio como regla general sería ir demasiado lejos,
ya que mucho puede depender de las circunstancias
de cada caso y de la prueba de la intención de las partes.
Tampoco creyó la Comisión adecuado formular una
regla general relativa a la utilización de versiones no
auténticas, aunque a veces se acuda a ellas por las
aclaraciones que pueden ofrecer sobre la cuestión.

182 P.C./.!. (1924), Serie A, No. 2, pág. 19.
183 J. Hardy, op. cit., págs. 76 a 81, en las que se hace un

examen a fondo del precedente.
18t Véanse los asuntos de los BOllOS 'Vcne30Iallos, Moore,

[nterllatiollal ArlJitratiolls, vol. 4, pág. 3623, Y de las Rcparaci(Jo.
"cs alemanas de conformidad COII el artíCIIlo 260 del Tratado de
Versalles (1924), Reports 01 lnternational Arbitral Awards,
vol. 1, págs. 437 a 439.

185 Véase también, J. Hardy, op. cit., págs. 113 a 115.



Capitulo m
MISIONES ESPECIALES

A. Introducción

EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE REGLAMENTACIÓN DE LAS
MISIONES ESPECIALES EN LAS NACIONES UNIDAS

25. En su 100 período de sesiones, celebrado en
1958, la Comisión de Derecho Internacional aprobó un
proyecto de articulos relativos a las relaciones e inmuni­
dades diplomáticas. No obstante, la Comisión puntualizó
que el proyecto "sólo se refiere a las misiones diplo­
máticas permanentes. Las relaciones diplomáticas entre
Estados también revisten otras formas, que pueden
designarse con la expresión "diplomacia ad hoc" y que
comprenden los enviados itinerantes, las conferencias
diplomáticas y las misiones especiales enviadas a un
Estado con una finalidad determinada. La Comisión
consideró que también debían estudiarse estas formas de
diplomacia, al objeto de fijar normas jurídicas que las
regulen y pidió al Relator Especial que se ocupara en
el asunto y que presentara su informe en un periodo de
sesiones ulterior"186. La Comisión, en su 11° período de
sesiones (1959), decidió incluir en el programa del
período siguiente (1960) la cuestión de la diplomacia
ad !IOC como tema especial

26. El Relator Especial designado por la Comisión,
Sr. A. E. F. Sandstrom, presentó un informe en el
120 período de sesiones y, sobre esta base, la Comisión
adoptó ciertas decisiones y formuló recomendaciones
respecto de las normas sobre misiones especialesI8'l'.

El proyecto de la Comisión era muy sumario. Sostenía
la tesis de que, de manera general, era preciso aplicar
por analogía a las misiones especiales las normas que
la Comisión había elaborado p:l~a las relaciones diplo­
máticas en general. La Comisión expresó la opinión
de que ese breve proyecto debía remitirse también a la
Conferencia sobre relaciones diplomáticas que se con­
vocó en Viena en la primavera del año 1961. Ello no
obstante, la Comisión insistió en el hecho de que no
había podido realizar sobre este tema el estudio a fondo
que en condiciones normales habría emprendido. Por
esta razón la Comisión consideró su proyecto como un
examen preliminar que se había realizado con el pro­
pósito de exponer ciertas ideas y sugestiones que podrían
tenerse en cuenta en la Conferencia de Vienal88.

27. En su 943a. sesión plenaria, celebrada el 12 de
diciembre de 1960189, la Asamblea General de las
Naciones Unidas decidió, a propuesta de la Sexta
Comisión, remítir el citado proyecto a la Conferencia de
Viena con la recomendación de que lo examinara junto
con el proyecto de articulos sobre relaciones e inmuni­
dades diplomáticas. La Conferencia de Viena incluyó

186 Documelltos Oficiales de la Asamblea Gmeral, ácci­
motercer período de sesiolles, Suplemellto No. 9 (A/3859) ,
párr. 51.

187 A1Iuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1960,
vol. n, documento A/CN.4/129.

188 Ibid., pág. 182, párr. 37.
189 Resolución 1504 (XV).
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este tema en su programa e instituyó una Subcomisión
especiaP90.

28. La Subcomisión advirtió que este proyecto hacia
poco más que indicar qué reglas sobre las misiones
permanentes eran aplicables a las misiones especiales y
qué reglas no lo eran. La Subcomisión opinó que era
imposible incluir este proyecto en la convención defini­
tiva antes de proceder a un estudio largo y minucioso
que no podría llevarse a cabo hasta que se hubiese apro­
bado definitivamente una serie completa de normas
sobre las misiones permanentesl91. Por esta razón la
Subcomisión propuso a la Conferencia que remitiera
nuevamente esta cuestión a la Asamblea General para
que ésta recomendase a la Comisión de Derecho Inter­
nacional que volviese a estudiarla, es decir, que con­
tinuase estudiando esta cuestión teniendo en cuenta
el texto de la futura Convención de Viena sobre rela­
ciones diplomáticas. En la sesión plenaria de la Confe­
rencia de Viena, celebrada el 10 de abril de 1961, se
aprobó esta recomendación de la Subcomisión192.

29. Se presentó nuevamente la cuestión a la Asam­
blea General de las Naciones Unidas. El 18 de diciembre
de 1961, a propuesta de la Sexta Comisión, la Asamblea
General aprobó la resolución 1687 (XVI), en la que
pedía a la Comisión de Derecho Internacional que
prosiguiese el estudio del tema de las misiones especiales
e informase al respecto a la Asamblea General.

30. En virtud de esta decisión se remitió de nuevo
la cuestión a la Comisión de Derecho internacional
que decidió incluirla en su programa (decisión adop­
tada en su 6698 sesión del 27 de junio de 1962)193.
La Comisión pidió a la Secretaría de las Naciones
Unidas que preparase por su parte un documento de
trabajo194, que serviría de base para los debates sobre
esta cuestión en su período de sesiones de 1963. Por
último, la Comisión incluyó este tema en el programa
de su decimoquinto período de sesiones (1963)195.

31. En su decimoquinto período de sesiones la Co­
misión nombró en su 712a. sesión, al Sr. Milan Bartos
Relator Especial del tema de las misiones especiales.

32. En esa ocasión, la Comisión tomó la decisión
siguiente:

199 La Subcomisión se componía de los representantes del
Ecuador, los Estados Unidos de América, Irak, Italia, Japón,
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Senegal,
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y Yugoslavia.
Véase el documento A/CN.4/155, pág. 20.

191 c.:mferencia de las Naciones Unidas sobre relaciones e
inmunidades diplomáticas, Docmllelltos Oficiales, yol. 11 (docu­
mento A/CONF.20/C.l/L.315), pág. 48.

192 Ibid. (documento A/CONF.20/HI/Add.l, resolución 1),
pág. 99.

193 DoclImentos Oficiales dé la Asamblea (;meral, decimo­
séptimo período de sesiones, Suplemellto No. 9 (A/5209), pálT.
76.

104 A/CN.4/155.
195 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoc­

tavo período de sesiones, Suplemmto No. 9 (A/5509). párr. 65.



UEn cuanto a la forma de emprender la codifica­
ción de la materia, la Comisión decidió que el Rela­
tor Especial redactase un proyecto de articulas. Esos
articulas deben basarse en las disposiciones de la
Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas
de 1961, pero sin olvidar que las misiones especiales
son, tanto por sus funciones como por su naturaleza,
una institución distinta de las misiones permanentes.
Además, la Comisión estimó que la cuestión de saber
si el proyecto de artículos sobre las misiones espe­
ciales debe asumir la forma de un protocolo adicional
a la Convención de Viena de 1961, o ser objeto de
una convención separada o expresarse en otra forma
que sea adecuada, es a(111 prematura y que es pre­
ciso esperar las recomendaciones que haga al respecto
el Relator Especia!."I"
33. Por otra parte, la Comisión volvió a considerar

la cuestión de saber si el problema de las misiones espe­
ciales debería abarcar también la situación de los repre­
sentantes de Estados en congresos y conferencias. A
este respecto, la Comisión insertó el párrafo siguiente
en su informe anual a la Asamblea General de las
Naciones Unidas sobre su decimoquinto período de
sesiones:

"En 10 que se refiere al alcance del problema, los
miembros de la Comisión expresaron la opinión de
que la cuestión de las misiones especiales debería
referirse también a los enviados itinerantes, conÍorme
a la decisión adoptada por la Comisión en su período
de sesiones de 1960197• En ese mismo período de
sesiones, la Comisión decidió también no ocuparse,
en el estudio sobre las misiones especiales, en los
privilegios e inmunidades de los representantes en
congresos y conferencias a causa del nexo que existe
entre la cuestión de las conferencias diplomáticas y
la de las relaciones entre los Estados y las organi­
zaciones internacionales. En el actual período de
sesiones se planteó de nuevo esa cuestión, muy espe­
cialmente en lo que se refiere a las conferencias con­
vocadas por los Estados. Sin embargo, la mayoría
de los miembros estimaron que el mandato del Rela­
tor Especial no debería comprender por el momento
la cuestión de los delegados en congresos y confe­
rencias."198

34. El Relator Especial presentó su informe199, que
se incluyó en el programa del decimosexto período de
sesiones de la Comisión.

35. La Comisión examinó el informe en dos oca­
siones. En primer lugar, en sus 723a., 724a. y 725a.
sesiones, la Comisión procedió a un primer debate gene­
ral y dio instrucciones al Relator Especial para que
completase su estudio y para que presentase en el si­
guiente período de sesiones la continuación de su in­
forme. Por otra parte, en el curso de las sesiones 757a.,
758a., 76Oa. a 763a. y i"68tt. a 770a., la Comisión estu­
dió una serie de proyectos de artículos y aprobó 16
articulos del proyecto que figura a continuación, a
reserva de completarlos eventualmente en su 17° pe­
ríodo de sesiones. Esos artículos se presentan a la
Asamblea General. Y' a los gobiernos de los Estados
Miembros a título informativo.

¡¡;;¡ Ul¡:d., pfil'1'. 64.
191' An'lIario dI! la Comisión de Derecho Internacional, 1960,

vol. 1, 5653. llesi6n, párl~. 26.
198 Documelltos Oficiales de la Asamblea General, deci·

moctavo período de suiotlt's, Supletiwnto No. 9 (A/SS09),
pág. 41, párrafo 63.

109 A/CN.4/166.
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B. Proyecto de artieulo8 1 a 16 y eomentarios

PARTE 1

SECCION l. NORMAS GENERALES200

ArtIculo 1201

Envío de misiones especiales

1. Para la realización de cometidos determina­
dos, los Estados podrán enviar misiones especiales
temporales con el consentimiento del Estado ante
el cual se proponen enviarlas.

2. Para el envio y la recepción de misiones es­
peciales no llerá necesaria la existencia de relacio­
nes diplomáticas o consulares entre los respectivos
Estados.

Comentario

1) El primer articulo sobre las misiones especiales
difiere de las disposiciones de la Convención de Viena
sobre relaciones diplomáticas. L1. diferencia obedece a
la naturaleza de las misiones especiales en cuanto a su
cometido y duración.

. 2) Vn~ misión especial debe poseer las caracterís­
ticas sIgUIentes:

a) Ha. de ser enviada por ~m Estado a otro Estado.
No puede considerarse misión especial la que es en­
viada por un movimiento político para ponerse en
comunicación con un Estado determinado, ni la enviada
por un Estado para ponerse en comunicación con un
movimiento de ese tipo. Sin embargo, cuando. se trate
de una insurrección o guerra civil yesos movimientos
hayan sido reconocidos con el carácter de beligerantes
y hayan pasado a ser sujetos de derecho internacional,
podrán enviar y recibir misiones especiales. Al res­
pecto existe identidad de criterio con la Convención
d~ Viena sob,re relaciones diplomáticas (apartado a.),
parrafo 1, articulo 3).

b) N o debe poseer el carácter de ~tna misiót~ et~car­

gadade mantener relaciones diplomáticas generales
entre los Estados, sino que su cometido debe hallarse
determinado con precisión. Cometido determinado no
significa cometido estrictamente limitado; en la práctica
se confían a algunas misiones especiales cometidos muy
amplios y generales, que comprenden incluso el examen
y el establecimiento de los términos generales de las
relaciones entre los Estados de que se trate. Pero en
todo caso el cometido de la misión especial es un come­
tido determinado y difiere de las funciones de una
misión diplomática permanente. Esas funciones con­
sisten en la representación general del Estado acre­
ditante (apartado a) del párrafo 1 del artículo 3 de
la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas).
A jnicio de la Comisión, el cometido determinado de
una misión especial debe consistir en representar al
Estado que envía en cometidos políticos o técnicos.

c) Un Estado no está obligado a recibir ~tna misión
espedal de otro Estado a menos que se haya compro­
metidO a ello previamente. Al respecto, el proyecto se
inspira en el principio del artículo 2 de la Convención

200 Los artículos 1 a 12 fueron aprobados por la Comisión
en stlS 768a. y 769a. sesiones, el 17 de julio de 1964, y los f,ir­
tículos 13 a 16 fueron aprobados en la 770a. sesi6n de 20 de
julio de 1964.

201 La Comisión decidió que este artículo fuese precedido de
un artículo dedicado a definiciones.



de Viena, pero la Comisión advier~e que la forma de
expresión del consentimien~o al envío de una trisión
diplomá~ica permanen~e difiere de la que se emplea
en el caso de envío de una misión especial. En lo que
se refiere a las misiones especiales, la forma es, de
ordinario, más flexible. En la práctica suele acudirse
a un acuerdo no formal y, menos a menudo, a un ~ra­

~ado formal en el que se prevé el come~ido de~erminado

que se encomendará a la misión especial; por consi­
guien~e, una carac~erís~ica de la misión especial es la
de haber obtenido con antelación el consentimiento para
un fin determinado.

d) Ha de tener carácter temporal. Este carácter
temporal puede estar determinado por ia duración asig­
nada a la misión o por encomendársele un .cometido
determinado, y la misión cesa por regla general cuando
expira el término o cuando se cumple el cometid<f!02.
En cambio, este carácter temporal no es característica
de la misión diplomática ordinaria, la cual es perma­
nente (artículo 2 de la Convención de Viena sobre
relaciones diplomáticas). No obstante, no es misión
especial ni posee sus características la misión especia­
lizada permanente que tiene una esfera determinada de
competencia y que puede existir junto a la misión dipl~­

mática permanente ordinaria. Como ejemplos de nu­
siones especializadas permanentes cabe citar las misiones
de los Estados Unidos para la cooperación económica
y la asistencia a ciertos Estados; las misiones austra­
lianas de inmigración; las misiones de cooperación in­
dustrial de los países socialistas; las misiones-represen­
taciones comerciales con carácter diplomático, etc.

3) El envío y la recepción de las misiones especiales
puede efectuarse entre Estados, y éste es el caso más
frecuente, que mantienen entre sí relaciones diplomá­
ticas o consulares ordinarias; pero la existencia de
estas relaciones no es una condición esencial. Si exis­
ten tales relaciones y funciona la misión diplomática
ordinaria, la misión especial tiene un cometido parti­
cular que tal vez le habría correspondido a la misión
general de no existir una misión especial. No obstante,
mientras actúe la misión especial, los Estados pueden
regular por su conducto relaciones que correspondan
a la competencia de las misiones generales. La Com.i­
sión estimó conveniente señalar que no es necesaria
la existencia de relaciones diplomáticas o consulares
entre los Estados interesados para el envío y la recep­
ción de misiones especiales. La Comisión estimó que,
cuando esas relaciones no existen, las misiones espe­
ciales pueden ser aún más útiles. Se planteó también
ante la Comisión la cuestión de saber si las misiones
especiales pueden ser utilizadas entre Estados o ent~e
gobiernos que no se reconocen mutuamente. La .~onu­
sión estimó que, incluso en tales casos, las mISIOnes
especiales pueden ser útiles para el acercamiento entre
los Estados, pero no creyó necesario agregar al ar­
tículo 1 una cláusula a tales efectos.

4) Cuestión distinta es saber cómo se concluye el
acuerdo relativo al envío y a la recepción de las mi-·
siones especiales. En la práctica hay varias posibili­
dades, a saber:

a) Un acuerdo diplomático no formal que prevea
el envío y la recepción de una misión especial;

b) Un tratado formal que estipule que ciertas cues­
tiones van a ser discutidas y resueltas por medio de
una misión especial;

202 Véase lo que dispone el artículo 12.
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e) La ('f'erta hecha por un Estado de enviar una
misión eSptdal con un fin determinado y la aceptación
tácita de tal misión por parte del otro Estado;

d) La invitación que una parte dirige a la otra para
que envía una misión especial para un fin determinado
y la aceptación de la invitación por la otra parte.

S) Cuando no hay relaciones diplomáticas normales
entre los Estados interesados - bien por haberse roto o
por existir entre ellos un conflicto armado -, el envío
y la recepción de las misiones especiales se rigen por
las mismas normas que hemos citado. La práctica
muestra que las misiones especiales sirven a menudo
para resolver cuestiones preliminares con miras a esta­
blecer relaciones diplomáticas normales.

6) El hecho de que una misión especial sea enviada
y recibida no significa que el Estado receptor haya de
designar también por su parte una delegación especial
para que resuelva con aquélla los asuntos de que se
trate. Las negociaciones con la delegación enviada por
un Estado para un fin determinado pueden ser reali­
zadas también por los órganos ordinarios del Estado
receptor, sin acudir al nombramiento de una misión
especial. Ambas prácticas se consideran normales y en
el segundo caso la misión especial actúa por un lado y
por el otro la cancillería (,~ otro órgano permanente).
La Comisión no creyó necesario incluir ese aspecto
en el artículo.

7) Ocurre también a veces en la práctica que actúa
como misión especial una delegación determinada com­
puesta del jefe o de los miembros de la misión diplo­
mática permanente ordinaria acreditada en el país en
que tienen lugar las negociaciones. La práctica no re­
suelve claramente el problema de si, en tal caso, se trata
de una misión especial propiamente dicha o bien de
una actividad de la misión permanente.

Articulo 2

Cometido de una misi6n especial

El cometido de una misión especial será determi­
nado por consentimiento mutuo del Estado que
envía y el Estado receptor.

Comentario

1) El texto de este artículo difiere del artículo corres­
pondiente (artículo 4) de la Convención de Viena sobre
relaciones diplomáticas.

2) El alcance y el contenido del cometido de la mi­
sión especial se determinan por consentimiento mutuo.
Este consentimiento puede expresarse por uno de los
medios indicados en el párrafo 4) del comentario al
artículo 1. No obstante, el acuerdo sobre el envío y
la recepción de las misiones especiales suele ser en la
práctica de carácter no formal y a menudo sólo indica
el objetivo de la misión. En la mayoría de los casos,
ese cometido sólo se concreta en el curso de las nego­
ciaciones y depende frecuentemente de las plenipoten­
cias o de la autorización que se han dado a los repre­
sentantes de las partes negociadoras.

3) La historia diplomática recoge una serie de casos
en los que las misiones especiales han rebasado el
cometido para el cual habían sido enviadas y recibidas.
La explicación corriente de tales casos es que se ha
querido aprovechar una buena ocasión y que tC'do buen
diplomático ha de aprovecharla. Hay también una serie
de casos que indican que algunas misiones especiales
con funciones protocolarias y ceremoniales han apro-



vechado las circunstancias propicias para llevar a cabo
negociaciones sobre otras m,~terias. Por regla general.
los limites y las atribuciones de la misión especial para
solucionar los asuntos se determinan en las plenipo­
tencias~ expedidas en buena y debida forma. pero en
In práctica es muy fre~uente que la validez juridica
de los actos realizados ¡A.r las misiones especiales que
excedan de la autorización recibida por ella depende de
que los acepten los gobiernos respectivos. Si bien la
Comisión estimó importante esta cuestión para la esta­
bilidad de las relaciones entre los Estados, no creyó
necesario fotmular un artículo relativo a la cuestión
y estima que su solución guarda mucha relación con
la sección n (Celebración de tratados por los Estados)
de la parte 1 del proyecto de artículos sobre el derecho
de los tratados203•

4) Los cometidos de una misión especial muy a me­
nudo son determinados en un tratado previo. En este
caso el cometido de la misión especial y el alcance de
sus poderes dependen del tratado. Tal es, por ejemplo,
el caso de las comisiones designadas para trazar los
planes. de intercambio comercial que han de regir du­
rante un periodo determinado en virtud de un tratado
de comercio. Pero estos casos deben considerarse ex­
cepcionales. Por 10 contrario, en la mayoría de los casos
el cometido se determina por acuerdo mutuo no formal
y ad Izoc.

5) En relación con el cometido y los limites de los
poderes de una misi0n especial se plantea también la
cuestión de si su existencia invade la esfera de com­
petencia de la misión diplomática ordinaria del Estado
que envía, acreditada ante la otra parte interesada. A
este propósito, se admite como regla general que la
misión permanente, incluso durante el término de la
misión especial, sir.ue teniendo atribuciones para trans­
mitir a la otra patt\~ contratante, ante la cual está acre­
ditada, las comunicaciones de su gobierno relativas espe­
cialmente a los límites de los poderes de la misión
especial y, en caso necesario, el retiro total o parcial
de las plenipotencias dadas o la decisión de la interrup­
ción o de la suspensión de las negociaciones, pero todo
ello ímicamente en lo que concierne a las actividades
futuras de la misión especial. La cuestión de la exis­
tencia paralela de misiones permanentes y misiones
especiales, así como el problema de la superposición
de competer.das, tiene considerable importancia para la
validez de los actos ejecutados por las misiones espe­
ciales. Algunos miembros de la Comisión opinaron que
durante la existencia de la misión especial, debe pre­
sumirse que su cometido queda fuera de la competencia
de la misión diplomática permanente. La. Comisión
decidió señalar a la atención de los gobiernos este
ac;pecto y solicitarles que expongan su criterio sobre
si es necesario o no insertar también en el texto defi­
nitivo de los artículos una norma sobre esta materia
y, si lo es, en qué sentido.

6) En caso de cesar las actividades o la existencia
de la misión especial, es norma restablecer la compe­
tencia plena de la misión diplomática permanente,
incluso para el cometido que se haya asignado a la
misión especial, con excepción del caso en que los tra­
tados confían a misiones especiales una competencia
exclusiva para regular las relaciones sobre determinadas
materias entre los Estados.

203 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimo­
séptimo período de sesiones, Suplemento No. 9 (A/5209), págs.
9 a 11, artículos 4 y 5.
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ArtIculo J

Nomlmllni~lIto d~1 i~/~ y d~ los m;~mbros d~ la
misifSn ~sp~cial o d~ los mi~mbros d~ su ~lsonal

.Salvo acuerdo contrario. el Estado que envía
nombrar' libremente al jefe., a 101 miembros de la
misi6n especial asi como a su personal. Estos nom­
bramientos no necesitan el consentimiento previo
del Estado receptor.

CotMntario

1) .El texto del artículo 3 difiere. en lo tocante al
jefe de la misib especial. de la norma del articulo 4
de la Convención de Viena sobre relaciones diplomá­
ticas. El jefe de una misión diplomática permanente
ha de obtener el asentimiento del Estado receptor,
mientras que. por lo general, no se requiere asenti­
miento alguno para el nombramiento del jefe de tina
misión especial. Por lo que se refiere a los miembros
de la misión especial y al personal de ésta, el artículo 3
se basa en la idea. que figura en la primera frase del
artículo 7 de la Convención de Viena sobre relaciones
diplomáticas. de que el Estado que envía podrá nom­
brarlos libremente.

2) La Comisión comprobó que la práctica de los
Estados es que el consentimiento sobre el envío y la
aceptaci6n de la misión especial no implica. en prin­
cipio, el consentimiento sobre la persona de su jefe o
de los miembros de la misión o del personal de ésta.
No comparte la opinión de que la declaración sobre
la aceptación de los miembros que componen la misión
deba figurar en el acuerdo de aceptar la misión especial.
La Comisión estimó que la aceptación de una misión
especial y la aceptación de sus diversos miembros son
dos conceptos distintos20••

3) L"l solución en virtud de la cual no se exige el
asentimiento o el consentimiento previo para el jefe y
los miembros de la misión especial o el personal de
ésta no menoscaba en absoluto los derechos sobei'anos
del Estado receptor. Esos derechos soberanos yesos
intereses están garantizados por la disposición del
artículo 4 (Persona declarada non grata o no aceptable).

4) En la práctica, existen varios medios por los
cuales el Estado receptor puede limitar la libertad de
nombramiento del Estado que envía sin acuerdo previo.
Se pueden citar a guisa de ejemplo:

a) El consentimiento que se da en forma de visado,
expedido a petición del Estado que envía, en la que
se indica el objeto del viaje, o bien en forma de acep­
tación de la notificación por la cual se informa de la
llegada de una persona determinada en misión especial.

b) El Estado receptor manifiesta su deseo sobre el
rango de las delegaciones.

c) En la práctica, el acuerdo, formal o no, relativo al
envío y a la recepción de la misión especial contiene
la cláusula en la que se determina exactamente la per­
sona o las personas que constituyen la misión especial.
En tales casos, el Estado que envía no puede hacer
cambios en la composición de la misión especial sin el
consentimiento previo del Estado receptor. En la
práctica, basta con una comunicación, hecha oportu­
namente, sobre la sustitución: si la otra parte no pone
reparos se considera que ha aceptado sin ; ''jervas la
notificación.

204 Para las opiniones contrarias, véase Anuario de la Co­
misión de Derecho Internacional, 1960, vol. 11, págs. 107 a 111.



S) Hay casos, si bien menos frecuentes, en los que
se estipula por acuerdo previo que el Estado receptor
debe dar su consentimiento. Asi ocurre, sobre todo,
cuando se trata de establecer contactos importantes )'
delicados mediante la misión especial, particularmente
cuando se prevé que el jefe o los miembros de la misión
han de ser políticos eminentes.

6) Se plantea la cuestión de si se reconoce al Estado
receptor el derecho de subordinar a su propio ~'onsen­
timiento la aceptación de la persona designada. En este
caso, sucedc a veces que el Estado que plantea la obje­
ción pide quc se le consulte sobre la designación de
la persona; pero el hecho de negarle su aceptación no
quiere decir que la considere persona tlon grata; se trata
más bien de una oposición de orden objetivo y de pro­
cedimientoque de un Juicio sobre la persona, si bien
en la práctica resulta difícil separar un aspecto del otro.
La Comisión opinó que no es una práctica adoptada de
modo general y que este caso debe preverse en un
acuerdo especial.

7) En la práctica, no se designan nominalmente en
el acuerdo previo, ni el jefe ni IQ~ miembros de la mi­
sión especial, pero en algunos casos se indican los títulos
que deben poseer. Así ocurre con respecto a reuniones
en un determinado plano (por ejemplo, reuniones de
ministros de relaciones exteriores o de otras personali­
dades), o bien cuando se exige que la misión esté cons­
tituida por expertos de cierto tipo (por ejemplo, reu­
niones paritflrias de ingenieros hidrotécnicos o de otros
expertos). En estos casos, la misión especial está debi­
dflmente constituida si su jefe o sus miembros reúnen
las condiciones previstas u ocupan puestos determina-

.dos y, por consiguiente, el Estado que envía se somete
a ciertfls limitaciones en cuanto a la elección y a la
composición de su misión especial. Aun cuando esta
práctica está muy c.'Ctendida, la Comisión estimó que
era inútil incluir una norma al respecto en el artículo 3,
y que este concepto se halla comprendido en la cláusula
"salvo acuerdo contrario".

8) L'l Comisión estudió asimismo la práctica de
fllgunos Estados que exigen (por analogía con el ar­
ticulo 7 in fine de la Convención de Viena sobre rela­
ciones diplomáticas) un consentimiento previo en el
caso de agrc<{ados militares, navales o aCreas. La Co­
misión opinó que esta norma estaba en desuso y no
tenía carácter universal.

Artículo 4

Persona dtlc1arada "non grata" o no aceptable

1. El Estado receptor podrá, en todo momento
y sin tene.' que exponer los motivos de su decisión,
informar al Estado que envía que el jefe o cual­
quier mil~mbro de la misión especial o de su per­
sonal es persona non grata o no aceptable.

2. El Estado que envía retirará entonces a esa
persona o' pondrá término a sus funciones en la
misión especial. Si el Estado que envía se niega a
ejecutar. esta obligación, el Estado receptor podrá
negar:3e a reCc.locer como jefe, miembro de la
misión especial o miembro del personal, a la per­
sona óe que se trate.

Comentario

1) El texto del artículo 4 se inspira en el artículo 9
de la Convención de Viena sobre relaciones diplo­
máticas.
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2) No cabe duda de que el Estado receptor, inde­
pendientemente de que haya aceptado o no la misión,
tiene en todo momento derecho a declarar persona
non grata o no aceptable al jefe, a un miembro de la
misión especial o a un miembro del personal de ésta.
No está obligado a exponer las razones de tal
decisiónllOll •

3) Hay que agregar que en la práctica rara vez
se declara a una persona non grata. o no aceptable si
el Estado receptor ha dado ya su consentimiento sobre
una persona concreta, pero la mayoría de la Comisión
estimó que, incluso en este caso, el Estado receptor
tiene derecho a hacer esa declaración. De todos modos,
el Estado receptor no suele hacer uso de esta posi­
bilidad: a veces pone en conocimiento del Estado que
envía, por la vía diplomática ordinaria, que el jefe o
un miembro determinado de la misión especial, incluso
cuando ya ha sido aceptado, representa un obstáculo
para la realización del cometido de la misión.

4) En la práctica, los Estados no suelen ejercer a
menudo este derecho del Estado receptor de declarar
persona non grata. o no aceptable al jefe o a un miem­
bro de la misión especial, pues estas misiones son de
corta duración v de cometidos concretos. No obstante.
puede ocurrir así. Por ejemplo, un ministro de un
Estado receptor consideró ofensiva una carta que le
había dirigido el jefe de una misión especial y anunció
que no deseaba tener más tratos con el autor de la carta.
Las actividades de la misión especial se vieron prác­
ticamente paralizadas y el Estado que la había enviado
se "10 obligado a reemplazar al jefe de la misión por
otra persona.

5) Cuando las reuniones con la misión especial han
de celebrarse en un plano determinado o cuando el jefe
o los miembros de la misión han de poseer ciertos títulos
y el Estado que envía no tiene otras personas que
reúnan esas condiciones, hay que suponer que en la
práctica es imposible declarar n01/ grata, o no aceptable
a la persona interesada y lo único que puede hace'tse
es romper el contacto, en vista de que el Estado que
envía no tiene posibilidad de ele~ir entre varias per­
sonas con los títulos requeridos. No puede pedirse nI
Estado que envía que cflmbie, por ejemplo, su ministro
de relaciones exteriores por considerársele persona
tJOtI grata, ya que ello equivaldría a una injerencia en
los asuntos internos de ese Estado. No obstante, el
Estado receptor no está obligado a entrar en contacto
con una persona que no le es grata si considera que
esa negativa le resulta más ventajosa que el contacto
real con el otro Estado. No se trata de un problema
jurídico y, por ello, la Comisión decidió no ocuparse de
esta hipótesis y no incluir en el artículo una norma
al respecto.

A.rtícu10 5

Envío de la misma misión especial ante dos o más
Estados

Un Estado podrá enviar la misma misión especial
ante dos o más Estados. En dicho caso, el Estado
que envía notificará previamente a los Estados inte­
resados el envío de esa misión. Cada uno de los
Estados interesados podrá negar~e a recibirla.

201\ La Comisión de Derecho Internacional opinó así en 1960.
Véase AlIlmario de la Comisión de Derecho IlItenracional, 1960,
vol. n, págs. 107. 108, 109 Y 174.



Articulo 6

conclusión de una convención multilateral que no es dc
illteré& general. En este caso, sus plenipotencias puc­
den consistir en un documento único dirigido a todos
los Estados con los que vaya a concluirse la convención
de que se trata (por ejemplo, las negociaciones Mlgaro­
greca.yugoslavas relativas a la solución de· ciertos pro­
blemas relacionados con su frontera común) .

4)- Hay que señalar también que, en la práctica,
la misión especial a que se refiere el inciso a.) del
a~terior párrafo 3), tras haber sido aceptada en prin­
Cipio, puede encontrarse a veces en la situación de
que se le pida, en vista de la actitud que ha adoptado
en sus contactos con los representantes del primcr
Estado ~'isitado, que se abstenga de ponerse en contacto
con otro Estado determinado al que ha sido enviada.
Ello ocurre sobre todo si se hace público que ha con­
cedido al primer Estado ciertas ventajas que son con­
trarias a los intereses del otro Estado. Este último puede
considerar que el asunto de que ha de tratarse ha
quedado ya prejuzgado, y proclamar que la misión
especial que había aceptado carece ya de objeto. No
hay que confundir esta situación con el caso en que se
declara persona non grata al jefe de la misión o a
alguno de sus miembros, ya que la negativa a acep­
tarlos no se funda en el presente caso en sus cuali­
dades subjetivas, sino más bien en la situación política
objetiva creada por las actividades de la misión especial
y por la actitud adoptada por el Estado que envía. Se
trata de una especie de restricción de las relaciones
diplomáticas que se refleja únicamente en la revoca­
ción del asentimiento dado por el Estado receptor a la
aceptación de la misión especial. Ello muestra clara­
mente cuán delicada es la situa':lón creada por la prác­
tica del envío de una misma misión especial a varios
Estados.

5) La Comisión estimó que, en este caso, .el Estado
que envía tiene la obligación de notificar previamente
a los Estados interesados su intención de enviar una
misión especial a dos o más Estados. Esta notificación
previa es necesaria para que los Estados interesados
conozcan con antelación suficiente no sólo el cometido
de la misión especial sino también su itinerario. Se
estima necesaria esta información para que el Estado
interesado pueda decidir de antemano si ha de recibir
a la misión especial que se le propone. La Comisión
creyó indispensable hacer hincapié en que los Estados
informados puedan pronunciarse únicamente en cuanto
a la oportunidad de recibir la misión especial, sin que
puedan pedir que esa misma misión no sea enviada
también a otro Estado.

Composici6n de la misi6n especial

l. La misión especial podrá estar constituida
por un solo representante o por una delegación
compuesta por un jefe y otros miembros.

2. La misión especial podrá tener adscrito per­
sonal diplomático, administrativo y técnico, así
como personal de servicio.

3. A falta de acuerdo expreso sobre el número
de miembros del personal de una misión especial,
el Estado receptor podrá exigir que ese número
esté dentro de los límites de 10 que considere que
es razonable y normal, según las circunstancias, el
cometido y las necesidades de la misión.
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Comnslario

1) En la Convencí6n de Viena sobre relaciones diplo.
máticas no existe una disposici6n correspondiente.

2) L'\ Camisi6n de Derecho Internacional apenas se
ocupó en 1960 de esta cuesti6n que, por 10 demás, en
la doctrina sólo tiene importancia secundaria. L'\ ma·
yoria de la Comisión consideró entonces que era abso·
lutamente innecesario tener en cuenta este punto, y
según su Relator Especial anterior, Sr. Sandstrom,
esta cuestión no se planteaba en absoluto:104l• Pero el
Sr. Jiménez de Aréchaga expuso en esa ocasión su
parecer de que la situación prevista no era en modo
alguno excepcional. Señaló que el envío de misiones
especiales a varios países vecinos se producia con oca­
sión de cnmbios de gobierno en el Estado que envía,
así como en ocasiones ceremoniales:lOT. Los estudios
posteriores han mostrado que se dan en la práctica
casos de misiones especiales enviadas ante varios
Estados.

3) La observación de la práctica permite apreciar
que hay dos casos en que se plantea claramente el
problema del nombramiento de una misión especial ante
varios Estados, a saber:

a) El envío de la. misma misión especial, con la
misma composición y el mismo cometido, a varios
Estados, por lo general vecinos o situados en la mismn
región geográfica. Ha habido casos de misiones poli­
ticas (misiones de buena voluntad) en que algunos
Estados se han negado a entrar en contacto con la
misma misión enviada a otros Estados con los que
no mantenían buenas relaciones. Por consiguiente, no
se trata tan sólo de las relaciones entre el Estado que
envía y el Estado receptor, sino también de las rela­
ciones entre los Estados a los que se envía la misión
especial. Aunque se trata de una cuestión política,
desde el punto de vista jurídico equivale a la condición
esencial de que para las misiones especiales, acreditadas
simultánea o sucesivamente ante varios Estados, es
necesario el consentimiento de cada uno de estos
Estados.

b) Aunque, según la norma estricta, una misión
especial ha de enviarse especialmente ante cada uno
de los Estados con los que se desea establecer contacto,
independientemente de que éste tenga lugar de modo
simultáneo o sucesivo, en la práctica se producen ciertas
excepciones. Un uso es el nombramiento llamado cir­
cular,que los especialistas en protocolo diplomático,
a juicio de la Comisión acertadamente, consideran poco
cortés. En tal caso, se expiden las plenipotencias a
una misión especial o a un enviado itinerante para
visitar varios países, o bien se comunica por nota cir­
cular a varios Estados la intención de enviar tal misión
especial. Cuando se trata de una misión especial im­
portante, por 10 general se protesta contra esta falta
de cortesía. Si se trata de una misión especial encar­
gada de informarse sobre negociaciones futuras de
carácter técnico, por lo general se pasa por alto tal
cuestión, aunque pueda señalarse que tales misiones
especiales tienen una situación similar a la de los via­
jantes de comercio con poderes generales. Es necesario
distinguir entre esta práctica de la designación deno­
minada "circular" y el caso de una misión especial
autorizada para entablar negociaciones con miras a la

206 Anuario de la Comisió,. de Derecho bllentQcfoMl, 1960,
vol. 11, págs. 108 y 182.

:lOT ¡bid., pág. 115.



Ccnmmtario

1) Los p{lrrafos 2 y 3 del artículo 6 aprobado por
la Comisión se inspiran en las disposiciones del apar­
tado e) del articulo 1 y en el párrafo 1 del articulo 11
~e la Con~ención de Vie?a sobre relaciones diplomá­
ttc~s.. El parra~o 1 del arttculo 6 responde a las carac­
terlsttcas propms de la institución de las misiones
especiales.

2) En la prácti~a, la misión especial puede compo­
nerse de un solo nnembro o de varios. Cuando la misión
especial se confía a un solo miembro, éste es entonces
un delegado especial, que la Comisión denomina "repre­
sentante" en el texto del articulo 6. Cuando la misión
especial est{l constituida por dos miembros, corresponde
al Est~do que envía especificar cuál de los dos va a
ser el Jefe o el pri?1er ~elegado. Si la misión especial
consta d~ t:es o lJllas mlemb~os, la no;ma que se sigue
en la practtca es que se desIgne un Jefe de la misión
especial (presidente de la delegación).
. 3) El orden jerárquico en el seno de la misión espe­

cml se determi!1a, según la práctica general, por el
Estado que enVla; el rango así establecido se comunica
al Estado receptor o se publica en la forma usual adop­
tada para las reuniones multilaterales. Ni la relación
jerárquica entre los delegados según el protocolo del
Estado que envía, ni los títulos o funciones de los dele­
gados autorizan c..r jure ningún cambio automático en el
orden de precedencia establecido en la lista comuni­
cada, sin una rectificación oficial ulterior presentada
al Estado receptor. No obstante, es costumbre inter­
naci~nal qu~ un. miembro del gobierno preceda a los
?emas funcIOnarios y que el rango diplomático del
Jefe,de la delegación no sea inferior al de los miembros
de esta. Pero esta costumbre no es observada univer­
sal~ente ni recon~cida como obligatoria y, por consi­
gUlente, no ha temdo cabida en el texto.

4) ,En la. práctica, la misión especial comprende.
ademas del jefe, a su suplente y a los demás miembros
tituJa;;s y suple.n!~s. L'l C:0misión ~stimó que la com­
pOSlClon de la mlSlon especml y los titulas de sus micm­
bro~ son de la coml?etenc~a exclusiva del Estado que
enVla y que no eXlste nmguna norma internacional
que rija esta materia, salvo que las partes establezcan
las disposiciones pertinentes Dor mutuo acuerdo. Por
este motivo la Comisión no h~ creído necesario incluir
en el articulo una norma sobre dicha materia.

S) Tanto si la misión especial está constituida por
un solo representante como si consiste en una delcO'a­
ción, puede adscribirse a ella el personal necesario.
La Comisión aceptó la definición de personal del apar­
tado e) del artículo 1 de la Convención de Viena sobre
relaciones diplomáticas. No obstante, la Comisión con­
sider~ .convenient~ señalar que en la composición de
las nllSlOnes especmles entran a menudo unas categorías
especific~s. ,tales. co!no los consejeros y los expertos.
La Connslon estimo que estas personas están compren­
didas en la categoría del personal diplomático.

6) En la práctica, se manifiesta también en las mi­
siones especiales el problema de la limitación del nú­
mero de miembros, regla adoptada para las misiones
permanentes en el artículo 11 de la Convención ele
Viena sobre relaciones diplomáticas. De aquí el texto
del párrafo 3 del artículo 6 propuesto por la Comisión.

7) El problema de la limitación del número de
miembros de una misión especial requiere que, además
de la regla general, se indiquen ciertos casos especiales
que se producen en la práctica. Al respecto:
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~) Hay la costumbre de que el Estado receptor
senal; al Estado. que envía la misión el deseo de que
el numero de nnembros de ésta sea limitado princi­
palmente en vista de las posibilidades de aloj~miento,
transporte, etc.

b) Es menos, frecuente en la práctica que en el
aC~I~~do sobr; el es~a~lecimiento o la recepción de la
mlS10n especml se hnllte el número de los miembros
d<: ~sta; en ciertos casos, el acuerdo estipula un ntunero
nllmmo (reuniones paritarias) o exige incluso una
composic~ón especial de la. misión según la competencia
de sus mIembros (deternllnada generalmente según los
problemas que hayan de tratarse).

r.) En lo que concierne al número de los miembros
de la misión,. conv!en; ~eña~ar también la práctica
Hamada de la Slmetrm jerarqmca. Es costumbre desig­
nar, en las conversaciones y negociaciones preliminares
a,l envío y recepción de una misión, el rango y los
ttt.u!~s que d;ben poseer el jefe y los miembros de la
'11nSl0n especml para que el otro Estado pueda actuar
en consecuencia ,a fin d~ evitar toda discordancia, ya que
un Estado podrl~ ~onslderar ofensivo que sus represen­
ta~tes.fues~n reclbldos por una persona de rango jerár­
qu,1co mfe~lOr, ~l suyo. Esta es una cuestión protocolaria
mas que Jurldlca.

Articulo 7

.ttutorización para actuar en nombre de la misión
especial

1. El jefe de la misión especial será normal­
mente e~ único autorizado para actuar en nombre
de la Inlsma y dirigir comunicaciones al Estado
r~c~ptor. De igual modo, el Estado receptor diri­
gl~8: !10rmal~ente sus comunicaciones al jefe de la
mlSlon especIal.

2. El Estado que envía o el jefe de la misión
especial podrán autorizar a un miembro de la
misma para que sustituya a su jefe cuando éste se
ha.lle imposibilitado. para ejercer sus funciones,
aSl como para que ejecute determinados actos en
nombre de la misión.

Comelltario

1). ,El artícu!o 7 no procede directamente de la Con­
VenCl0? de VIena sobre relaciones diplomáticas. La
r~da~clOn de~ texto de este artículo se basa en la prác­
tIca mternaclOnal contemporánea.

2) La principal cuestión jurídica es la de conocer
las normas que se ~e~.eren a l~ autorización para actuar
en nombre de la mlS10n especial. Normalmente la única
persona autorizada para actuar en nombre de la mi­
sión especial y para comunicarse con el Estado re­
ceptor es el jefe de la misión especial. La Comisión
ha subrayado la palabra "normalmente", puesto que
las par~es pu.eden preyer también que otras personas,
y. no s?lo el Jefe, actuen en nombre de la misión espe­
cml. Sm embargo, esto es excepcional20s•

3) Jefe de la misión especial. Como se dice en el
comentario al artículo anterior, si la misión se com­
pone de tre~ o má~ miembros deberá tener, por regla
general, un Jefe. SI se compone de dos miembros sola­
mente, el Estado que envía determinará cuál de ellos
habrá d~ .~ener el .título de primer delegado o de jefe
de la llUSIOn especml. Con uno u otro título será con­
siderado jefe de la misión especial por el Estado re-

.20S Véanse los párrafos 4 a 11 de este comentario.



ceptor, el cual se dirigirá a él y recibirá de él las
declaraciones en nombre de la misión especial. De ahí
que la cuestión de la existencia de un jefe de misión
revista gran importancia en la práctica, aunque la Co­
misión de Derecho Internacional no la estudiara en
1960. El Sr. ]iménez de Aréchaga, por su parte, con­
sidera que en la práctica las misiones especiales tienen
siempre un jefe. pero no insiste en la cuestión20t•
Según la opinión manifestada por la Comisión en el
16° período de sesiones, el concepto de jefe de la
misión especial es importante desde el punto de vista
jurídico.

4) En el párrafo 1 del artículo i, la Com's!ón ha
establecido una presunción jlfris taPltjm~ de que corres­
ponde al jefe de la misión especial conceder las nece­
sarias autorizaciones, pero el Estado que envía puede
autorizar también por conducto de pleuipotencias a
los demás miembros para que actuén en nombre de la
misión especial. En la práctica existen misiones espe­
ciales cuyos miembros son designados con iguales de­
rechos en cartas credenciales colectivas para el desem­
peño de las funciones asignadas a la misión. Sin
embargo, la práctica na es uniforme. Algunos Estados
consideran que el jefe de una misión especial es la
primera persona que se menciona en las cartas cre­
denciales expedidas para esa misión. Otros, particular­
mente los Estados que envían delegaciones, pretenden
el reconocimiento de derechos iguales a todos los miem­
bros delegados en una misión de este género. Así ocurre
frecuentemente cuando la misión se compone de varios
miembros de un gobierno de coalición o miembros del
parlamento que representan a diversos grupos políticos.
Los partidarios del rango común in corpore se fundan
en el argumento de que la composición de la delegación
es una manifestación de la unidad de sentimientos y de
la importancia igual de los miembros de la delegación.
La práctica no es uniforme.

S) En la práctica se conoce también el derecho a
actuar en nombre de la misión especial reconocido ítni­
camente a ciertos miembros de la misma que están
provistos de plenipotencias colectivas (para el jefe y
para ciertos miembros de la misión que actúan colecti­
vamente en nombre de la misma) o bien suplementarias
(para un miembro de la misión que actúa en nombre
de la misión especial en caso de impedimento del jefe
o por su autorización). La Comisión opina que se
trata de casos excepcionales que se apartan de 10 nor­
mal y dependen de la práctica del Estado que envía.
Estimó que no era necesario incluir en el texto normas
relativas a estos casos.

6) La Comisión no incluyó en el párrafo 1 del ar­
ticulo 7 la cuestión del alcance de los poderes confe­
ridos a la misión especial. Esta cuestión queda regulada
por las normas generales en la materia.

7) Suplente del jefe de la misión especial. Al hablar
de la composición de la misión especial hemos señalado
que, además del jefe de la misión, se nombra también
un suplente. La función del suplente se caracteriza por
el hecho de que es designado por el mismo órgano del
Estado que ha nombrado al jefe de la misión y de que,
por regla g~neral, el suplente (denominado a menudo
en la práctica vicepresidente de la delegación) asum~,

sin designación especial, las fU'l1ciones del jefe de ~d

misión especial en cualquier momento o lugar en que
el jefe de la misión esté ausente, se encuentre impedido
para actuar o sea revocado su nombramiento (en ese

209 Anuario de la Co-misió•• de Derecho [nternaciOJIaI, 1960,
vol. n, págs. 115 y 181.

último caso, hasta que se notifique al otro Estado la
designación del nuevo jefe). Desde el punto de vista
internacional se considera que el suplente del jefe ocupa
en la delegación el rango inmediato inferior al del jefe
de la misión. No obstante, el suplente del jefe de la
delegación no goza de ninguna precedencia en relación
con los miembros de las misiones de otros Estados con
los que su delegación entra en contacto. Su condición
de suplente sólo tiene importancia cuando ejerce las
funciones de jefe. La situación del suplente del jefe
aparece regulada en el párrafo 2 del articulo i.

8) Desde el punto de "'ista técnico, en la práctica no
se considera suplente del jefe al miembro de la misión
especial a quien el propio jefe de la misión nombre
suplente suyo (se trata del administrador de la mi­
sión). Sin embargo, la Comisión no ha hecho distinción
entre ambas clases de suplentes y las ha asimilado.

9) E,lcargado de negocios ttad itlterimlJ de 'lUla mi­
sión especial. Ocurre muy ~ menudo que la misión
especial se presenta sin el jefe y sin el suplente de éste,
es decir antes de que éstos lleguen, por tener que
establecer contacto y poner en marcha los asuntos
antes de su llegada. Puede suceder también que la mi­
sión especial se quede en el curso de sus actividades sin
jefe y sin suplente. En estos casos, un miembro de la
misión asume provisionalmente el cargo de jefe y actita
en nomhre de éste, si así se ha dispuesto. L'l. Comisión
no estudió este problema en 1960 ni sugirió que a este
respecto se apiicasen a las misinnes especiales las nor­
mas de derecho diplomático relativas al encargado de
negocios ud interim210•

10) Cuando un miembro de la misión es designado
encargado de negocios ad i'lferim, la norma en la prác­
tica es que la misión diplomática ordinaria del Estado
que envía notifique el nombramiento de la persona a
quien va a confiarse tal función. Esto se produce a
menudo si se retira "tácitamente" al jefe de la misión,
si éste abandona súbitamente su puesto (como ocurre
con frecuencia cuando regresa a su país para recibir
nuevas instrucciones y permanece en él algún tiempo)
o cuando la misión llega a su destino antes que el jefe
y sin que éste haya dado poderes por escrito al en­
cargado de negocios presunto. La Comisión asimiló
esta situación a la del administrador de la misión y
previó que la autorización para esta función puede
concederse por el Estado que envía o por el jefe de la
misión especial.

11) En la práctica las misiones especiales que desem­
peñan funciones complejas tienen designados a algunos
miembros de la misión especial o de su personal para
ejecutar válidamente determinados actos en nombre
de la misión especial. La Comisión estimó que esta
práctica tiene cierta importancia jurídica e incluyó en
el articulo la norma correspodiente (párrafo 2 in fine).

12) La Comisión opina que las normas relativas al
jefe de la misión especial son aplicables asimismo al
delegado único, llamado "representante" en el texto del
articulo 6.

Artículo 8

Notificaci6n
1. El Estado que envía deberá notificar al Estado

receptor:
a) La composición de la misión especial y de su

personal, así como todo cambio ulterior;

210 [bid., págs. 111 y 181. El Relator Especial, Sr. Sandstrom,
opinó incluso que esto no concernía a las misiones ad 1I0c.



b) La llegada y la salida definitiva de los miem·
bros de la misión y del personal, asi como la cesa·
ción de sus funciones en la misión;

e) La llegada y la salida definitiva de toda per·
sona que acompañe al jefe o a un miembro de la
misión o a un miembro de su personal;

d) La contratación y el despido de las personas
que residan en el Estado receptor en calidad de
miembros de la misión o en calidad de criados par·
ticulares del jefe de la misión. de un miembro de la
misión o de un miembro del personal de la misma.

2. Si la misión especial ha comenzado ya sus
funciones, las notificaciones previstas t:~ el párrafo
anterior podrán ser hechas por el jefe de la misión
especial o por un miembro de la misión o de su
personal designado por el jefe de la misma.

Comentario

1) El artículo 8 se inspira en el párrafo 1 del ar­
ticulo 10 de la Convención de Viena sobre relaciones
diplomáticas, con las modificaciones que requieren las·
características propias de las misiones especiales.

2) También en el caso de las misiones especiales se
plantea la cuestión de en qué medida está obligado el
Estado que envía a notificar la composición de la mi­
sión especial y la llegada y partida del jefe y de los
miembros de la misma. La Comisión de Derecho Inter­
nacional adoptó ya en 1960 el punto de vista de que,
en este sentido, eran válidas para las misiones espe­
ciales las normas generales sobre notificación relativas
a las misiones diplomáticas permanentes211•

3) No obstante, en la práctica, la notificación no es
idéntica a la que se efectúa en el caso de las misiones
diplomitticas permanentes. Para empezar, la notifica­
ción de la composición de la misión especial suele
efectuarse en dos fases. La primera es el aviso previo,
es decir, el anuncio de la llegada. Este aviso previo
sobre la composición de la misión especial debe con­
tener información sumaria acerca de las personas que
llegan en misión especial y debe ser remitido en tiempo
oportuno a fin de que estén informadas las autoridades
competentes del Estado receptor (así como las perso­
nas que, en su nombre, han de mantener los contactos).
Este aviso previo puede ser enviado al ministerio de
relaciones exteriores del Estado receptor o a su misión
diplomática permanente en el Estado que envía. La
segunda fase es la notificación que se hace por la vía
diplomática ordinaria, es decir, por mediación de la
misión permanente en el Estado receptor (la misión
especial hace por sí misma en la práctica esta primera
notificación directamente sólo si en el Estado receptor
no hay misión permanente del Estado que envía ni
de un tercer Estado encargado de proteger sus interes).
La Comisión no destacó en el texto la existencia de
estas dos fases de la notificación. Se limitó únicamente
a indicar la obligación que el Estado que envía tiene
de hacer la notificación.

4) Por consiguiente, hay en la práctica ciertas reglas
particulares para la notificación de la composición y
de la llegada de la misión especial. Nacen de la nece­
sidad de informar al Estado receptor en forma dife­
rente de la que se emplea para las misiones perma­
nentes. La Comisión de Derecho Internacional no hizo
mención de ello en 1960.

211 [bid., págs. 112 y 182.
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5) En cambio, no suele hacerse una notificación por
separado sobre la partida de la misión especial. Se da
por supuesto que sale del Estado receptor una vez cum­
plido su cometido. Pero hay, en cambio, la costumbre
de que el jefe y los miembros de la misión especial en
el curso de su labor o al finalizar su cometido comu­
niquen ,'erbalmente a los representantes del Estado
receptor con quienes están en contacto, la fecha y la
hora de su partida, así como el medio de transporte
que se proponen utilizar con tal fin. L,l Comisión estimó
que también en este caso es preciso hacer una notifica­
ción por la via diplomática ordinaria.

6) Una cuestión distinta es la de si el jefe y los
miembros de la misión especial que permanecen en el
territorio del Estado receptor una vez concluida su
misión oficial, pero dentro del plazo de validez de su
visado, deben notificar la prolongación de su visita. Las
opiniones están divididas sobre este punto y la solución
depende del régimen general que el Estado receptor
aplique a los extranjeros. No obstante: si se produce
esta permanencia prolongada, se plantea la cuestión de
en qué momento ha de considerarse que la visita oficial
se convierte en particular. La cortesía exige que se
proceda en esta situación con cierta flexibilidad. La
Comisión consideró que no era necesario incluir la
solución de esta cuestión en el texto del artículo.

7) El derecho a contratar localmente personal auxi­
liar para las misiones especiales se limita en la práctica
a la contratación de personal auxiliar sin rango diplo­
mático ni carácter de expertos, así como de personas
que realizan ciertas funciones estrictamente técnicas
(por ejemplo, choferes) y personal de servicio domés­
tico. La norma que se sigue en la práctica es que el
Estado receptor asegure la disponibilidad de tales ser­
vicios, de los que depende que la misión especial pueda
ejercer sus funciones. En 1960 la Comisión d~ Derecho
Internacional se mostró dispuesta a considerar que la
posibilidad de disponer de tales servicios, debe consi­
derarse parte de los privilegios generales de las mi­
siones especiales. No obstante, el Estado receptor está
autorizado a exigir que se le informe sobre la contra­
tación de personal de la localidad por las misiones
especiales y, a juicio de la Comisión, estas últimas deben
informar con regularidad a las autoridades del Estado
receptor acerca de la contratación y separación de ese
personal, aun cuando todo contrato de trabajo de este
tipo, al igual que la propia misión especial, haya de ser
de duración limitada.

8) Para facilitar y dar más flexibilidad en la prác­
tica al acto de la notificación, la propia misión especial,
una vez iniciadas sus funciones, efectúa las notifica­
ciones directamente sin la mediación obligada de la
misión diplomática permanente. La Comisión estimó
razonable esta costumbre y en consecuencia formuló
la norma correspondiente en el texto del párrafo 2 del
artículp 8.

Articulo 9

Reglas generales sobre precedencia

1. Salvo acuerdo en contrario, cuando dos o más
misiones especiales se reúnan para llevar a cabo
un cometido común, la precedencia entre los jefes
de las mismas se determinará por el orden alfabé­
tico de los nombres de los Estados.

2. El ord'en de precedencia de los miembros y
del personal de la misión especial se notificará a
los órganos competentes del Estado receptor.



Comel/tario

1) La cuestión del rango de los jefes de misiones
especiales sólo se plantea cuando se rcÍlnen ,'arias mi­
siones especiales, o cuando dos misiones se rellnen en
el territorio de un tercer Estado. En la pn\ctica, no sc
aplican en este aspecto las normas de precedencia entre
los jefes de misiones diplomáticas permanentes. Ln
Comisión juzgó oportuno prescindir, en lo que se re­
fiere a la precedencin de los jefes de las misiones espe­
cinles, de las disposiciones de la Convención de Viena
fundadas en la entrega de las cartas credenciales o en
la fecha de llegada)' en las distintas clases de jefes de
las misiones permanentes, instituciones que no tienen
correspondencia en las misiones especiales.

2) La cuestión del rango no se plantea cuando una
misión especial se reíme con una delegación o un órgano
del Estado receptor; en tales casos se aplican, en la prác­
tica, normas de cortesia. El órgano o la delegación del
Estado receptor rinde honores a la misión especial
extranjera, la que, por su parte, rinde homenaje a su
huésped, pero no se trata de un orden de precedencia
propiamente dicho. L1 Comisión no previó esta situa­
ción en el texto de los articulas por estimar que son
suficientes las reglas de cortesia.

3) La Comisión no creyó oportuno incluir una norma
de precedencia de los jefes de misiones especiales segím
la clase diplomática a que pertenezcan por razón de
sus títulos en virtud de las normas generales sobre las
clases de los jefes de misiones permanentes.

4) Hay que tener en cuenta, en particular, que mu­
chos jefes de misiones especiales carecen de rango diplo­
mático y que, a veces, los jefes de misiones especiales
son pl~rsonalidades que están por encima de todo rango
diplomático. Algunos Estados prevén tales casos en su
derecho interno y en su práctica, y dan preferencia a
los ministros que son miembros del gabinete y a otros
altos funcionarios.

5) La Comisión quiere destacar que las normas del
articulo 9 no son válidas en lo que se refiere a mi­
siones especiales con funciones ceremoniales o proto­
colarias. Esta cuestión se regula en el artículo 10.

6) La Comisión estima que el rango de los jefes
de misiones especiales debe determinarse sobre la base
de las siguientes consideraciones: aunque en el caso de
la diplomacia ceremonial ad hoc los jefes de misiones
especiales todavía se agrupan en clases diplomáticas
(por ejemplo, embajador especial, enviado especial), la
práctica actual es que no se les asigne ningún titulo
diplomático especial. Todos los jefes de misiones espe­
ciales representan a sus Estados y son iguales entre sí
conforme al principio de igualdad de los Estados.

7) La Comisión de Dt:recho Internacional no abordó
este problema en 1960. No chstante, durante los debates
de la Comisión, en 1960, el Sr. Jiménez de Aréchaga
consideró que la norma sobre las clases de jefes de
misión debía aplicarse también a las misiones especiales,
sin limitarse a las misiones ceremoniales212•

8) La práctica seguida en las relaciones entre los
Estados desde la constitución de las Naciones Unidas
no tiene en cuenta la división de jefes de misiones espe­
ciales en clases, según sus rangos respectivos, salvo en
el caso de misiones ceremoniales.

9) Hay dos tesis acerca del orden de precedencia de
los jefes de misiones especiales. Según la primera, en
las misiones especiales no existe la cuestión del orden,

2]2 [bid., pág. 115.
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como consecuencia de la norma juridica del artículo 3
del Reglamento de Viena de 19 de marzo de 1815.
Dicha disposición estipula que los agentes diplomáticos
en misión especial no disfrutan, en tal concepto, de
ninguna preccuencia de rango. Genet:l13 saca dc ello
la consecuencia de que la persona cm'argada de una
misión especial no posee por tal conce..>to rango especinl
alguno, aun cuando csa persona tenga car¡lctcr diplo­
mático. En cambio, Satow:lH sostiene una tesis dife­
rente. Aunque los jefes de las misiones especiales no
se clasifiquen por el mismo orden que los jefes de las
misiones diplomáticas permanentes, hay sin embargo
un orden según el cual se puede establecer su prece­
dencia. Se trata, segím Satow, de lm orden -itlter se,
basado en el rango que realmente poseen; y si ejercen
funciones idénticas, su precedencia se determina según
el orden de presentación de las cartas credenciales o
plenipotencias.

10) El Sr. A. E. F. SaJldstrom, Relator Especial de
la Comisión de Derecho Internacional, en su proyecto
de 196():l111 adoptó la tesis de que, pese a que el Regla­
mento de Viena de 1815 no establecía superioridad
alguna de rango por razón de la misión especial, habia
sin embargo entre los jefes de las misiones especiales.
al menos en las misiones ceremoniales, cierto rango
illter ~'e que se determinaba según el orden de presen­
tación de las cartas credenciales. No obstante, aunque
se manifestó asi en la parte preliminal" de su informe,
en el proyecto de articulado (artículo 10 de la versión 1
y articulo 3 de la versión II) se limitó a adoptar la
disposición negativa de que el jefe de una misión espe­
cial no tendrá, por la sola razón de su cargo, ninguna
superioridad de categoría.

11) El Sr. Sandstrom partió de la idea de que el
rango se definia por pertenecer a la carrera diplomática
o por la categoría diplomática. Hizo por ello una dis­
tinción entre misiones diplomáticas, misiones conside­
radas como diplomáticas, y misiones técnicas, que no
tienencaráter diplomático.

12) En primer lugar, la Comisión sostuvo, en el
curso de su 16° período de sesiones, que es inexacto
suponer que la persona que encabeza una misión espe­
cial diplomática de carácter político pertence necesaria­
mente a la carrera diplomática y posee un rango diplo­
mático. Tales misiones pueden ser presididas por otras
personas y, por ello, el criterio basado en el rango di­
plomático es muy inseguro. ¿ Por qué un alto funcio­
nario (por ejempio, un miembro del gobierno) ha de
tener necesariamente un rango inferior al de una per­
sona con el título de embajador? Ello sería incompatible
hoy con el concepto funcional de la diplomacia. Por
otra parte, se estimó que sería erróneo clasificar a los
jefes de misiones con rango diplomático según sus títu­
los (por ejemplo, embajadores y ministros plenipoten­
ciarios). En cualquier caso, son jefes de misiones y
representan con idénticos títulos a Estados soberanos
a los que se reconoce, de conformidad con la Carta
de las Naciones Unidas, el derecho a la igualdad sobe­
rana (Artículo 2). Se dedttce de ello que la prece­
dencia inter se no puede establecerse conforme al rango
diplomático, por 10 menos en lo que se refiere al aspecto
jurídico (y sin perjuicio de la cuestión de cortesía hacia
el jefe de misión especial).

213 Raoul Genet, Traité de diplolllatie et de droit diplo­
lIIatiqlle, París, 1931, tomo I, pág. 86.

2H Sir Ernest Satow, A Cuide to Diplomatic Practice, Lon­
dres, 1957, pág. 41.

211\ Alluario de la ComisiólI de Derecho [lItertwciollal, 1960,
vol. n, pág. 107.



13) En segundo lugar, la Comisión descartó la idea
de aplicar principios diferentes a las misiones llamadas
técnicas. Estas suelen ser presididas actualmente por
ul1 diplomático de carrera y su cometido incJu)'e siem­
pre ciertos elementos politicos y representativos.

14) Por otra parte, difícilmente puede establecerse la
precedencia en función del momento de presentación de
las cartas credenciales de los jefes de las misiones espe­
ciales. En la mayoría de los casos en que se retinen
misiones especiales, la presunción acorde con la realidad
es que llegan simultáneamente216 y es muy rara la pre­
sentación individual y ceremonial de cartas credenciales.
Por ello, la fccha de presentación pierde en la práctica
toda importancia.

15) La precedencia entre jefes de misiones espe­
ciales. limitada como está a sus efectos en las relaciones
i'ltcr 'se, tiene importancia únicamente cuando se trata
de una reunión nutltilateral o de contactos entre dos o
tres Estados, sin contar al Estado receptor. La cuestión
de la precedencia no se plantea en las relaciones entre
la misión especial y los representantes del Estado re­
ceptor: por cortesía el país huésped trata a sus invi­
tados con toda consideración, y éstos han de corres­
ponder de la misma manera.

16) La Comisión opina que, por un lado, el cambio
del concepto de la diplomacia, especialmente el aban­
dono de la teoría de su carácter exclusivamente repre­
sentativo, así como la adopción de la teoría funcio­
nal~l1T, Y. por otro lado, la aceptación del principio de
igualdad soberana de los Estados, se han traducido en
una transformación total de las normas jurídicas rela­
tivas a la precedencia de los jefes de misiones espe­
ciales. Han dejado de ser aplicables los principios del
Reglamento de Viena (1815). No puede representar
un principio general la analogía con las normas sobre
precedencia aplicables a las misiones permanentes. Por
esta razón, se adopta cada vez más un criterio automá­
tico para determinar la precedencia de los jefes de mi­
siones especiales; tal criterio consiste en clasificar a los
delegados y a las delegaciones siguiendo el orden alfa­
bético de los nombres de los Estados participantes.
Dadas las diferencias lingüísticas en la denominación
de los Estados, se suele también prever el idioma que
ha de emplearse para tal c1asificación218• Este es el
único medio que permite señalar un orden en sustitu­
ción del basado en el rango y que, al mismo tiempo,
asegura la aplicación de las normas relativas a la igual­
dad soberana de los Estados219•

17) La Comisión de Derecho Internacional no exa­
minó la cuestión de la precedencia en el seno de una
misión especial. Estima que cada Estado debe deter­
minar por sí mismo el orden de precedencia interno de
los miembros de la misión especial, que es una cuestión
que sólo tiene carácter protocolario, y que el jefe de

216 Así Jiménez de Aréchaga; véase Allllar'Yo de la r 'lisió"
de Derecho b~temaciOllal, 1960, vol. n, pág. 116, párr d.

217 El párrafo 4 del preámbulo y el articulo 3 de la Conven­
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas confirman la acumu­
lación del carácter funcional· y del carácter representativo.

218 Sandstrom recogió también este criterio en su proyecto,
al tratar de la participación de la diplomacia ad hoc en con­
gresos y conferencias (artículo 6 del título II).

219 A fin de armonizar aún más la práctica con el principio
de la .igualdad, se suele proceder ahora a sorteos: la Iftra
inicial del nombre del Estado así escogido señala el comienzo
del orden alfabético ad llOC. En las reuniones de las Naciones
Unidas u organizadas por éstas, al inaugurarse el período de
sesiones se efectúa un sorteo para asignar los escaños a los
Estados participantes mientras dure el período de sesiones;
también hay sorteos cada vez que se procede a votación nominal.
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la misión especial comunica al Estado receptor el orden
de precedencia directamente o a través de la misión
diplomática permanente. Esta norma se enuncia en el
párrafo 2 del articulo 9.

18) La Comisión cree también que no hay normas
jurídicas universales para determinar el orden de pre­
cedencia entre los miembros de las diferentes misiones
especiales. entre ellos y los miembros de las misiones
diplomáticas permanentes, o entre ellos y los funciona­
rios administrati,'os del Estado receptor.

19) Ocurre con frecuencia que las misiones espe­
ciales se reúnan en el territorio de un tercer Estado.
sin que este Estado tome parte en sus actividades. En
tal caso, conviene al Estado receptor que se determine
el orden de precedencia de los jefes de misiones espe­
ciales, o más bien de las misiones mismas, para no
correr el peligro en su calidad de país huésped de
favorecer a una de ellas o de basarse en criterios sub­
jetivos en la determinación de su procedencia.

20) Es necesario hacer un breve comentario acerca
de la cuestión del orden alfabético de los nombres dI'
los Estados como criterio para determinar el orden
de precedencia de las misiones especiales. AChtalmente.
en las Naciones Unidas y en todos los organismos espe­
cializados. es norma seguir un criterio conforme con el
principio de la igualdad soberana de los Estados. La
Comisión. aunque estima que éste es el criterio más
corriente. admite que no se observe estrictamente en
el sentido de exigir el orden alfabético de un idioma
absolutflmente determin;>do. como. por ejemplo. el in­
glés. Ciertos expertos han señalado la posihilidad de
utilizar, segúr~ el mismo criterio, el orden alfabético
de los nombres de los Estados empleado en la lista
diplomática oficial del protocolo del Estado receptor.
Lo importante es mantener un criterio ol)jetivo de con­
formidad con el principio de la igualdad soherana de
los Estados. Por esta razón, la Comisión no ha pasado
del principio del orden alfabético de los nomhres de
los Estados. Los miemhros de la Comisión sostuvieron
opiniones distintas sobre la cuestión de determinar si e)
orden adoptado debía ser el que se utiliza en las
Naciones Unidas o el orden del protocolo del Estado
receptor.

21) La Comisión estima que cuanto se dice en e<;te
artículo sobre los jefes de misiones especiales es válido
también para los representantes únicos.

Artículo .ro
Precedencia entre las misior./es especiales cere­

moniales y protocolarias

La precedencia entre dos o más misiones espe­
ciales que se encuentren con ocasión de una cere­
monia o un acto protocolario se regirá por el
protoc,ol0 en vigor en el Estado receptor.

Comentario

1) La Convención de Viena sobre relaciones diplo­
máticas se limita a las disposiciones referentes a las
misiones diplomáticas permanentes y no tiene en cuenta
ni las misiones especiales ni las misiones diplomáticas
ceremoniales y protocolflrias que se mantuvieron en ia
práctica incluso después elel establecimiento de la
diplomacia residente de cáracter permanente, Y que
subsisten hasta la fecha.

2) La Comisión comprobó que las normas referentes
a las misiones especiales ceremoniales y protocolarias



no son las mismas en todos los Estados. Se trata de si
hay que proceder a una selección de las diversas cos­
tlllllbres o bien aceptar la norma universalmente se­
guida en la p~'áctica de que el Estado receptor es
competente para resolver las cuestiones de precedencia
entre las misiones especiales que se reúnen en su terri­
torio con motivo de una ceremonia o de una manifes­
tación protocola.da. La Comisión se inclinó por la
segunda sohtción.

3) Entre ~as diversas costumbres seguidas, se pueden
citar:

(}) Los representantes de los Estados suelen ostentar
en tales ocasiones semejantes el título de embajadores
extraordinarios especiales. Incluso se da título de em­
bajador ad llOe al embajador acreditado con carácter
permanente a quien su país encarga la representación
en una ocasión solemne. Se considera esto como norma
de cortesía internacional.

b) Segim una interpretación constante del.articulo 3
del Reglamento de Viena de 1815, se consIdera que,
incluso en lo que se refiere a estos embajadores, es
válida la regla prior ,tempore, según el mOJ!1ento de
presentación de las cartas credenciales expedIdas para
la ocasión ad /zoe. No obstante, se ha observado que
es casi imposible la aplicación de esta norma. Un ejem­
plo de ello es lo ocurr~do en los funer~les del ~ey
Jorge VI de Gran Bretana. Por falta de tiempo, varms
misiones especiales no pudieron presentar a la nueva
Reina sus cartas credenciales o copias de estilo antes
de los funerales. Además, varias misiones llegaron
simultáneamente a Londres, lo cual hizo inaplicable la
norma de precede:;cia según el momento de llegada.
Por ello, se ha sostenido que sería preferible optar por
otro criterio, más objetivo y más afín al principio ~e
la igualdad soberana de los Estados, conservando sm
embargo la división en clases de los jefes de misiones
especiales.

e) Una práctica cada vez más frecuente es l~ de en­
viar para ocasiones solemnes delegados especiales de
rango jerárquico superior al de embajador. C~ertos

países consideran que darles el título de embajador
ad hoe equivaldría a restarles categoría, ya que cada
vez se reconoce más que los jefes de gobierno y los
ministros están por encima de todos los funcionarios,
incluidos los embajadores. En la práctica, las ley:s
internas de diversos países conceden a esas personah­
dades precedencia absoluta sobre los diplomáticos.

d) Sin embargo, también se envía como embajadores
especiales ad hoe a personas que no pertenecen a los
lTrupos mencionados en el apartado a) anterior y a las
que no se conceden títulos diplomáticos porque no los
desean. Se trata con frecuencia de personalidades emi­
nentes, conocidas por sus propios méritos. En la prác­
tica, existe alguna incertidumbre en cuanto a la regla­
mentación de su situación. Hay una objeción contra la
exigencia de que se reconozca también a esas personali­
dades la precedencia respecto de los embajadores ad hoe.
Los argumentos en favor de esta opinión se basan,
selTún alcrunos pareceres acertadamente, en el hecho de
qt~ si et' Estado 9ue envía un ~misar!o de este gé.n~~o
quisiera que se diese precedencia al Jefe de la ~lslOn

espedal y a él mismo, debería nombrarle embajador
ad hoc. Cualquier pérdida de precedencia debe atribuirse
al Estado que envía.

e) En tales casos, la func~ón diplomát~ca del je.fe de
la misión especial se determma ad hoe, mdependlente­
mente de lo que se llama rango diplomático efectivo.
Se da a menudo el título de embajador ad hoe, especial-
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mente en tales ocasiones, a personas que no pertenecen
a la carrera diplonuHica: o a jefes de misiones perma~
nentes de segunda clase, Este hecho debe mencionarse
expresamente en las cartas credenciale~\ especiales para
el desempeño de la función protocolaria o ceremonial.

f) La expedición de cal'tus credenciales especiales
para una {unción concreta de este género es práctica
usual. Deben ser expedidas en buena y debida {arma
como las de los embajadores permanentes, pero difieren
de éstas en su tenor, ya que el cometido de la misión
se limita estrictamente a la función ceremonial o proto­
colaria de que se trata. La expedición de tales cartas
credenciales se considera como un acto de cortesía
internacional, por lo que se espera que los jefes de las
misiones diplomáticas permanentes sean también titu­
lares de esas credenciales especiales.

g) Plantea grandes dificultades el carácter incierto
de las normas de derecho relativas al rango relativo
del jefe de una misión especial con funciones cere­
moniales y protocolarias y el jefe de la misión ordinaria
del mismo Estado acreditada ante el gobierno del país
donde tiene lugar el acto solemne. Las instrucciones
del procotocolo de la Corte de San Jaime, relativas a las
ceremonias solemnes, conceden preferencia a los' jefes
de misiones especiales, -en tanto que los jefes de las
misiones diplomáticas brdinarias ocupan el rango in­
mediatamente inferior, a menos que actiten con ese
doble carácter en la ocasión determinada de que se
trata. Esta solución resulta correcta y obedece a la
naturaleza misma de la {unción, ya que de otra forma
el envío de una misión especial carecería de todo sentido.

/¡) No se conoce con certeza la situación exacta. de
los miembros de una misión especial de carácter cere­
monial o protocolario cuando esos miembros son de­
signados como iguales en cartas credenciales colectivas
para el desempeño de la función ceremonial o proto­
coiaria de que se trata. Sin embargo, como se indica
en el párrafo 4) del comentario al artículó 7, la prác­
tica no es uniforme.

4) Aunque la Comisión decidió por unanimidad
aceptar la norma del artículo 10, algunos de sus miem­
bros pidieron que se incluyera asimismo en este informe.
a título informativo, el texto inicial del artículo 9
elaborado por el Relator Especial220, que es el siguiente:

"1. Cuando dos o más misiones especiales se en­
cuentren con ocasión de un acto protocolario o cere­
monial (por ejemplo, una boda, un bautizo, una
coronación, la toma de posesión del jefe de un
Estado, unos funerales, etc.), la precedencia entre los
jefes de esas misiones se determinará según la clase
a que pertenezca cada jefe de misión especial en
virtud de su título diplomático y, dentro de la misma
clase, según el orden alfabético de los nombres de
los Estados.

2. Los jefes de Estado, los miembros de familias
reinantes, los presidentes de Consejo y los ministros
que sean miembros del gobierno representan clases
especiales que tendrán precedencia sobre la clase de
embajadores.

3. Los jefes de misiones especiales que no posean
el rango diplomático de embajador o de ministro ple­
nipotenciario y que no pertenezcan a los grupos men­
cionados en el párrafo 2 del presente artículo cons­
tituirán, independientemente de las funciones que
desempeñen, un grupo especial que seguirá inme-

220 AjCN.4j166, artículo 9.



diatnmente al de los jefes de misiones especiales que
tengan el rango de ministro plenipotenciario.

4. El titulo diplomático empleado para determinar
la precedencia, a los efectos del presente articulo,
excepción hecha de las personas mencionadas en el
párrafo 2, será el que se ;'l~ique en las cartas cre­
denciales expedidas para el ~~'iempeño de la función
ceremonial o protocolaria.

S. Los jefes de las misiones diplomáticas ordi­
narias no se considerarán jefes de misiones especiales
para las funciones ceremoniales o protocolarias, salvo
que hayan presentado cartas credenciales expedidas
especialmente para este fin particular.

6. El rango del personal de las misiones especiales
ceremoniales o protocolarias se determinará conforme
aí rango de !os "efes de misión.

7. Cuando asistan a los actos relacionados con su
función protocolaria o ceremonial, los jefes de mi­
siones especiales tendrán precedencia sobre los jefes
de misiones diplomáticas ordinarias."

El texto fue comunicado a la Comisión, pero ésta no
10 examinó en detalle ya que optó en principio por un
aplazamiento de la cuestion, sin ocuparse en ella a fondo.

Atilcr.zlo 11

Comil!nzo d~ ¡as funciones de une. misió~r.tl\'!s'Pt~ci~i

Las fm"dolles de uña misión eSi\)ecial t~omierl!il!lan
d,esde la entrada en contactQ oficial Gon 10iS 6rgat~Q~

(.;ompetent\~s del Estado receptor. El cf.ln,lienzo de
llas funcicnes no depende de una presentacihn de
b misión especial por la misión diplomática reg'J­
lar, ni de la entrega de cartas credenciales o de
plenipotenciíls.

Comentario

1) En la Convención de Viena sobre relacione:;
diplomáticas no figuran disposiciones expresas sobre el
comienzo de las funciones de la misión diplomática
permanente.
~ 2) Por 10 que respecta al comienzo de las funciones
de las misiones especiales, la Comisión de Derecho
Iuternacional adoptó el criterio de que no se aplicaban
en este caso las normas válidas para las misiones diplo­
máticas permanentes221•

3) Se señaló que en la práctica hay usos especiales
a este respecto. La misión especial, que ha sido objeto
de notificación y a.sentimiento previos, entra en funcio­
nes tan pronto como llega al territorio del Estado
receptor, salvo que llegue demasiado pronto, lo cual
depende de las circunstancias y de la noción de lo que
constituye un intervalo razonable. Cuando no haya aviso
previo, se considera qü,e las funciones comienzan en el
momento en que se establece la comunicación con los
órganos del Estado receptor. Por otra parte, no se exige
a las misiones especiales que comiencen sus funciones
cuando se entregan las copias de las cartas credenciales
o de las olenipotencias, aunque esto se tiene en cuenta
en el caso de los embajadores ad hoc. Actualmente los
jefes de las misiones especiales en general, aunque hayan
de tener plenipotencias, no exhfben anticipadamente el
original ni la copia más que cuando se hace necesario
demostrar que están autorizados ~. contraer obligaciones
en nombre del Estado que envía. Asi pues, existe una
diferencia de naturaleza jurídica respecto de los jefes

221 Allllario de la COlllisiól~ dl' Derecho Iuternacional, 1960,
vol. n, págs. 115 y 182,

de las misiones permanentes, en cuanto. a la determina­
ción del momento en q,'le comienzan las funciones.

4) En casi todas l.as instrucciones de los Estados
relativas al ejercicio de las funciones relacionadas con
el protocolo diplomático, se encuentran más. nonm\s
sobre la fornla de acoger a una misi6n c~er~monial'llti ;'01;
a su llegada y de acnlUptl.har1<l, a su salida t que snbre
su recepci6n, que r.:om,iste e1.1 una ,audien.cia con el
ministro de relaciout':s exte,riol'cs para hacer la presenta­
ción de la misión o entre~ar las cartas credenciales o
copia~\ áe ~~tilo de las cnrtas credenciales. Existen aím
menos normas sobre la audiencia que concede el ,iefe
del Estado para la presentación de las cartas creden­
ciales. Aun en el caso del jefe de !a misión especial que
llega provisto de cartas credenciales especiales dirigidas
al jefe del Estado, la práctica es entregarlas más
expeditivamente, es decir, por conducto del jefe de
protocolo, y la misión entra en funciones inmediata­
mente. Como ejemplo de este uso Sl~ cita el caso de una
misión especial enviada para presentar el pésame de su
propio jefe de Estado al jefe de Estado de otro país con
ocasión del fallecimiento de su predecesor o de un
miembro de la familia real. En caso semejante, la
occasión parece poco oportuna para recepciones formales
y, por lo demás, no suele haber tiempo para ello. No
obstante, se trata a las misiones de especial importancia,
tanto a su llegada como a su partida, según las normas
generales del protocolo.

S) La comunicación entre las misiones especiales
encargadas de llevar a cabo negociaciones políticas tam­
bién se efectúa, por lo general, inmediatamente después
de la llamada visita de protocolo al funcionario com­
petente con el cual han de negociar.

6) Por lo que respecta a las misiones especiales en­
(,argadas de entablar negociaciones técnicas, no suele
haber ni recepción ceremonial ni presentación solemne
de las nlenIpotencias. No obstante, es costumbre hacer
!,ma visita de presentación, o de primera comunicación
si las partes va se conocen. Incluso está desapareciendo
la costumbre· de que el jefe de la misión especial vaya
acompañado, en esa primera visita, por el jefe de la
Iuisión diplomática permanente acreditada ante el Estado
receptor o por algún miembro de esta misión si el jefe
de la misión especial o quien ha de recibirlo tienen
rango inferior al del jefe de la misión permanente. Pero
en la práctica esta formalidad de presentación está a
punto de desaparecer y la Comisión no la considera
indispensable.

7) Cabe señalar que hay una diferencia esencial
entre la recepción del jefe de la misión especial y la
presentación de sus cartas credenciales o plenipotencias.
por una parte, y la recepción de los jefes de misiones
pemlanentes y la presentación de sus credenciales, por
la otra. Esta diferencia se refiere, en primer lugar, a la
persona de la cual emanan las plenipotencias cuando no
se trata de un embajador especial o de una misión
protocolaria ad /toe. El embajador especial y el jefe de
una misión protocolaria ad hoe reciben sus cartas cre­
denciales del jefe del Estado, al igual que los jefes de
las misiones diplomáticas permanentes de primera y
segunda clase, y esas credenciales están dirigidas al jefe'
del Estado receptor. Tal procedimiento no se aplica
siempre a otras misiones especiales. Según una cos­
tumbre establecida recientemente por analogía con las
normas relativas a la regularidad de las credenciales en
las Naciones Unidas, las credenciales pueden ser ex­
tendidas por el jefe del Estado, el jefe de gobierno o
incluso, el ministro de relaciones exteriores, inde-
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pendientement~~ del rango ciel delegado o del jefe de
la misión espt~cial.

. g) Esta dH,erencia se manifiesta, además, en el hecho
de que las c:artas credenciales del jefe de la misión
diplomática permanente van siempre a su nombre, cosa
que no ocurre en todos los casos con las misiones
especiales. En este último caso, aunque se trate de una
misión ceremonial, las cartas credenciales pueden ser
también colectivas, en el sentido de que no solamente
el jefe, sino también otros miembros de la misión, son
designados para ejercer ciertas funciones (situación que
no se da en las misiones permanentes, en las que no
se acredita colectivamente). Las plenipotencias pueden
ser individuales, colectivas o suplementarias (poderes
válidos solamente para el jefe, o que estipulen que las
declaraciones en nombre del Estado habrán de ser
hechas por el jefe, por determinados miembros de la
misión o por una o varias personas designadas en las
plenipotencias, independientemente de su posición en la
misión). Ultimamente se ha hecho cada vez más fre­
cuente dotar a las misiones especiales con plenipotencias
colectivas suplementarias para el jefe o un miembro
determinado de la misión. Es una solución práctica (en
el caso de que el jefe de la misión se vea imposibilitado
del principio al fin para asistir a las negociaciones).

9) En la práctica, se considera que los miembros
de la misión especial y su personal entran en funciones
al mismo tiempo que el jefe de la misión a condición
de que hayan llegado juntos para el comienzo de las
actividades de la misión. Si llegan posteriormente, se
considera que sus funciones comienzan el día de su
llegada, debidamente notificada al Estado receptor.

10) Resulta cada vez más raro que se dispense una
acogida protocolaria a las misiones especiales cuando
llegan a su destino, es decir al lugar donde van a llevarse
a cabo las negociaciones. No obstante, se observan
estrictamente las normas relativas a la recepción cuando
se trata de misiones políticas importantes; pero éste es
un hecho que sólo tiene importancia desde el punto de
vista de la etiqueta protocolaria y no tiene ninguna
trascendencia jurídica. .

11) Se considera que los miembros de las misiones
diplomáticas permanentes que integran una misión
especial conservan su calidad de diplomáticos perma­
nentes, pese a sus actividades en esa misión especial, por
lo que el problema de su entrada en funciones en tal
misión es de interés secundario.

12) En la práctica, los Estados se quejan de que el
Estado receptor establece distinciones en lo que se
refiere a la recepción y entrada en funciones de las
misiones especiales, incluso cuando se trata de misiones
especiales del mismo tipo. La Comisión opina que esta
distinción es contraria a los principios genera~es de las
relaciones internacionales. Estima que en este caso se
debe también aplicar el principio de la no discriminación
y pide a los gobiernos que le comuniquen si creen que
se debe incluir en el artículo una norma al respecto. Las
razones que han llevado a la Comisión a abstenerse de
formular una disposición sobre este asunto son que, a
menudo, las distinciones en el trato obedecen a la
mayor o menor cordialidad en las relaciones entre los
Estados.

Articulo 12

Fin de las funciones de una misión especial

Las funciones de una misión especial terminarán,
inter alia, cuando:

so

a) venza el plazo señalado para la actuación de
la misión especial;

b) la misión haya realizado el cometido que se
le ha confiado;

e) el Estado que envía notifique la retirada de
la misión especial; y

d) el Estado receptor notifique que considera
terminada la misión.

Comentario

.1 ~ La Conve~ción de Viena sobre relaciones diplo­
matlcas no contiene normas que regulen directamente
el fin de las funciones de las misiones diplomáticas per­
manentes. Se limita a una disposición relativa al término
de las func~ones del agente diplomático (artículo 43)
Y otra relattva a la ruptura de relaciones diplomáticas
o a la retirada de la misión (artículo 45).

2) L'\ Comisión de Derecho Internacional, durante
sus ~e~!beracio~es de 196()2:l2, aceptó la opinión de que
la mlslon especial llega a su fin por las mismas causas
que pone~ fin a las funciones de los agentes diplomáticos
de las misiones permanentes. No obstante, añadió como
causa propia del término de las funciones de la misión
especial el hecho de que ésta cumpliera el cometido que
se le había encomendad0223•

3) La Comisión siguió la opinión de la mayoría de los
autores de entender que el cometido de una misión es­
pecial enviada a un acto protocolario o ceremonial queda
cumplido cuando termine la ceremonia o el acto proto­
colario.

4) En la primera propuesta que en su calidad de
Relator Especial de la Comisión hizo en 1960 el Sr.
Sandstrom, expresó la opinión de que también convenía
considerar terminadas las funciones cuando se inte­
rrumpieran las negociaciones que hubiesen motivado la
misión especial. La reanudación de las negociaciones se
consideraría en este caso como la entrada en funciones
de una nueva misión especial. Algunos autores siguen el
mismo criterio y estiman que en tal caso no es necesario
que la midón especial sea retirada formalmente. La
Comisión estima fundado el argumento de que cesa
prácticamente el funcionamiento de la misión especial
por la interrupción o la suspensión sine die de las
negociaciones o el ejercicio de los demás trabajos. Sin
embargo, la Comisión juzgó más conveniente que sean
el Estado que envía y el Estado receptor los que decidan
si estiman necesario en tales casos poner fin a la misión
especial, de conformidad con las disposiciones de los
apartados e) y d) del artículo 12.

Articulo 13

Sede de la misión especial

1. Salvo previo acuerdo, la misión especial ten­
drá su sede en la localidad propuesta por el Estado
recept;"'lr y aceptada por el Estado que envía.

2. La misión especial podrá tener varias sedes
cuando para cumplir su cometido tuviere que des­
plazarse, o cuando dicho cometido hubiere de ser
llevado a cabo por diversas secciones o grupos.

Comentario

1) La disposición del artículo 13 no es idéntica a la
disposición de la Convención de Viena sobre relaciones

222 ¡bid., pág. 182.
223 Esta adición fue propuesta por el Sr. ]iménez de Aré­

chaga; véase ¡bid., pág. 114.



diplomáticas (articulo 12). En primer lugar, las mi­
siones permanentes deben tener su sede en la localidad
donde radique el gobierno. La misión permanente está
vinculada a la capital del Estado receptor, en tanto que
la misión especial se envia preferentemente a la locali­
dad en donde ha de desempeñar su cometido. Es excep­
cional que la misión permanente establezca oficinas en
otra localidad; por lo contrario, es muy frecuente 'iue
la misión especial se vea obligada por la misma índole
de su cometido a viajar y a desempcñar sus funciones
simultáneamente por conducto de diversos gtllpOS o
secciones. Cada uno de estos grupos o secciones debe
t('ner su propia sede.

2) La doctrina ha tratado muy poco esta cuestión
y en 1960 la Comisión no juzgó necesario examinarla.
Partió de la idea de que las normas aplicables en este
punto a las misiones permanentes no eran oportunas en
el caso de las misiones especiales y que éstas no necesi­
tal>"\1l normas especiales. No obstante, algunos miembros
de la Comisión no se mostraron convencidos, señalando
que la falta de normas al respecto podría motivar que
las misiones especiales reclamasen el derecho a elegir
libremente su domicilio y "a abrir oficinas en cualquier
lugar del territorio del Estado recibienteu:,!:!" •

3) En la práctica, las misiones especiales perma­
necen, por regla general, en el lugar designado de
mutuo acuerdo por el Estado que envia y el Estado
receptor, acuerdo que, en la mayoria de los casos, no
se establece formalmente. Por ese acuerd'l la misión
especial establece por lo común sus oficinas cerca de
la localidad en que debe cumplir su cometido. Si se
trata de la capital del Estado receptor y existen rela­
ciones diplomáticas normales entre los dos Estados, las
oficinas de las misiones especiales suelen estar situadas
en la residencia de la misión diplomática permanente
del Estado que envia, que es su dirección oficial a los
efectos de las comunicaciones, salvo notificación en
contrario. Pero incluso en este caso la misión especial
puede tener sede distinta de la residencia de la misión
diplomática permanente.

4) Es muy raro que en la práctica no se decida
por acuerdo previo la sede de la misión especial. En el
caso excepcional de que la sede de la misión especial
no se establezca de antemano por acuerdo entre los
Estados interesados, el uso es que el Estado receptor
proponga la localidad adecuada para- sede de la misión
especial, habida cuenta de todas las circunstancias
inherentes al buen funcionamiento de la misión especial.
Existen distintas opiniones en cuanto a la obligación
que pueda tener el Estado que envia de aceptar esa
elección del Estado receptor. Se afirma que tal exi­
gencia por parte del Estado receptor es incompatible
con el principio de la Carta de las Naciones Unidas
sobre la igualdad soberana de los Estados. La Comi­
sión ha propuesto una fórmula de transacción: el
Estado receptor tiene el derecho de proponer la loca­
lidad, pero esa propuesta debe ser aceptada por el
Estado que envia. Esta fórmula ofrece inconvenientes
en caso de que la propuesta no sea aceptada. La Comi­
sión ha dejado pendiente la solución de esta cuestión.

5) La Comisión no estudió detalladamente una re­
glamentación para determinar la diferencia entre la
sede principal y las demás sedes, cuando el cometido
de la misión especial requiere que ésta tenga varias
sedes. En la práctica difieren las soluciones. Se sostuvo

224 Anuario de la COlllisió" de Derecho /t,tenraciollal, 1960,
vol. II, págs. 115 y 182.
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en la Comisión, como solución, que la sede principal
se encuentra en la localidad en donde radique el minis­
terio de relaciones exteriores del Estado receptor o
en otra localidad elegida por mutuo acuerdo, y que
las demás sedes se dcterminan de manera que faciliten
el cumplimiento del comctido de las secciones o grupos
de la misión cspecial. Sin embargo, la Comisión prefirió
confiar a las partes interesadas la tarea de regular esta
cuestión mcdiante acuerdo.

Artículo 14

Nacionalidad del jefe y de los miembros d~ la mi­
sión especial o de los miembros d~ su personal

1. El jefe, los miembros de la misión especial y
los miembros dE: ¡iU personal habrán de tener, en
principio, la nacionalidad del Estado que envía.

2. Los nacionales del Estado receptor no podrán
form~:r parte de la misión especial sin el consenti­
miento de dicho Estado, que podrá revocarlo en
cualquier momento.

3. El Estado receptor podrá reservarse el de­
recho previsto en el párrafo 2, respecto de los
nacionales de un tecer Estado que no sean al
mismo tiempo nacionales del Estado que envía.

Comentario

1) El articulo 14 corresponde al articulo 8 de la
Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas.

2) La Comisión de Derecho Internacional no creyó
necesario pronunciarse en 1960 acerca de la cuestión
de saber si las normas relativas a la nacionalidad de
los agentes diplomáticos de las misiones permanentes
deben aplicarse también a las misiones especiales. Es
más, consideró que el articulo 7 de su proyecto de
1958, relativo a ese extremo, no se aplicaba directa­
mente a las misiones especiales2211•

3) La doctrina, por el contrario, no considera im­
posible que un país pueda admitir a sus nacionales como
miembros de misiones especiales de otros países, aun­
que subraya que este problema ha sido tratado de modos
diversos según los países y las épocas2:!8.

4) L1. Comisión opina que no existe ningún argu­
mento contra la admisión de nacionales del Estado
receptor como diplomáticos ad "oc de otro pais, pero
que ello depende del consentimiento del Estado receptor.

5) Aparte de la cuestión de si un nacional de un
Estado puede ejercer funciones de diplomático ad "oc
de otro Estado, se plantea el problema de si el diplo­
mático ad hoc ha de poseer también la nacionalidad
del Estado en cuyo nombre cumple su misión. En 1960
la Comisión de Derecho Internacional no se manifestó
tampoco al respecto. L1. práctica reciente muestra Que
los nacionales de terceros Estados, e incluso los apá­
tridas, pueden actuar como diplomáticos ad hoc de un
Estado. Algunos miembros de la Comisión estiman
que esa práctica no es deseable. Sin embargo, existen
razones objetivas que obligan a recurrir a este método
expeditivo y la única condición es que el Estado re­
ceptor dé su consentimiento para que se reconozca a
esas personas como diplomáticos ad hoc.

6) La Comisión no ha mencionado específicamente
en el texto del artículo la posibilidad de que un jefe

225 [bid., pág. 182.
226 Sir Ernest Satow, A Gl/ide to Diplomati~ Prllctict, 4a,

edición, Londres, 1957, págs. 138 a 141, . ...



o un miembro de la misión especial o de su personal
tenga doble nacionalidad. Cree que cuando una persona
posee dos nacionalidades y una de eUas es la del Estado
receptor, éste tiene derecho, segím las normas sobre
nacionalidad actualmente reconocidas en derecho inter­
nacional y la práctica de ciertos países, a considerar
que, de conformidad con la teoría de las calificaciones,
tal persona es exclusivamente nacional su)'o. En la ma­
yoría de los Estados la idea que todavía predomina
es que la nacionalidad del Estado receptor excluye
cualquier otra nacionalidad y no se acepta la tesis de
que la nacionalidad extranjera ef~ctiva e.xcluye la na­
cionalidad nominal del Estado receptor. El caso de una
persona con más de una nacionalidad extranjera carece
de importancia jurídica, ya que queda incluido en el
párrafo 3 del presente artículo.

7) L"l Comisión tampoco examinó la cuestión de
si las personas <Iue tienen el estatuto de refugiados y
no son naturales del Estado receptor pueden ser desig­
nadas, sin la aprobación especial de éste, como jefes
o miembros de la misión especial o de su personal.

8) Por lo que respecta a los nacionales del Estado
receptor contratados localmente por la misión especial
como personal auxiliar y a las personas con domicilio
permanente en el territorio del Estado receptor, el
Relator Especial creyó que no se les. deben aplicar las
normas del presente artículo, sino más bien el régimen
vigente al respecto según el derecho interno del Estado
receptor. La Comisión no creyó necesario formular una
norma especial sobre esta materia.

9) L"l Comisión tampoco se pronunció en cuanto
al extremo de si los extranjeros y los apátridas que
tienen domicilio permanente en el territorio del Estado
receptor deben ser asimilados a este respecto a los
nacionales del Estado receptor.

Articulo 15

Derecho de la misión especial a usar la bandera
y el escudo de su Estado

La misión especial tendrá derecho a colocar la
bandera y el escudo del Estado que envía en los
locales de la misión, en la residencia del jefe de la
misma y en los medios de transporte de la misión.

Comentario

1) La redacción del artículo 15 se ajusta a la del
artículo 20 de la Convención de Viena sobre relaciones
diplomáticas.

2) La Comisión se reserva el derecho a determinar
con posterioridad el lugar que debe ocupar el articulo 15,
ya sea en la parte general del proyecto, ya sea en la
parte especial dedicada a las facilidades, los privilegios
y las inmunidades.

3) La Comisión de Derecho Internacional reconoció
ya en 1960 a las misiones especiales el derecho a usar
la bandera nacional del Estado que envía en las mismas
condiciones que la misión diplomática permanente227•

En la práctica, las condiciones no son idénticas, pero
hay sin embargo algunos casos en que eIto es posible.
El Relator Especial de la Comisión, Sr. Sandstrom,
citó el caso de que se enarbole la bandera en el auto­
móvil del jefe de la misión ceremonial. El Sr. Jiménez
de Aréchaga opinó, durante las deliberaciones de la

227 AmUlrio de la Comisión de Derecho Internacional, 1960,
vol. II, págs. 109 y 182.
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Comisión en 1960, que las misiones especiales (en
general y no solamente las de carácter ceremonial)
tienen derecho a usar tales emblemas en las ocasiones
solemnes en que su uso es más oportun0228•

4) La práctica actual se basa en un criterio que es,
a la vez, más amplio y más restringido. Es más amplio
porque ese derecho no se restringe a las 'misiones cere­
moniales sino que depende de circunstancias generales
(por ejemplo, misiones especiales de carácter técnico
que circulen por una zona fronteriza o misiones espe­
ciales de todo tipo en ciertas ocasiones solemnes). Es
más restringido porque este. uso se limita de hecho
actualmente a las manifestaciones más solemnes y
cuando la misión estima que las circunstancias lo exi­
gen. Tal práctica, sin embargo, se mantien~ dentro de
limites razonables, y se tiende hacia la restricción.

5) Todas las normas aplicables al uso de la ban­
dera nacional son válidas también, según la práctica
y .según la opinión de la Comisión de Derecho Interna­
cional, en lo que se refiere al escudo del Estado.

6) Algunos Estados receptores afirman en la prác­
tica que tienen derecho a exigir que la bandera del
Estado que envía se enarbole en todos los medios de
transporte que utilice la misión especial para viajar
por una zona determinada. Esta pretensión se justi­
fica afirmando \tite las medidas de protección de la
misión especial misma se verán facilitadas si existe un
signo externo que Uame la atención de los órganos
del Estado receptor, sobre todo en las zonas fronte­
rizas de seguridad o militares, o en circunstancias espe­
ciales. Algunos Estados, sin embargo, impugnan esta
práctica que con harta frecuencia crea dificultades y
expone a las misiones especiales a discriminación. La
Comisión opina que esta práctica no está universalmente
reconocida y por ello no incluyó una norma al respecto
en el texto del artículo 15.

ArtIculo 16

Actividades de las misiones especiales en el terri­
torio de un tercer Estado

1. Las misiones especiales no podrán cumplir su
cometido en el territorio de un tercer Estado sin
el consentimiento de éste.

2. El tercer Estado podrá establecer condiciones
que habrán de ser observadas por los Estados que
envían.

Comentario

1) En la Convención de Viena sobre relaciones
diplomáticas no figura ninguna norma al respecto.
Sin embargo, el articulo 7 de la Convención de Viena
sobre relaciones consulares de 1963 prevé que una
oficina consular establecida en un Estado no puede asu­
mir el ejercicio de funciones consulares en otro Estado
si este último se opone a ello.

A menudo, las misiones especiales de diversos Esta­
dos se reúnen y nevan a cabo sus actividades en el
territorio de un tercer Estado. Se trata de una práctica
muy antigua, sobre todo si las misiones especiales que
se reúnen pertenecen a Estados que se encuentran en
conflicto armado. En 1960. la Comisión de Derecho
Internacional no ,tomó en consideración esta hipótesis.
La doctrina tampoco le ha prestado gran atención, pero
ciertos autores la mencionan, particularmente cuando
los contactos tienen lugar por conducto de ese tercer

228/bid., pág. 116.



Estado. Independientemente de que éste ofrezca su
mediación o buenos oficios, la cortesía exige induda­
blemente que se le informe y tiene derecho a oponerse
a que se celebren tales reuniones en su territorio.

3) Así pues, los Estados interesados no ~ienen de­
recho a utilizar arbitrariamente el territorio de un
tercer Estado para las reuniones de sus misiones espe­
ciales si ello va en contra de los deseos de ese Estado.
No obstante, si el tercer Estado ha sido debidamente
informado y no expresa ninguna objeción (no es neceo
sario que dé su consentimiento formal), tiene el deber
de tratar con todo género de consideraciones a las mi­
siones especiales, asegurarles las condiciones necesarias
para llevar a cabo sus actividades y brindarles todas
las facilidades; a su ve':, las partes d~ben abstenerse
de todo acto que pueda i ~ en detrimento de los intereses
del tercer Estado en cuyo territorio las misiones espe­
ciales desarrollan sus actividades.

4) En la práctica, la aprobación previa del tercer
Estado se reduce frecuentemente a darse por enterado
de la notificación (que incluso a veces se hace verbal­
mente) del propósito de enviar una misión especial a
su territorio. Si el tercer Estado no hace objeción
a1guna a esa notificación y permite la llegada de la
misión especial a su territorio, se considera que ha
dado su consentimiento.

S) La Comisión consideró correcta la práctica de
ciertos Estados - por ejemplo, la seguida por Suiza
durante la guerra - de imponer determinadas condi­
ciones que tienen obligación de observar las partes que
envían misiones especiales. Esa obligación es indepen­
diente de toda apreciación objetiva de que las activi­
dades de las misiones especiales perjudiquen los inte­
reses del tercer Estado en cuyo territorio se llevan a
cabo esas actividades.

6) En la práctica interesa determinar si el tercer
Estado debe no sólo comportarse correcta e impar­
cialmente para con los Estados cuyas misiones se
reúnen en su territorio, dándoles un trato igual, sino
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también respetar cualesquiera declaraciones que haya
formulado al dar su consentimiento previo. Más aún:
como esta aprobación puede darse implícitamente, debe
considerarse que el tercer Estado, al tomar nota sin
objeción de una petición para utilizar su territorio,
queda obligado, según la teoría de los actos jurídicos
unilaterales en derecho internacional, por la petición
de las partes, a menos que haya expresado ciertas
reservas.

7) Las relaciones entre una misión especial de un
Estado y la misión diplomática permanente de otro
Estado acreditada ante el Estado receptor deben ser
objeto del mismo régimen que las relaciones y activi­
dades de las misiones especiales en el territorio de un
tercer Estado. Estas relaciones son frecuentes y las
mencionan los tratadistas como medio excepcional de
comunicación diplomática. Permiten el contacto directo
entre Estados que no mantienen relaciones diplomáticas
mutuas o, incluso, que se encuentran en conflicto
armado.

S) Se reconoce al tercer Estado el derecho a retirar
en todo momento su hospitalidad a las misiones espe­
ciales en su territorio y prohibirles toda actividad, sin
estar obligado a dar razones. En este caso, los Estados
que envían están obligados a retirar inmediatamente
sus misiones especiales y éstas deben cesar sus acti­
vidades desde el momento en que llega a su conoci­
miento que se les ha retirado la hospitalidad. El ejer­
cicio de este derecho por el tercer Estado no significa
la ruptura de las relaciones diplomáticas con los Estados
interesados ni que se declare persona no gratas al jefe
de la misión o a sus miembros. Se trata, simplemente,
de que el tercer Estado retira su consentimiento para
las actividades de las misiones especiales en su terri­
torio. La Comisión opinó que el párrafo 1 del artículo
16 era suficiente y que la palabra "consentimiento"
significa que, en tanto continúen las actividades de
las misiones especiales de los Estados extranjeros, sigue
siendo nece!lario el consentimiento del tercer Estado.



Capitulo IV

PROGR-UIA DE TRABAJO Y ORGANIZAClON DE LOS FUTUROS PERIODOS DE SESIONES

36. Una vez discutido el asunto en dos sesiones a
puerta cerrada) celebradas el 19 y el 22 de junio de
1964, y examinado por la Mesa de la Comisión y los
Relatores Especiales, la Comisión, en su 749a. sesión)
aprobó su programa de trabajo para 1%5 y 1966. L'\
Comisión decidió terminar el estudio del derecho de
los tratados y de las misiones especiales dentro de ese
periodo. En cuanto a los demás temas del programa)
la Comisión decidió dar prioridad a su labor sobre las
relaciones entre los Estados y las organizaciones inter­
gubernamentales. Los temas de la sucesión de Estados
y gobiernos y de la: responsabilidad de los Estados
serán estudiados tan pronto como se haya terminado
el estudio de las materias antes mencionadas.

37. Estas decisiones se adoptaron teniendo en cuenta
especialmente que el mandato actual de los miembros
de la Comisión expira a finales de 1966 y que es con­
veniente que antes de esa fecha se concluya no sólo
el estudio del derecho de los tratados sino, también,
el de las misiones especiales. Se prefirió este tema al
de las relaciones entre los Estados y las organizaciones
intergubernamentales habida cuenta de la resolución
1289 (XIII) de la Asamblea General, de 5 de diciem­
bre de 1958, en la que se estipulaba que la cuestión
de las relaciones entre los Estados y las organizaciones
internacionales intergubernamentales fuese examinada
"en el momento oportuno) una vez que las Naciones
Unidas hayan terminado el estudio de las relaciones e
inmunidades diplomáticas, de las relaciones o inmu­
nidades consulares y de la diplomacia ad /zoc H

• La cues­
tión de las misiones especiales fue objeto de un pro­
yecto del que se han examinado varios artículos durante
el actual periodo de sesiones.

38. La necesidad de terminar el .estudio de varias
cuestiones antes de fines de 1966 determinó que la
Comisión planteara el problema de la duración de los
períodos de sesiones. Para terminar su programa para
1964) la Comisión decidió prorrogar por una semana
el actual período de sesiones. Lamentó que, por cir­
cunstancias ajenas, tales como el aplazamiento de las
fechas del decimonoveno período de sesiones de la
Asamblea General, no le fuera posible a la Comisión
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celebrar un período de sesiones suplementario en el
invierno de 1965, como habia pensado hacerlo. Pero
la Comisión estima necesario celebrar en 1966 un pe­
ríodo de sesiones de invierno de cuatro semanas, a fin
de disponer del tiempo mínimo necesario para completar
su recargado programa de trabajo antes de la clausura
del período de sesiones de 1966.

39. L"l. Comisión tiene la intmción de concluir en
!%5, luego de estudiar las observaciones recibidas de
los gobiernos) la segunda lectura de la primera parte
y el mayor nllmero posible de artículos de la segunda
parte de su proyecto sobre el derecho de los tratados.
según las sugestiones del Relator Especial. En el mismo
período de sesiones proseguirá el estudio de las mi­
siones especiales y el de las relaciones entre los Estados
y las organizaciones intergubernamentales. En 1966,
la Comisión dará término a los restantes artículos del
proyecto sobre el derecho de los tratados y al proyecto
sobre misiones especiales. A la vez, y dentro de los
límites del tiempo de que disponga) la Comisión pro­
seguirá también el estudio de las relaciones entre los
Estados y las organizaciones intergubernamentales y
asimismo el trabajo preparatorio sobre sucesión de
Estados y gobiernos y sobre responsabilidad de los
Estados, que constituirán los principales temas en que
se ocupará en los períodos de sesiones posteriores
a 1966.

40. Por consiguiente) la Comisión decidió solicitar a
la Secretaría que ruegue a los gobiernos se sirvan pre­
sentar sus observaciones sobre la segunda parte del
derecho de los tratados en enero de 1965 a más tardar,
a fin de que la Comisión pueda examinarlas durante
su período de sesiones de 1965; decidió también soli­
citar de los gobiernos que presenten a la mayor bre­
vedad posible sus observaciones sobre la tercera parte
del derecho de los tratados, concluida por la Comisión
en 1964, con el fin de concluir el conjunto del estudio
del derecho de los tratados antes del fin de 1%6. El pro­
yecto sobre las misiones especiales será remitido a los
gobiernos en 1965, cuando esté terminado, y se soli­
citará a los gobiernos que presenten sus observaciones
oportunamente para que la Comisión pueda concluir
sus trabajos sobre este tema en 1966.



Capitulo V

OTRAS DECISIONES Y CONCLUSIONES DE LA COl\IISION

A. Relaciones entre los Ests.dos y las organi­
zaciones intergubernamentales

41. La Comisión prosiguió el examen del primer
informe (A/CN.4/161 y Add.1) presentado en 1963
por el Relator Especial, Sr. El-Erian2:111• Junto con
este informe, la Comisión examinó una lista de cues­
tiones propuesta por el Relator Especial en un docu­
mento de trabajo (A/CN.4/L.l04), como base de
estudio para definir el alcance del tema y determinar
el modo de tratarlo. Las cuestiones se referían a:

i) El alcance del tema (interpretación de la resolu­
ción 1289 (XIII) de la Asamblea General),

ii) La manera de concebir el tema (como materia
aparte o como complemento del estudio de otros temas),

iii) El modo de tratar la materia (si se debe o no
dar prioridad al "derecho diplomático" en su aplic~ción

a las relaciones entre los Estados y las orgamzacIOnes
internacionales) ,

iv) El orden de prioridad (si se debe o no estudiar
la parte relativa a la condición de las misiones pernn..
nentes acreditadas ante organizaciones internacionales
y de las delegaciones ante los órganos de organizaciones
internacionales o ante las conferencias reunidas por
ellas antes que la parte relativa a la condición de las
organizaciones internacionales y sus agentes) ;

v) La cuestión de saber si la Comisión debe ocu­
parse en primer lugar de las organizaciones internacio­
nales de carácter universal o debe tratar también de las
organizaciones regionales.

42. La Comisión, en sus sesiones 755a. a 757a., exa­
minó estas cuestiones y algunas otras que se plantearon
en relación con eIlas. La mayoría de la Comisión, si
bien convino en principio en que el tema era muy
amplio, opinó que, para poderlo estudiar inmediata­
mente, se concediese prioridad a la cuestión del de­
recho diplomático en su aplicación a las relaciones entre
los Estados y las organizaciones intergubernamentales.
En la preparación del segundo informe del Relator
Especial se tendrán en cuenta otras sugestiones hechas
por miembros de la Comisión.

B. Colaboración con otros organismos

43. La Comisión examinó en su 768a. sesión el tema
relativo a la colaboración con otros organismos.

44. La Comisión tomó nota del informe presentado
por el Sr. Eduardo Jiménez de Aréchaga (A/CNA/
172) sobre los trabajos de la sexta reunión del Co­
mité Jurídico Consultivo Asiático-Africano, celebrada
en El Cairo del 23 de febrero al 6 de marzo de 1964,
a la cual asistió en calidad de observador designado
por la Comisión.

229 El examen del informe fUe iniciado en el decimoquinto
período de sesiones de la Comisión y el Relator Especial pre­
sentó el documento de trabajo A/CN.4/L.103. Se tenía el pro­
pósito de proseguir el estudio en el período de sesiones de enero
de 1964, pero éste no pudo celebrarse.

55

45. El Comité Juddico Consultivo Asi.ltico-Africano
estuvo representado por el Sr. Hafez Sabek, que hizo
uso de la palabra en la Comisión.

46. L1. Comisión, después de examinar la invitación
permanente, que le ha comunicado el Secretad.:> del
Comité Jurídico Consultivo Asiático-Africano, para que
asista a las reuniones del Comité, pidió a su Presidente
Sr. Roberto Ago, que asista como observador a l~
próxima reunión del Comité y, de no serIe posible,
que designe a otro miembro de la Comisión o al Secre­
tario para que le represente en la citada reunIón. L1.
próxima reunión del Comité J uddico Consultivo Asiá­
tico-Africano se celebrará en Bagdad en febrero de
1965.

47. En el actual período de sesiones no se ha reci­
bido comunicación alguna de los órganos jurídicos de
la Organización de los Estados Americanos relativa a
la futura reunión del Consejo Interamericano de
Jurisconsultos.

48. La Comisión tomó nota de una carta dirigida
al Secretario de la Comisión por e! Sr. F. Dumon,
Presidente de la Uni01~ InterllaHollale des M agistrats,
en la que solicita que se permita a la Unión colaborar
con la Comisión de Derecho Internacional. Dado que
el programa de la Unión no comprende por el momento
ningún tema análogo a los estudiados por la Comisión,
ésta rogó al Secretario que pida a la Unión se sirva
avisar oportunamente cuando tenga el propósito de
emprender el estudio de materias relacionadas con las
de la Comisión, con objeto de que la petición de coo­
perar con la Comisión de Derecho Internacional, for­
mulada por la Unión, sea estudiada nuevamente por
la Comisión.

49. En su 768a. sesión, la Comisión tomó nota del
memorando preparado por la Secretaría (AjCNAj
171) relativo a la distribución de los documentos de
la Comisión. Este memorando se presentó atendiendo
la petición que había formulado la Comisión en su
15° período de sesiones23o en relación con e! examen
del tema relativo a la colaboración con otros organis­
mos. La Comisión, después de un intercambio de opi­
niones, decidió que, de ser posible, se constituirá en
el próximo período de sesiones un pequeño comité
encargado de. estudiar los problemas que entraña esta
cuestión. .

C. Fecha y lugar del próximo período de sesiones
50. La Comisión decidió celebrar su próximo pe­

ríodo de sesiones en la Oficina Europea de las Naciones
Unidas, de! 3 de mayo al 9 de julio de 1965.

D. Representación en el decimonoveno período
de sesiones de la Asamblea General

51. La Comisión decidió que su Presidente, Sr.
Roberto Ago, la represente con fines de consulta en

230 Documettfos Oficiales de la Asamblea Gelleral, decimoc­
tavo período de sesiolles, Suplemetlto No. 9 (A/5509), párr. 70.



el decimonoveno periodo de sesiones de la Asamblea
General.

E. Homenaje al Secretario de la Comi8ión
52. En su 767a. sesión, celebrada el 16 cle julio,

la Comisión rindió homenaje al Dr. Yuen-Li Liang,
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Director de la División de Codificación de la Oficina
de Asuntos Jurídicos de las Naciones Unidas, que ha
desempeñado con tanta distinción las funciones de
Secretario de la Comisión desde 1949 y que se jubilará
después del actual periodo de sesiones.
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AFRICA
CAMERUN: LIBRAIRIE DU PEUPLE AFRICAIN
Lb Ger3nte, S.P. 1197. YalJnde.
DIFFUSIDN INTERNATIDI'<ALE CAMEROUNAISE
DU LIVRE ET DE LA PRESSE, Sangmellnla.

CONGO (L.opoldvme): INSTITUT POLlTIQUE
CONGOLAIS, B,P. 2307. Leopoldville.

ETIOPIA: INTERNATlONAL PRESS AGENCV
P.O. Box 120, Addls Abeba.
GHANA: UNIVERSITV BOOKSHDP
Universily Callege of Ghana. Legon, Acera.

KENIA: The E.S.A. BOOKSHOP, Box 30167, N.irobl,

LIBIA: SUDKI EL JERBI (BOOKSELLERS)
P.O. Box 78, IsUklal Slreel, Bengha.I.

MARRUECOS: AUX BELLES IMAGES
281 Avenue Mohammod V, Rabal.
NIGERIA: UNIVERSITY BOOKSHOP (NIGERIA) LTD.
University Callege, Ibadán.
NYASALANDIA: BOOKERS (NYASALAND) LTD.
Lontyre House, P.O. BOl( 34, Blantyre.
REPUBLlCA ARABE UNIDA:
LIBRAIRIE "LA RENAISSANCE D'EGVPTE"
9 Sh. Adly Pasha, El Calro.
AL NAHOA EL ARABIA 800KSHOP
32 Abd·el·Khalek S.rwarl St., El C.iro.
RHODESIA DEL NORTE:
J. BELOING, P.O. Box 750, Mufullr••

RHODESIA DEL SUR:
THE 800K CENTRE, First Str••t, S.lisbury.

SUDAFRICA: VAN SCHAIK'S BOOKSTORE
(PTY) LTD.. Church Street. Box 724, Pretorl••
TECHNICAL BOOKS (PTY) LTO., F.r.day Hou••,
P.O. Box 2866, 40 Sto Georgo·s Streot. Ciudad del Cabo.
TANGANYIKA: DAR ES SALAAM BOOKSHOP
P.O. Box 9030. Dar es Salaam.

UGANDA: UGANOA BOOKSHOP
P.O. Box 145, Kampala.

AMERICA DEL NORTE
CANADA: THE QUEEN'S PnlNTER/L'I;,\PRIMEUR
DE LA REINE. Ottaw., Onlarlo. •

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA:
SALES SECTlON, UNITED NATIONS, Nu.v. York.

Puerto Rico: PAN AMERICAN 800K CO.
P.O. Box 3511, San Juan 17.
BOOKSTORE, UNIVERSITY OF PUERTO RICO
Rto Piedras,

A.M E RI CAL AT I NA
ARGENTINA: EDITORIAL SUDAMERICANA, S.A.
Alsina 500, Buenos Aires.

BOLIVIA: LIBRERIA SELECCIONES, C••III. 972, L. Paz.
LOS AMIGOS DEL L18RO
Calle Perú esq. España. Casilla 450, Cochablmbl.

BRASIL: LIVRARIA AGIR
Rua Mexlco 98·B, Caix. Po.t.1 3291, Rlo d. J.nelro.
LIVR'RIA FREITAS BASTOS, S.A.
Calxa Postal 899, Rlo de Janeiro.
LIVRARIA KOSMOS ~D1TORA

Rua Rosario 135/137, Rlo de Janelro.

COLOMBIA:
LIBRERIA AMERICA, Calle 51 N~m. 49·58, Med.llln.
LIBRERIA BUCHHOLZ
Av. Jiménez de Quesada 8·40, Bogotá.'
COSTA RICA: IMPRENTA Y LIBRERIA TREJOS
Apartado 1313, San José.
CUBA: CUBARTlMPEX
Apartado postal 6540, La Habana.

CHILE: EDITORIAL DEL PACIFICO, Ahumada 57, S.ntlago.
L1BRERIA IVENS, Casilla 205, Sanllago.
ECUADOR: L1BRERIA CIENTIFICA
Casilla 362, Guayaquil.
L1BRERIA U:>lIVERSITARIA
Calle Garera Moreno 739. Quito.
EL SALVADOR: L1BRERIA CULTURAL SALVADOREÑA
28. Avenida Sur, San Salvador.
MANUEL NAVAS Y CIA.
la. Avenida Sur 37, San Salvador.
GUATEMALA:
LIBRERIA CERVANTE~

521. Ave. 9·39, Zona 1. Guatemala.
SOCIEDAD ECONOMICA·FINANCIERA
621. Ave. 14·33, Guatemala.

HAITI: L1BRAIRIE "A LA CARAVELLE", port·au·Prlnc••
HONDURAS: L1BRERIA PANAMERICANA, Tegucigalpa.
MEXICO: EDITORIAL HERMES, S.A.
Ignacio Mariscal 41, México, D.F.

PANAMA: JOSE MENENDEZ
Agencl:l Internacional do Publicaciones.
Aporlado 2052, Av. 8A Sur 21·58, P.nam'.
PARAQUAY:
AGENCIA DE LIBRERIAS DE SALVADOR NIZZA
Calle Pta. franco No. 39.43, Asuncion.
PERU: LIBRERIA INTERNACIONAL DEL PERU, S,A.
Casilla 1417, Lima.
LIBRERIA STUDIUM, S.A.
A,:"argura 939. Apartado 2139, Lima.
REPUBLICA DOMINICANA: LI8RERIA DOMINICANA
Mercedes 49, Santo Domingo.
URUGUAY: LIBRERIA RAFAEL BARRETT
Ramoo Anador 4030, Montevideo.
REPRESENTACION DE EDITORIALES, PROF. H. O'ELIA
Plaza engancha 1342. 1- piso. Montevideo.
VENEZUELA: LIBRERIA DEL ESTE
Av. Miranda, No. 52, Edl. Gallp'n, Caracas.

ASIA
BIRMANIA: CURATOR. GOVT. BOOK DEPOT. R.ng~n.
CAMBOYA: ENTREPRISE KHMERE DE LIBRAIRIE
Imprimerle & Papeterie Sarl, Phnom·Pehn.
CEILAN: LAKE HOUSE BOOKSHOP
Assoc. Newspapers of Ceylon. P.O. Box 244. Colombo.
COREA (REPUBLlCA DE): EUL·YOO PUBLISHING
ca., LTD•• 5, 2·KA, Chongno, Selll.
CHINA: THE WORLD BOOK COMPANV. LTD.
99 Chung King Road, 1st Section, Taipeh, T.lwan.
THE COMMERCIAL PRESS. LTD.
211 Honan Roed, Shanghai.
FILIPINAS:
PHILlPPINE EDUCATION COMPANV,INC.
1104 CastilleJos, P.O. Box 620, Quiapo, Manna.
POPULAR BOOKSTORE, 1573 Dorol.o Jo••, Manila.
HDNG KONG: THE SWINDON BDOK COMPANY
25 Nathan Road, Kowloon.
INDIA: ORIENT LONGMANS
Caleutta, Bombay. Madras, Nueve Delhl, Hydurabed.
OXFDRD BOOK & STATlONERY COMPANY
Nueva Oelhi y Calcuta.
INDONESIA: PEMBANGUNAN, LTD.
Gunung Sahari 84, Yakarta.
JAPON: MARUZEN COMPANY, LTD.
6 Tori·Nichome, Nihonbashi, Tokio.
PAKISTAN:
THE PAKISTAN CO.OPERATlVE BOOK SOCIETY
Dacea. East Pakistan.
PUBLlSHERS UNITED, LTD.. Lahor••
THOMAS & THOMAS, Karachi.
SINGAPUR: THE CITY BOOK STORE, LTD,
Colly.r Quay.
TAILANDIA: PRAMUAN MIT, LTD.
55 Chakrawat Road, W.t Tuk, Bangkok.
NIBONOH & CO. LTD. •
New Road, Sikak Phya Sri, aengkok.
SUKSAPAN PANIT
Manslon 9, RaJad.mnern Avenut, aenlkok.
VIET·NAM (REPUBLlCA DE):
LIBRAIRIE·PAPETERIE XUAN THU
lB5, rue Tu·do, B.P. 283, S.18ón.

EUROPA
ALEMANIA (REPUBLlCA FEDERAL DE):
R. EISENSCHMIDT
Schwanlhalar Str. 59, Frankfurt/Main.
ELWERT UNO MEURER
Hauptstrasse 101, Berlin·Schoneberg.
ALEXANDER HDRN, Spiegelgasse 9, WI••baden,
W. E. SAAR8ACH, Gerlrudenslr••se 30, K61n (1).
AUSTRIA:
GEROLD & COMPANY, Graben 31, Vien., l.
GEORG FROMME & CO.. Spengergasse 39, Viena, V.
BELGICA: AGENCE ET MESSAGERIES DE LA
PRESSE, S. A.. 14·22, rue du Persll, 8rusel.s.

BULGARIA: RAZNOizNOS, 1 T.ar Assen, Solla.

~~~~O~~~~~~~:~me~k'ch,Praga, 2.

CHIPRE: PAN PUBLlSHING HOUSE
10 Alexander the Great Street. Strovolos.

DINAMARCA: EJNAR MUNKSGAARD, LTD.
Nlrregade 6, Kl!>enhavn, K.

ESPAÑA: AGUILAR S. A. DE EDICIONES
Juan Bravo 38, Madrid 6.
LIBRERIA BOSCH, Rond. d.l. Universidad 11, B.rc.lon••
LIBRERIA MUNDI·PRENSA, C.stelló 37, Madrid.

FINLANDIA: AKATEEMINEN KIRJAKAUPPA
2 Keskuskatu. Helsinkl.

FRANCIA:. EDITIDNS A. PEDONE
13, ru. Soulflot, P.rt. (V!).

GRECIA: KAUFFMANN BDOKSHOP
28 Stadion Street. Atenas.
HUNGRIA: KULTURA, P.O. Bo~ 149, Budapest 62.
IRLANDA: STATIONERV OFFICE, Dublln.
ISLANDIA: BOKAVERZLUN SIGFUSAR
EYMUNDSSONAR H. F.
Austurstraeti 18. ReYkjavlk.
ITALIA: LIBRERIA CDMMISSIONARIA S,\NSONI
Vi. Gino Capponl26, Florencia.
y Via Paolo Mercu,1 19/B, Roma.
AGENZIA E.I.O.U. Via Meravlgll 16, Milán.
LUXEMBURGO: LIBRAIRIE J. TRAUSCHSCHUMMER
Place du Théatre. Luxemburgo.
NORUEGA: JOHAN GRUNDT TANUM
Karl Johansgate, 41, 0510.
PAISES BAJOS: N. V. MARTlNUS NIJHOFF
Lange Voorhout 9. 's.Gravenhage.
POLONIA: PAN, P.lac Kultury I Naukl. V.rsovl••
PORTUGAL: L1VRARIA RODRIGUES y CIA.
186 Rua Aurea, Lisboa.
REINO UNIDO: H. M. STATIONERY OFFICE
P.O. Box 569, Londr.s. S.E. 1 (y .ucu...I•• d. la HMSO .n
Belfast, Blrmingham, Bristol. Cardiff. Edinburah. Manchoster).
RU',IANIA: CAR'T1MEX, SIr. Arl.tlde Brland 14·18,
P.O. Box 134·135, Bucar.st.
SUECIA: C. E. FRITZE'S KUNGL. HOVBDKHANDEL A·a
Fredsgatan 2, Estoeotmo~
SUIZA: L1BRAIRIE PAYOT, S.A.. Lou••n., Gin.br••
HANS RAUNHARDT, Kirchg•••• 17. ZUrlch l.
TURQUIA: LIBRAIRIE HACHETTE
469 Isliklal Cadd••i, Beyoglu, Est.mbul.
UNION DE REPUBLlCAS SOCIALISTAS
SOVIETICAS:
MEZHDUNARODNAVA KNYIGA
Smolenskaya Plolhehad, Mosel1.
YUGOSLAVIA: •
CANKARJEVA ZALOtBA. LJubl¡ana, Slovania.
DRZAVNO PREDUZEéE
Jugoslovenska Knliga, TeraziJe 27/11. Belgrado.
PROSVJETA, 5. Trg Bratstva I Jedinstva. Zagreb.
PROSVETA PUBLISHING HOUSE, Imporl·Export Divislon,
P.O. Box 559, T.ra.ije 16/1, B.lgrado.

INDIAS OCCIDENTALES
BERMUDAS: BERMUDA BOOK STORES
Reld and Burnaby Streots, Hamilton.
CURAZAO,I.O.N.:
BOEKHANDEL SALAS, P.O. Box 44.
GUAYANA BRITANICA: BOOKERS STORES, LTD.
20·23 Church Street, Georgstown.
JAl<tAICA: SANGSTERS BOOK ROOM
91 Herbour Street, Kingston.
TRINIDAD y TABAGO:
CAMPBELL IlDOKER LTD.. Port 01 Spaln.

OCEANIA
AUSTRALIA:
U. N. ASSOCIATlON OF AUSTRALIA
McEw.n Hous•• 343 Lill. Colllns St.,
Melburne C. 1, Vico
WEA BOOKROOM, Univ.rslty, Adelaid., S.A.
UNIVERSITY BDOKSHDP, St. Luci., Brisban., Qld.
THE EDUCATlONAL AND TECHNICAL BODK AGENCV
Parap Shopping Centro, Darwln. N.T.
COLLlNS BODK "EPOT PTY. LTD.
Monash UniversilJt Wellington Roed, Clayton, Vlc.
COLLINS BODK DEPOT PTY. LTD.
363 Swanston street. Melburne, Vlc.
THE UNIVERSITY BOOKSHDP, Nedlands, W.A,
UNIVERSITY BOOKRDOM
University of Mellaourne. Parkv: N,', Vlc.
UNIVERSITY CO·OPERATIVE ~ J~ 6HOP LIMITED
Manoios Road, Unlversity of Sy~ .J'i, N.S.W.
NUEVA ZELANDIA: GDVERNMENT PRINTlNG OFFICE
Private Bag. Wellington (y Iibrerlas oficiales de
Auckl.nd, Chtlstchurch y Oun.dln).

ORIENTE MEDIO
IRAK: MACKENZIE'S BOOKSHOP, Bagdad.
IRAN: MEHR AYIN BOOKSHOP
Abbas Abad Avenue, Isfahan.
ISRAEL: BLUMSTEIN'S BOOKSTORES
35 AU.nby Rd. and 48 Nachlat Benjamln St., T.' Avlv.
JORDANIA: JOSEPH l. BAHOUS & CO,
Dar·ul·Kutub, 80x 66, Amman.
L1BANO: KHAYAT'S COLLEGE BODK COOPERATIVE
92·94, ru. BII.s, B.lrut,
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Las publicaciones de las Naciones Unidas pueden comprarse mediante pago en moneda I'Jcal o encargarse en las librerías de casi todos los paises del mundo.
Para más detalles, dirigirse a: United Nations, Sales Sectian. Nueva York. N.Y. 10017, o a United Nallons, Sales Sectlon, Palais des Natians, Ginebra. Suiza.
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